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Buenos días,


Con este correo radico una demanda de inconstitucionalidad. Agradezco confirmar el recibido.


Jerónimo Ocampo




Honorables Magistradas y Magistrados 

Corte Constitucional 

E. S. D. 

 

 

 

Asunto: Demanda de inconstitucionalidad contra el Decreto 403 de 

2020 “por el cual se dictan normas para la correcta implementación 

del Acto Legislativo 04 de 2019 y el fortalecimiento del control 

fiscal” en su totalidad, y subsidiariamente los artículos 2 (parcial), 

46, 47, 48, 49, 50, 51, 52, 124 (parcial) y 126 (parcial). 

 

Jerónimo Ocampo Meléndez, identificado con cédula de ciudadanía 1010104230, por medio de este 

escrito presento demanda de inconstitucionalidad contra las normas indicadas en el asunto de este 

documento, por extralimitación en las facultades extraordinarias concedidas por el Acto 

Legislativo 4 de 2019.  

 

En el primer cargo, que se dirige contra el decreto en su totalidad, se argumenta que las facultades 

extraordinarias debían limitarse a regular las materias propias del parágrafo transitorio del artículo 

268 de la Constitución. Esto se debe a que el parágrafo indica que la concesión de facultades 

extraordinarias es “[e]xclusivamente para los efectos del presente parágrafo y el desarrollo de este 

acto legislativo”. Estas dos condiciones para el ejercicio de facultades extraordinarias son 

acumulativas y no alternativas. Es decir, toda norma expedida al amparo de este parágrafo debía (i) 

ser expedida para el desarrollo del acto legislativo exclusivamente (ii) para los efectos de ese 

parágrafo, que se refiere específicamente a temas de salarios, personal, estructura de las entidades 

y presupuesto. Para acrecentar sus poderes como legislador, el Gobierno interpretó erróneamente 

la habilitación constitucional para legislar y pretendió legislar para “el desarrollo de este acto 

legislativo” sin tener en cuenta la limitación material relacionada con “los efectos del presente 

parágrafo”. El resultado de esta interpretación excesivamente extensiva de las facultades 

extraordinarias es un decreto que no contiene una sola norma relacionada con los temas tratados 

en el parágrafo, y en cambio pretende una reforma completa de las leyes en materia de control 

fiscal, sin que esto hubiera sido autorizado por las facultades concedidas. Como consecuencia de 

este primer cargo, se solicita la inexequibilidad total del Decreto 403 de 2020.  

 

En el segundo cargo, que es subsidiario de los anteriores, se parte de la premisa, en gracia de 

discusión, que la expresión “desarrollo de este acto legislativo” contenida en el parágrafo transitorio 

es una habilitación autónoma para legislar por decreto. Aun en ese caso, la mayor cantidad del 

decreto es inconstitucional, ya que la mayor parte de las normas novedosas de ese decreto no 

desarrolla ninguno de los cambios constitucionales efectuados con el Acto Legislativo 4 de 2019. 

Con todo, el tercer cargo no se dirige contra todas las normas que excedieron esas facultades—lo 

cual deberá ser objeto de otras demandas—sino específicamente contra las normas que regulan la 

responsabilidad fiscal de los particulares y las que extienden a los particulares normas aplicables al 

control fiscal de entidades públicas. Como se argumentará en el cuerpo de esta demanda, en dichas 

normas se regularon aspectos que, por mandato de la Constitución, tienen reserva legal, por 



imponer nuevos deberes a los particulares. Las normas también amplían las circunstancias en que 

los particulares pueden ser responsables fiscalmente y, de manera insólita, establecen que se puede 

tener responsabilidad fiscal sin ser gestores fiscales. Todas estas normas, aunque tienen 

cuestionamientos constitucionales de fondo, son inconstitucionales por el solo hecho de haber sido 

incluidas en un decreto con fuerza de ley, en lugar de haber sido aprobadas por el Congreso de la 

República. 

 

El Decreto 403 de 2020 representa una interpretación analógica y extensiva de unas facultades 

extraordinarias que, según la jurisprudencia constitucional, se deben leer de manera restrictiva, 

para preservar la separación de poderes y el principio democrático. Dicha lectura restrictiva tiene 

mayor justificación en este caso en que las facultades extraordinarias se introdujeron sin mayor 

debate en la reforma constitucional y aparecen en un parágrafo transitorio, rodeadas por varios 

incisos que se dedican a temas de salarios, de personal y presupuestales. Una interpretación 

constitucional guiada por el principio de buena fe no puede aceptar que el reformador de la 

Constitución haya autorizado una reforma completa de todos los ejes del sistemas del control fiscal, 

incluyendo los aspectos que no fueron cambiados por la reforma constitucional, a través de una sola 

expresión en medio de este parágrafo transitorio1.  

 

El objetivo de la demanda es defender el principio democrático y la separación de poderes con el 

fin de evitar que las facultades extraordinarias concedidas en actos legislativos se vuelvan un 

instrumento para evadir las restricciones introducidas en 1991 a esta institución. La 

inconstitucionalidad del decreto, o la declaración de que este no aplica a particulares, no impide la 

continuidad del control fiscal. El control fiscal podrá continuar con la aplicación de las normas pre 

existentes al Decreto acusado.  
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I. NORMAS DEMANDADAS 

 

A continuación, se transcribe la totalidad del Decreto 403 de 2020. Se resaltan en negrilla y con 

subrayado las partes de los artículos 2, 52, 53, 104, 124 y 126 que se demandan subsidiariamente: 

DIARIO OFICIAL AÑO CLVI N. 51258 16 DE MARZO 2020 PAG. 4 

DECRETO 403 DE 2020 

(marzo 16) 

por el cual se dictan normas para la correcta implementación del Acto Legislativo 04 de 2019 y el 

fortalecimiento del control fiscal. 

El Presidente de la República de Colombia, en uso de las facultades extraordinarias que le confiere el parágrafo 

transitorio del artículo 268 de la Constitución Política, modificado por el artículo 2° del Acto Legislativo 04 de 2019, 

y  

CONSIDERANDO: 

Que de conformidad con los artículos 113, 117 y 119 de la Constitución Política, la Contraloría General de la 

República es un órgano de control, autónomo e independiente, que tiene a su cargo la vigilancia de la gestión fiscal 

y el control de resultado de la administración;  

Que el 18 de septiembre de 2019 el Congreso de la República promulgó el Acto Legislativo 04 de 2019, “Por medio 

del cual se reforma el Régimen de Control Fiscal”, en el que se modificaron los artículos 267, 268, 271, 272 y 274 de 

la Constitución Política de Colombia;  

Que el artículo 1° del Acto Legislativo 04 de 2019, modificó el artículo 267 de la Constitución Política en los siguientes 

aspectos: i) amplió las competencias de la Contraloría General de la República señalando que le corresponde la 

vigilancia y el control de la gestión fiscal de la administración y de los particulares o entidades que manejen fondos 

o bienes públicos, en todos los niveles administrativos y respecto de todo tipo de recursos públicos; ii) el control 

fiscal además de ser posterior y selectivo, podrá ejercerse de manera preventiva y concomitante, según sea 

necesario para garantizar la defensa y protección del patrimonio público; iii) igualmente el control preventivo y 

concomitante será de carácter excepcional y no implicará coadministración, deberá realizarse en tiempo real a 

través del seguimiento permanente de los ciclos, uso, ejecución, contratación e impacto de los recursos públicos, 

mediante el uso de tecnologías de la información, con la participación activa del control social y con la articulación 

del control interno; y se realizará en forma de advertencia al gestor fiscal y deberá estar incluido en un sistema 

general de advertencia público cuyo ejercicio y coordinación del control corresponde exclusivamente al Contralor 

General de la República en materias específicas; iv) el seguimiento permanente al recurso público, sin oponibilidad 

de reserva legal para el acceso a la información por parte de los órganos de control fiscal, y el control financiero, de 

gestión y de resultados, fundado en la eficiencia, la economía, la equidad, el desarrollo sostenible y el cumplimiento 

del principio de valoración de costos ambientales; v) la Contraloría General de la República tendrá competencia 

prevalente para ejercer control sobre la gestión de cualquier entidad territorial, de conformidad con lo que 

reglamente la ley; vi) el control jurisdiccional de fallos de responsabilidad fiscal gozará de etapas y términos 

procesales especiales con el objeto de garantizar la recuperación oportuna del recurso público, y su trámite no 

podrá ser superior a un año en la forma en que lo regule la ley;  

Que, en consonancia con lo anterior, el artículo 2° del Acto Legislativo 04 de 2019, modificó el artículo 268 de la 

Constitución Política otorgando, entre otras, las siguientes facultades al Contralor General de la República: i) exigir 

informes sobre su gestión fiscal a los empleados oficiales de cualquier orden y a toda persona o entidad pública o 

privada que administre fondos o bienes públicos; ii) advertir a los servidores públicos y particulares que administren 

recursos públicos de la existencia de un riesgo inminente en operaciones o procesos en ejecución, con el fin de 

prevenir la ocurrencia de un daño, a fin de que el gestor fiscal adopte las medidas que considere procedentes para 

evitar que se materialice o se extienda, y ejercer control sobre los hechos así identificados; iii) dictar normas 

generales para armonizar los sistemas de control fiscal de todas las entidades públicas del orden nacional y 



territorial; y dirigir e implementar, con apoyo de la Auditoría General de la República, el Sistema Nacional de Control 

Fiscal, para la unificación y estandarización de la vigilancia y control de la gestión fiscal; iv) intervenir en los casos 

excepcionales previstos por la ley en las funciones de vigilancia y control de competencia de las Contralorías 

Territoriales, lo cual podrá ser solicitado por el gobernante local, la corporación de elección popular del respectivo 

ente territorial, una Comisión Permanente del Congreso de la República, la ciudadanía mediante cualquiera de los 

mecanismos de participación ciudadana, la propia contraloría territorial o las demás que defina la ley; v) imponer 

sanciones desde multa hasta suspensión a quienes omitan la obligación de suministrar información o impidan u 

obstaculicen el ejercicio de la vigilancia y control fiscal, o incumplan las obligaciones fiscales previstas en la ley. Así 

mismo, a los representantes de las entidades que, con dolo o culpa grave, no obtengan el fenecimiento de las 

cuentas o concepto o calificación favorable en los procedimientos equivalentes para aquellas entidades no 

obligadas a rendir cuenta, durante dos (2) períodos fiscales consecutivos, vi) establecer la responsabilidad que se 

derive de la gestión fiscal, imponer las sanciones pecuniarias que sean del caso, recaudar su monto y ejercer la 

jurisdicción coactiva, para lo cual tendrá prelación, vii) ejercer, directamente o a través de los servidores públicos 

de la entidad, las funciones de policía judicial que se requieran en ejercicio de la vigilancia y control fiscal en todas 

sus modalidades;  

Que el artículo 3° del Acto Legislativo 04 de 2019 modificó el artículo 271 de la Constitución Política estableciendo 

que los resultados de los ejercicios de vigilancia y control fiscal, así como de las indagaciones preliminares o los 

procesos de responsabilidad fiscal adelantados por las Contralorías, tendrán valor probatorio ante la Fiscalía 

General de la Nación y el juez competente;  

Que el artículo 4° del Acto Legislativo 04 de 2019 modifica el artículo 272 de la Constitución Política, señalando que: 

i) la vigilancia de la gestión fiscal de los departamentos, distritos y municipios donde haya contralorías, corresponde 

a estas en forma concurrente con la Contraloría General de la República, ii) la Auditoría General de la República 

realizará la certificación anual de las contralorías territoriales a partir de indicadores de gestión, la cual será insumo 

para que la Contraloría General de la República intervenga administrativamente las contralorías territoriales y 

asuma competencias cuando se evidencie falta de objetividad y eficiencia; iii) el control ejercido por la Contraloría 

General de la República será preferente;  

Que los artículos constitucionales antes de la modificación efectuada por el Acto Legislativo 04 de 2019, se 

encuentran desarrollados, entre otras, en las Leyes 42 de 1993, 610 de 2000 y 1474 de 2011, en el marco del modelo 

de vigilancia y control fiscal posterior y selectivo, por lo cual se hace necesario ajustar dichas disposiciones al nuevo 

modelo de vigilancia y control fiscal al que hacen referencia los considerandos anteriores, que incluyen el 

fortalecimiento de los mecanismos de vigilancia y seguimiento permanente al recurso público, el ejercicio del 

control fiscal preventivo y concomitante, complementario del posterior y selectivo, así como el ejercicio 

concurrente y prevalente de las competencias de la Contraloría General de la República frente a las atribuidas a las 

contralorías territoriales;  

Que el artículo 267 de la Constitución Política, modificado por el artículo 1° del Acto Legislativo 04 de 2019, señala 

que la vigilancia de la gestión fiscal del Estado incluye el seguimiento permanente al recurso público, sin 

oponibilidad de reserva legal para el acceso a la información por parte de los órganos de control fiscal, y el control 

financiero, de gestión y de resultados, razón por la cual en el presente decreto se desarrolla el acceso de los órganos 

de control fiscal a las bases de datos que administran las entidades y organismos del Estado, proceso en el cual se 

debe garantizar el régimen de protección de datos personales y el derecho fundamental del hábeas data;  

Que con el fin de armonizar el marco normativo que rige la materia del control fiscal y para garantizar la protección 

de los recursos públicos, el parágrafo transitorio del artículo 268 de la Constitución Política, modificado por el 

artículo 2° del Acto Legislativo 04 de 2019, otorgó precisas facultades extraordinarias por el término de seis meses 

al Presidente de la República para expedir decretos con fuerza de ley para: i) la correcta implementación del Acto 

Legislativo 04 de 2019 y el fortalecimiento del control fiscal; ii) equiparar la asignación básica mensual de los 

servidores de la Contraloría General de la República y su planta transitoria a los de los empleos equivalentes de 

otros organismos de control de nivel nacional; iii) crear el régimen de carrera especial de los servidores de las 

contralorías territoriales, iv) ampliar la planta de personal e incorporar a los servidores de la planta transitoria sin 

solución de continuidad; v) modificar la estructura orgánica y funcional de la Contraloría General de la República, 



garantizando la estabilidad laboral de los servidores inscritos en carrera pertenecientes a esa entidad y a 

contralorías territoriales intervenidas, las cuales se deben ejercer exclusivamente para efectos de lo señalado en el 

citado parágrafo y para el desarrollo del Acto Legislativo 04 de 2019;  

Que, de conformidad con lo expuesto, en el presente decreto ley se ejercen las facultades para la correcta 

implementación del Acto Legislativo 04 de 2019 y el fortalecimiento del control fiscal;  

Que, en mérito de lo expuesto,  

DECRETA: 

TÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 1°. Objeto. Por medio del presente Decreto Ley se desarrollan las disposiciones de los artículos 267, 268, 

271, 272 y 274 de la Constitución Política, modificados por el Acto Legislativo 04 de 2019, para el fortalecimiento 

del control fiscal, en especial, las siguientes materias: i) principios, sistemas, procedimientos y funciones de 

vigilancia y control fiscal, incluidas aquellas relacionadas con el proceso de responsabilidad fiscal y su cobro coactivo, 

ii) el control concomitante y preventivo, iii) el seguimiento permanente al recurso público, iv) la aplicación del 

control de resultados, el control de gestión y el control financiero, v) el acceso a la información, vi) las facultades 

sancionatorias y de policía judicial, vii) las competencias entre la Contraloría General de la República y contralorías 

territoriales, viii) la función de certificación de la Auditoría General de la República, ix) la intervención de la 

Contraloría General de la República en las funciones de las contralorías territoriales, x) la prelación de la jurisdicción 

coactiva y de los créditos derivados del ejercicio de la vigilancia y control fiscal, y xi) el control jurisdiccional de los 

fallos de responsabilidad fiscal.  

Parágrafo. Las disposiciones del presente decreto ley y las que sean dictadas por el Contralor General de la 

República, en ejercicio de las facultades conferidas por el artículo 268 numeral 12 de la Constitución Política, 

primarán en materia de control fiscal sobre las que puedan dictar otros órganos de control fiscal.  

Artículo 2°. Definiciones. Para los efectos de la vigilancia y el control fiscal se tendrán en cuenta las siguientes 

definiciones:  

Vigilancia fiscal. Es la función pública de vigilancia de la gestión fiscal de la administración y de los particulares o 

entidades que manejen fondos o bienes públicos, que ejercen los órganos de control fiscal de manera autónoma 

e independiente de cualquier otra forma de inspección y vigilancia administrativa. Consiste en observar el desarrollo 

o ejecución de los procesos o toma de decisiones de los sujetos de control, sin intervenir en aquellos o tener 

injerencia en estas, así como con posterioridad al ejercicio de la gestión fiscal, con el fin de obtener información útil 

para realizar el control fiscal.  

Control fiscal: Es la función pública de fiscalización de la gestión fiscal de la administración y de los particulares o 

entidades que manejen fondos o bienes públicos, que ejercen los órganos de control fiscal de manera autónoma 

e independiente de cualquier otra forma de inspección y vigilancia administrativa, con el fin de determinar si la 

gestión fiscal y sus resultados se ajustan a los principios, políticas, planes, programas, proyectos, presupuestos y 

normatividad aplicables y logran efectos positivos para la consecución de los fines esenciales del Estado, y supone 

un pronunciamiento de carácter valorativo sobre la gestión examinada y el adelantamiento del proceso de 

responsabilidad fiscal si se dan los presupuestos para ello.  

El control fiscal será ejercido en forma posterior y selectiva por los órganos de control fiscal, sin perjuicio del control 

concomitante y preventivo, para garantizar la defensa y protección del patrimonio público en los términos que 

establecen la Constitución Política y la ley.  

Objeto de vigilancia y control: Se entienden por objeto de vigilancia y control, las actividades, acciones, omisiones, 

operaciones, procesos, cuenta, contrato, convenio, proyecto, programa, acto o hecho, y los demás asuntos que se 

encuentren comprendidos o que incidan directa o indirectamente en la gestión fiscal o que involucren bienes, 

fondos o recursos públicos, así como el uso, explotación, exploración, administración o beneficio de los mismos.  



Sujeto de vigilancia y control: Son sujetos de vigilancia y control fiscal los órganos que integran las ramas del poder 

público, los órganos autónomos e independientes, los de control y electorales, los organismos creados por la 

Constitución Política y la ley que tienen régimen especial, el Banco de la República, y las demás entidades públicas 

en todos los niveles administrativos, los particulares, las personas jurídicas y cualquier otro tipo de organización 

o sociedad que a cualquier título recauden, administren, manejen, dispongan o inviertan fondos, recursos del 

Estado y/o bienes o recursos públicos en lo relacionado con estos.  

Órganos de Control Fiscal: Son la Contraloría General de la República, las contralorías departamentales, las 

contralorías distritales, las contralorías municipales y la Auditoría General de la República, encargados de la 

vigilancia y control fiscal de la gestión fiscal, en sus respectivos ámbitos de competencia.  

Artículo 3°. Principios de la vigilancia y el control fiscal. La vigilancia y el control fiscal se fundamentan en los 

siguientes principios:  

Eficiencia: En virtud de este principio, se debe buscar la máxima racionalidad en la relación costo-beneficio en el 

uso del recurso público, de manera que la gestión fiscal debe propender por maximizar los resultados, con costos 

iguales o menores.  

Eficacia: En virtud de este principio, los resultados de la gestión fiscal deben guardar relación con sus objetivos y 

metas y lograrse en la oportunidad, costos y condiciones previstos.  

Equidad: En virtud de este principio, la vigilancia fiscal debe propender por medir el impacto redistributivo que tiene 

la gestión fiscal, tanto para los receptores del bien o servicio público considerados de manera individual, colectivo, 

o por sector económico o social, como para las entidades o sectores que asumen su costo.  

Economía: En virtud de este principio, la gestión fiscal debe realizarse con austeridad y eficiencia, optimizando el 

uso del tiempo y de los demás recursos públicos, procurando el más alto nivel de calidad en sus resultados.  

Concurrencia: En virtud de este principio, la Contraloría General de la República comparte la competencia de la 

vigilancia y control fiscal sobre los sujetos y objetos de control fiscal de las contralorías territoriales en los términos 

definidos por la ley.  

Coordinación. En virtud de este principio, el ejercicio de competencias concurrentes se hace de manera armónica y 

colaborativa, de modo que las acciones entre la Contraloría General de la República y los demás órganos de control 

fiscal resulten complementarias y conducentes al logro de los fines estatales y, en especial, de la vigilancia y el 

control fiscal.  

Desarrollo sostenible: En virtud de este principio, la gestión económico-financiera y social del Estado debe 

propender por la preservación de los recursos naturales y su oferta para el beneficio de las generaciones futuras, la 

explotación racional, prudente y apropiada de los recursos, su uso equitativo por todas las comunidades del área 

de influencia y la integración de las consideraciones ambientales en la planificación del desarrollo y de la 

intervención estatal.  

Las autoridades estatales exigirán y los órganos de control fiscal comprobarán que en todo proyecto en el cual se 

impacten los recursos naturales, la relación costo-beneficio económica y social agregue valor público o que se 

dispongan los recursos necesarios para satisfacer el mantenimiento de la oferta sostenible.  

Valoración de costos ambientales: En virtud de este principio el ejercicio de la gestión fiscal debe considerar y 

garantizar la cuantificación e internalización del costo-beneficio ambiental.  

Efecto disuasivo: En virtud de este principio, la vigilancia y el control fiscal deben propender a que sus resultados 

generen conciencia en los sujetos a partir de las consecuencias negativas que les puede acarrear su 

comportamiento apartado de las normas de conducta que regulan su actividad fiscal.  

Especialización técnica: En virtud de este principio, la vigilancia y el control fiscal exigen calidad, consistencia y 

razonabilidad en su ejercicio, mediante el conocimiento de la naturaleza de los sujetos vigilados, el marco 

regulatorio propio del respectivo sector y de sus procesos, la ciencia o disciplina académica aplicable a los mismos 

y los distintos escenarios en los que se desarrollan.  



Inoponibilidad en el acceso a la información. En virtud de este principio, los órganos de control fiscal podrán 

requerir, conocer y examinar, de manera gratuita, todos los datos e información sobre la gestión fiscal de entidades 

públicas o privadas, exclusivamente para el ejercicio de sus funciones sin que le sea oponible reserva alguna.  

Tecnificación: En virtud de este principio, las actividades de vigilancia y control fiscal se apoyarán en la gestión 

de la información, entendida como el uso eficiente de todas las capacidades tecnológicas disponibles, como 

inteligencia artificial, analítica y minería de datos, para la determinación anticipada o posterior de las causas de 

las malas prácticas de gestión fiscal y la focalización de las acciones de vigilancia y control fiscal, con observancia 

de la normatividad que regula el tratamiento de datos personales.  

m) Integralidad: En virtud de este principio, la vigilancia y control fiscal comprenderá todas las actividades del 

respectivo sujeto de control desde una perspectiva macro y micro, sin perjuicio de la selectividad, con el fin de 

evaluar de manera cabal y completa los planes, programas, proyectos, procesos y operaciones materia de examen 

y los beneficios económicos y/o sociales obtenidos, en relación con el gasto generado, los planes y sus metas 

cualitativas y cuantitativas, y su vinculación con políticas gubernamentales.  

n) Oportunidad. En virtud de este principio, las acciones de vigilancia y control fiscal, preventivas o posteriores se 

llevan a cabo en el momento y circunstancias debidas y pertinentes para cumplir su cometido, esto es, cuando 

contribuyan a la defensa y protección del patrimonio público, al fortalecimiento del control social sobre el uso de 

los recursos y a la generación de efectos disuasivos frente a las malas prácticas de gestión fiscal.  

o) Prevalencia. En virtud de este principio, las competencias de la Contraloría General de la República primarán 

respecto de las competencias de las contralorías territoriales, en los términos que se definen en el presente decreto 

ley y demás disposiciones que lo modifiquen o reglamenten. En aplicación de este principio, cuando la Contraloría 

General de la República inicie un ejercicio de control fiscal, la contraloría territorial debe abstenerse de actuar en el 

mismo caso; así mismo, si la contraloría territorial inició un ejercicio de control fiscal y la Contraloría General de la 

República decide intervenir de conformidad con los mecanismos establecidos en el presente decreto ley, desplazará 

en su competencia a la contraloría territorial, sin perjuicio de la colaboración que las contralorías territoriales deben 

prestar en estos eventos a la Contraloría General de la República.  

p) Selectividad: En virtud de este principio, el control fiscal se realizará en los procesos que denoten mayor riesgo 

de incurrir en actos contra la probidad administrativa o detrimento al patrimonio público. Así mismo, en virtud de 

este principio, el control fiscal podrá responder a la selección mediante un procedimiento técnico de una muestra 

representativa de recursos, cuentas, operaciones o actividades, que lleve a obtener conclusiones sobre el universo 

respectivo.  

q) Subsidiariedad. En virtud de este principio, el ejercicio de las competencias entre contralorías debe realizarse en 

el nivel más próximo al ciudadano, sin perjuicio de que, por causas relacionadas con la imposibilidad para ejercer 

eficiente u objetivamente, la Contraloría General de la República pueda intervenir en los asuntos propios de las 

contralorías territoriales en los términos previstos en el presente decreto ley.  

TÍTULO II 

COMPETENCIAS DE LA CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA Y LAS CONTRALORÍAS TERRITORIALES 

CAPÍTULO I 

Disposiciones generales para el ejercicio de competencias de las contralorías 

Artículo 4°. Ámbito de competencia de las contralorías territoriales. Las contralorías territoriales vigilan y controlan 

la gestión fiscal de los departamentos, distritos, municipios y demás entidades del orden territorial, así como a los 

demás sujetos de control dentro de su respectiva jurisdicción, en relación con los recursos endógenos y las 

contribuciones parafiscales según el orden al que pertenezcan, de acuerdo con los principios, sistemas y 

procedimientos establecidos en la Constitución y en la ley; en forma concurrente con la Contraloría General de la 

República de conformidad con lo dispuesto en el presente decreto ley y en las disposiciones que lo reglamenten, 

modifiquen o sustituyan.  



En todo caso, corresponde a la Contraloría General de la República, de manera prevalente, la vigilancia y control 

fiscal de los recursos de la Nación transferidos a cualquier título a entidades territoriales, así como las rentas cedidas 

a estas por la Nación, competencia que ejercerá de conformidad con lo dispuesto en normas especiales, en el 

presente decreto ley en lo que corresponda, bajo los principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad.  

Artículo 5°. Independencia técnica de las contralorías territoriales. Las actividades, acciones y objetos de control 

serán establecidos con independencia técnica por las contralorías territoriales, sin perjuicio de la colaboración 

técnica que puede existir entre ellas.  

Los contralores territoriales podrán prescribir los procedimientos técnicos de control, los métodos y la forma de 

rendir cuentas por parte de los responsables del manejo de fondos o bienes públicos e indicar los criterios de 

evaluación financiera, operativa y de resultados que deberán seguirse dentro de su área de competencia; sin 

perjuicio de la facultad de unificación y estandarización de la vigilancia y control fiscal que le corresponde al 

Contralor General de la República, la cual tiene carácter vinculante para las contralorías territoriales.  

Artículo 6°. Del ejercicio prevalente de la vigilancia y control fiscal. La prevalencia en la vigilancia y el control fiscal 

de los departamentos, distritos y municipios y demás entidades del orden territorial, así como a los demás sujetos 

de control de las contralorías territoriales, por parte de la Contraloría General de la República, se ejercerá conforme 

a los siguientes mecanismos:  

a) Vigilancia fiscal concurrente integral o selectiva, transitoria o permanente.  

b) Plan Nacional de Vigilancia y Control Fiscal.  

c) Sistema Nacional de Control Fiscal (Sinacof).  

d) Acciones conjuntas y coordinadas entre contralorías.  

e) Intervención funcional de oficio.  

f) Intervención funcional excepcional.  

g) Fuero de atracción.  

h) Los demás que determine el Contralor General de la República, bajo criterios de necesidad, pertinencia, 

razonabilidad, proporcionalidad y especialidad, sin que, en ningún caso, implique el vaciamiento de competencias 

de las contralorías territoriales.  

Parágrafo. El ejercicio de los mecanismos establecidos en el presente artículo podrá ejercerse en cualquier tiempo, 

desplazando las competencias de la contraloría territorial hacia la Contraloría General de la República cuando 

corresponda, sin que ello implique el vaciamiento de las competencias de aquella.  

CAPÍTULO II 

Vigilancia fiscal concurrente integral o selectiva, transitoria o permanente 

Artículo 7°. De la vigilancia fiscal concurrente. La Contraloría General de la República podrá ejercer vigilancia de la 

gestión fiscal a los sujetos u objetos de control de las contralorías territoriales, de manera permanente o transitoria, 

integral o selectiva en los términos que defina el Contralor General de la República.  

CAPÍTULO III 

Plan Nacional de Vigilancia y Control Fiscal de la Contraloría General de la República 

Artículo 8°. Plan Nacional de Vigilancia y Control Fiscal. La Contraloría General de la República definirá las 

actividades de control mediante la elaboración del Plan Nacional de Vigilancia y Control Fiscal, de acuerdo con los 

principios, lineamientos, sistemas y procedimientos establecidos en el presente decreto ley y con los 

procedimientos de unificación y estandarización dictados por el Contralor General de la República.  

El Plan Nacional de Vigilancia y Control Fiscal podrá contar con los siguientes componentes: i) el plan de actividades 

de control de corto plazo; ii) el plan de actividades de control de mediano plazo; iii) el plan indicativo de objetivos y 



resultados de corto, mediano y largo plazo; iv) sujetos u objetos de control fiscal, incluidos aquellos sobre los cuales 

se ejercerá la competencia prevalente y v) los demás que determine el Contralor General de la República.  

Parágrafo. Cuando en el Plan Nacional de Vigilancia y Control Fiscal de la Contraloría General de la República se 

incluyan sujetos u objetos de control fiscal de competencia de las contralorías territoriales, estas serán desplazadas 

en su competencia por la Contraloría General de la República.  

Artículo 9°. Efectos del Plan Nacional de Vigilancia y Control Fiscal. El Plan Nacional de Vigilancia y Control Fiscal 

de la Contraloría General de la República y sus modificaciones o adiciones tiene carácter vinculante.  

En caso de incluirse en el Plan Nacional de Vigilancia y Control Fiscal de la Contraloría General de la República un 

sujeto de control de competencia de las contralorías territoriales, a las actividades de control que se encuentren en 

curso se les aplicarán los mismos efectos de la intervención funcional oficiosa o excepcional.  

Artículo 10. Criterios para la elaboración del plan. El Plan Nacional de Vigilancia y Control Fiscal se definirá, entre 

otros, con base en los siguientes criterios:  

a) Las competencias definidas en la Constitución y la ley para la Contraloría General de la República y las contralorías 

territoriales.  

b) Impacto económico, social o ambiental del objeto o sujeto de control.  

c) La especialización técnica en el objeto o sujeto de control.  

d) Acceso y disponibilidad de información previa.  

e) Eficiencia y eficacia en ejercicios de control fiscal anteriores sobre el mismo asunto, o ausencia prolongada de los 

mismos.  

Artículo 11. Cambio de naturaleza de los sujetos de control fiscal. La creación, fusión, escisión, liquidación o 

cualquier otro cambio en la naturaleza jurídica o en la participación accionaria estatal de un sujeto de control de la 

Contraloría General de la República que modifique su régimen jurídico, deberá ser informado dentro de los treinta 

(30) días siguientes a la novedad, por el representante legal de la entidad o, ante la carencia de personería jurídica, 

por el representante legal de la entidad que los administre. Para tal efecto, la Contraloría General de la República 

habilitará en su sitio de internet un formulario que permita realizar el registro, cargue de los documentos soporte 

y posterior sectorización de control, previa autenticación para el acceso.  

CAPÍTULO IV 

Sistema Nacional de Control Fiscal (Sinacof) 

Artículo 12. Definición. El Sistema Nacional de Control Fiscal (Sinacof) es el conjunto de políticas, principios, normas, 

métodos, procedimientos, herramientas tecnológicas, instancias y mecanismos, estructurados lógicamente, que 

permiten a los órganos de control fiscal del orden nacional y territorial la planeación, armonización, unificación y 

estandarización del ejercicio de la vigilancia y control fiscal, y la evaluación y análisis sobre su gestión y resultados.  

Artículo 13. Dirección del Sinacof. El Sinacof estará dirigido por el Contralor General de la República, con el apoyo 

de la Auditoría General de la República.  

Artículo 14. Objetivo general del Sinacof. El objetivo general del Sinacof es servir como instancia de gestión 

sistémica del control fiscal a nivel nacional, que incremente el desempeño y los resultados de los órganos de control 

fiscal que lo integran, a través de la armonización de los sistemas de control fiscal, la unificación y estandarización 

de la vigilancia y control de la gestión fiscal, permitiendo la medición y optimización de los recursos de sus entidades 

integrantes, la obtención de resultados con valor público, y el cumplimiento de las finalidades del control fiscal, 

promoviendo el control social y la articulación con el control interno.  

Artículo 15. Consejo Nacional del Sinacof. Créase el Consejo Nacional del Sinacof para su coordinación y operación, 

integrado por:  

a) El Contralor General de la República o su delegado, quien lo preside.  



b) El Auditor General de la República o su delegado.  

c) Los contralores Distritales, Departamentales y Municipales, o sus delegados.  

El Contralor General de la República definirá las reglas generales de funcionamiento del Consejo Nacional del 

Sinacof.  

Parágrafo 1°. La Contraloría General de la República contará con un Grupo o Unidad de Apoyo Técnico al Sinacof 

adscrito al Despacho del Contralor General de la República.  

Así mismo, la Contraloría General de la República implementará el Observatorio de Control Fiscal Ambiental (OCFA), 

para la gestión de conocimiento en torno a las políticas públicas ambientales y de desarrollo sostenible, que sirva 

como herramienta para el análisis de las políticas públicas ambientales en el país, e instrumento de apoyo para el 

desarrollo de las funciones propias del Consejo Nacional de Sinacof.  

Parágrafo 2°. La financiación de las actividades del Sinacof correrá por cuenta de las entidades que lo integran a 

través de las apropiaciones presupuéstales correspondientes y de los mecanismos de cooperación o colaboración 

que se determinen en el marco del sistema.  

Parágrafo 3°. El Consejo Nacional del Sinacof podrá invitar a sus sesiones a servidores públicos o particulares 

expertos en materias específicas de control fiscal, quienes participarán con voz, pero sin voto.  

Artículo 16. Funciones generales del Consejo Nacional del Sinacof. El Consejo Nacional del Sinacof tendrá las 

siguientes funciones generales:  

1. Servir de instancia consultiva del Contralor General de la República, cuando lo requiera, para dictar las normas 

generales de armonización de los sistemas de control fiscal del país, para la dirección del Sinacof y la unificación y 

estandarización de la vigilancia y control de la gestión fiscal.  

2. Servir de instancia consultiva del Auditor General de la República en las materias de sus competencias.  

3. Proponer la actualización de la normativa en materia de vigilancia y control fiscal y el desarrollo de instrumentos, 

metodologías, técnicas y prácticas que permitan cumplir la finalidad del control fiscal y promover su transferencia, 

asimilación y uso.  

4. Proponer metodologías unificadas y estandarizadas en el marco de las Normas Internacionales de Auditoría y las 

Normas Internacionales para Entidades Fiscalizadoras Superiores (ISSAI) y las buenas prácticas de gestión pública.  

5. Proponer lineamientos para la unificación y articulación de los criterios y sistemas de rendición de cuenta.  

6. Proponer lineamientos para mejorar la calidad y cobertura de la vigilancia y control fiscal.  

7. Identificar y promover programas y actividades de formación, capacitación, actualización y entrenamiento del 

personal que ejerce el control fiscal, en el marco de una estrategia de asistencia técnica, desarrollo profesional, de 

competencias y habilidades en coordinación con el Centro de Estudios Fiscales de la Contraloría General de la 

República y las instancias competentes de la Auditoría General de la República.  

8. Promover la adaptación de los órganos de control fiscal a las exigencias del entorno, que su labor se apoye en 

tecnología e innovar en canales de interacción con la ciudadanía y demás actores interesados.  

9. Promover la unificación y estandarización en el desarrollo del control social a lo público, en su interacción con el 

control fiscal; así como definir estrategias de comunicación que fortalezcan el control social y faciliten su ejercicio.  

10. Promover la coordinación y las sinergias necesarias con las oficinas de control interno de las entidades públicas, 

para un efectivo control multinivel de la gestión pública.  

11. Gestionar y canalizar recursos financieros, tecnológicos y humanos, con el fin de fortalecer la capacidad del 

Sinacof.  

12. Proponer al Contralor General de la República las reglas generales de funcionamiento del Consejo Nacional del 

Sinacof.  



13. Las demás que se definan en el seno del Consejo Nacional del Sinacof por los órganos que lo conforman.  

Parágrafo. La Dirección de Información, Análisis y Reacción Inmediata (DIARI) de la Contraloría General de la 

República encargada, entre otras funciones, de identificar el ciclo integral de los bienes, fondos o recursos públicos, 

del orden nacional y territorial, desde su fuente hasta su ejecución, prestará apoyo al Consejo Nacional del Sinacof, 

a través de la identificación de gastos indebidos, buenas o malas prácticas, riesgos, patrones o tendencias 

relacionadas con la gestión fiscal, que sirvan como insumo para los ejercicios de vigilancia y control fiscal que se 

adelanten por parte de los diferentes organismos de control fiscal.  

CAPÍTULO V 

Acciones conjuntas entre contralorías 

Artículo 17. Acciones conjuntas. Las contralorías podrán adelantar acciones conjuntas y coordinadas de vigilancia y 

control fiscal cuando el sujeto, objeto o actividad de control lo amerite, con el fin de potenciar la vigilancia y control 

fiscal a practicar. El Contralor General de la República definirá los criterios, procedimientos y metodologías 

aplicables.  

Parágrafo. La Contraloría General de la República podrá solicitar en cualquier momento el apoyo de cualquier 

contraloría territorial para la realización de actividades de vigilancia y control fiscal sobre objetos de interés mutuo. 

Para ello coordinará la disponibilidad de recursos humanos, operativos y técnicos con la contraloría territorial 

correspondiente.  

CAPÍTULO VI 

Intervención funcional de oficio 

Artículo 18. Intervención funcional oficiosa. La Contraloría General de la República podrá intervenir en cualquier 

tiempo en los ejercicios de vigilancia y control fiscal a cargo de las contralorías territoriales de manera oficiosa, 

desplazándolas en sus competencias y asumiendo directamente el conocimiento de los asuntos objeto de 

intervención, en virtud de la prevalencia que ostenta sobre aquellas, con sujeción a las reglas de lo dispuesto en los 

siguientes artículos.  

Artículo 19. Criterios para la intervención funcional oficiosa. La Contraloría General de la República podrá ejercer 

la intervención funcional oficiosa en asuntos concretos a cargo de las contralorías territoriales, con el objeto de 

garantizar la observancia de los principios de la vigilancia y control fiscal, y su debido ejercicio, con base en alguno 

de los siguientes criterios:  

a) Objetos de control que, por su trascendencia o impacto social, ambiental, económico o político en el ámbito 

nacional, regional o local, ameriten el conocimiento de la Contraloría General de la República.  

b) Falta de capacidad técnica, operativa o logística de la contraloría territorial para la vigilancia y control fiscal de 

los asuntos a intervenir. Esta se presumirá por la carencia de personal especializado, de tecnologías o equipos 

técnicos para realizar acciones de control fiscal de alta complejidad, o por bajo nivel de avance en los ejercicios o 

investigaciones correspondientes.  

c) Por decisión del Contralor General de la República que consulte criterios técnicos de pertinencia, eficiencia, 

necesidad, razonabilidad, proporcionalidad y oportunidad.  

Parágrafo. Para decidir sobre el ejercicio de la intervención funcional oficiosa, el Contralor General de la República 

podrá ordenar la práctica de visitas fiscales a la contraloría territorial respectiva para examinar el asunto en cuestión 

y requerir la información que sea pertinente y el acceso a los sistemas de información de la respectiva contraloría. 

También podrá solicitar los conceptos que considere necesarios a las dependencias de la Contraloría General de la 

República. Con los resultados de las visitas y los conceptos emitidos se conformará un expediente preliminar de la 

intervención funcional oficiosa.  

Artículo 20. Reglas para la intervención funcional oficiosa. La intervención funcional oficiosa se regirá por las 

siguientes reglas de actuación:  



a) Deberá ser ordenada por el Contralor General de la República mediante acto administrativo motivado, contra el 

cual no procede recurso alguno.  

b) Es particular, es decir, versa sobre ejercicios de vigilancia y control fiscal concretos y previamente identificados o 

definidos.  

c) Es integral, es decir, respecto de todos los ejercicios de vigilancia y control iniciados sobre el mismo objeto de 

control fiscal, incluyendo auditorías, actuaciones especiales de fiscalización, indagaciones preliminares y procesos 

de responsabilidad fiscal.  

d) No afecta el ámbito funcional de la contraloría territorial respecto del sujeto de control.  

e) No procede respecto de procesos de responsabilidad fiscal con fallo ejecutoriado.  

f) La intervención se extenderá hasta la culminación de la actuación correspondiente incluyendo la decisión de 

fondo sobre la responsabilidad fiscal y el cobro coactivo correspondiente.  

g) Si en el curso de la intervención funcional desaparecen los fundamentos de hecho o de derecho que le dieron 

origen, mediante acto motivado el Contralor General de la República retornará el conocimiento del asunto a la 

contraloría territorial correspondiente.  

Parágrafo. El Contralor General de la República designará el funcionario o dependencia que adelantará las 

actividades derivadas de la intervención funcional de oficio, conforme a la estructura orgánica y funcional de la 

Contraloría General de la República. El seguimiento de los planes de mejoramiento derivados de la intervención 

funcional oficiosa se realizará por la Contraloría General de la República, sin perjuicio de que la contraloría territorial 

también realice el seguimiento respectivo.  

Artículo 21. Efectos de la intervención funcional oficiosa. La comunicación del acto administrativo que ordena la 

intervención funcional oficiosa producirá los siguientes efectos:  

a) Suspensión de las acciones de vigilancia y control fiscal, incluidas las indagaciones preliminares y los procesos de 

responsabilidad fiscal, adelantadas por la contraloría territorial en el estado en que se encuentren y el envío de las 

diligencias respectivas a la Contraloría General de la República, dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a la 

comunicación. Si se trata de indagaciones preliminares o de procesos de responsabilidad fiscal en curso, el 

funcionario de conocimiento proveerá auto de suspensión de términos.  

b) Transferencia de la titularidad funcional a la Contraloría General de la República de las acciones de vigilancia y 

control fiscal, incluidas las indagaciones preliminares, los procesos de responsabilidad fiscal, las medidas cautelares 

decretadas, el ejercicio de la facultad sancionatoria fiscal y del cobro coactivo.  

c) La Contraloría General de la República tendrá la facultad de revisar y modificar los resultados de los ejercicios de 

vigilancia y control fiscal, verificando su conformidad con las normas técnicas aplicables y el cumplimiento de los 

principios y lineamientos que orientan la vigilancia y el control fiscal.  

d) Las indagaciones preliminares y los procesos de responsabilidad fiscal continuarán en la etapa procesal en que 

se encuentren, siendo válidas las actuaciones adelantadas y las pruebas debidamente practicadas, sin perjuicio de 

las facultades legales y procesales del nuevo operador fiscal. La actuación se reanudará mediante auto de trámite 

que se notificará por estado al día siguiente de su expedición y contra el cual no procede recurso alguno.  

e) No se verán alterados los términos de caducidad o prescripción.  

Parágrafo. El retorno de la competencia a las contralorías territoriales tendrá los efectos procesales señalados en 

los literales a), b), d) y e) del presente artículo.  

CAPÍTULO VII 

Intervención funcional excepcional 

Artículo 22. Intervención funcional excepcional. La Contraloría General de la República podrá intervenir en 

cualquier tiempo en los ejercicios de vigilancia y control fiscal a cargo de las contralorías territoriales, 



desplazándolas en sus competencias y asumiendo directamente el conocimiento de los asuntos objeto de 

intervención, a solicitud de los siguientes sujetos calificados:  

a) El gobernador o el alcalde distrital o municipal respectivo.  

b) La asamblea departamental o el concejo distrital o municipales respectivos, con aprobación de la mayoría 

absoluta de sus miembros.  

c) Una comisión permanente del Congreso de la República.  

d) Las veedurías ciudadanas constituidas conforme a la ley.  

e) El contralor territorial del órgano de control fiscal competente para conocer el asunto.  

f) El Auditor General de la República.  

g) El Secretario de Transparencia de la Presidencia de la República, o quien haga sus veces.  

h) El Procurador General de la Nación.  

i) El Fiscal General de la Nación.  

j) El Defensor del Pueblo.  

k) A solicitud de la ciudadanía, a través de los mecanismos de participación que establece la ley.  

Parágrafo. Cuando a través de las Comisiones Constitucionales Permanentes del Congreso se solicite la intervención 

funcional excepcional a la Contraloría General de la República, quien así lo solicite deberá presentar un informe 

previo y detallado en el cual sustente las razones que fundamentan la solicitud, la cual deberá ser aprobada por la 

mayoría absoluta de la Comisión Constitucional a la cual pertenece el congresista. Si la solicitud fuere negada por 

la Comisión Constitucional no podrá volver a presentarse hasta pasado un año de la misma.  

El informe previo y detallado que debe presentar el congresista a la Comisión Constitucional Permanente del 

Congreso de la República deberá contener la información prevista en los literales b), c) y d) del artículo 23 del 

presente decreto ley.  

Artículo 23. Requisitos de la solicitud. La solicitud de intervención funcional excepcional deberá constar por escrito 

y cumplir los siguientes requisitos:  

a) Ser presentada por las personas o autoridades facultadas para ello, mencionando el nombre, documento de 

identidad y la dirección de nomenclatura urbana o electrónica donde recibirá notificaciones.  

b) Identificar con precisión el objeto de control, la vigencia fiscal correspondiente, y el proceso de responsabilidad 

fiscal en curso en la contraloría territorial cuando sea procedente.  

c) Expresar una o varias de las razones o circunstancias objetivas que se señalan a continuación: i) duda de la 

imparcialidad u objetividad de la contraloría territorial, ii) considerar que existe mora injustificada, iii) falta de 

eficiencia o efectividad en las acciones de vigilancia y control fiscal por parte de la contraloría territorial, iv) 

presiones o injerencias que puedan afectar sus acciones de vigilancia y control, v) incumplimiento manifiesto a los 

reglamentos de armonización, unificación y estandarización de la vigilancia y control fiscal, dictados por la 

Contraloría General de la República, o vi) posibles actos de corrupción.  

d) La relación de los documentos que se allegan para iniciar el trámite y las pruebas que tenga en su poder o la 

indicación de las mismas y de las dependencias en las que reposan cuando sea de su conocimiento, que permitan 

sustentar los requisitos anteriormente mencionados.  

e) Anexar documentos de constitución y/o representación en los casos en que proceda.  

f) Anexar certificación expedida por el secretario de la respectiva comisión constitucional permanente del Congreso 

en la que se indique que la proposición respectiva fue aprobada por la mayoría absoluta de sus integrantes y que la 

misma no ha sido negada por la Comisión dentro del año anterior a su presentación, cuando la solicitud provenga 

del Congreso.  



g) Anexar la certificación en donde conste que la solicitud fue aprobada por mayoría absoluta de los miembros de 

la asamblea departamental o el concejo distrital o municipal respectiva, cuando la solicitud provenga de dichos 

órganos colegiados.  

h) Anexar certificado de inscripción ante autoridad competente, copia de los estatutos o reglamento de 

funcionamiento, certificada por el secretario de la Veeduría y manifestación expresa de que los veedores no están 

incursos en las causales de impedimento previstas en el artículo 19 de la Ley 850 de 2003, cuando las solicitudes de 

intervención funcional excepcional provengan de las veedurías ciudadanas.  

Artículo 24. Verificación previa para la intervención funcional excepcional. El Contralor General de la República, 

una vez recibida la solicitud de intervención funcional excepcional, podrá ordenar la práctica de visita fiscal a la 

contraloría territorial respectiva, requerir la información que sea pertinente y el acceso a los sistemas de 

información de la respectiva contraloría, así como solicitar los conceptos que considere necesarios a las 

dependencias de la Contraloría General de la República, para efectos de verificar:  

a) La existencia de indicios de falta de imparcialidad u objetividad del órgano de control fiscal territorial.  

b) La existencia de indicios de mora injustificada en el cumplimiento de sus funciones, o falta de eficiencia o 

efectividad en las acciones de vigilancia y control fiscal por parte de la contraloría territorial.  

c) La existencia de indicios sobre presiones o injerencias que puedan afectar las acciones de vigilancia y control fiscal 

de la contraloría territorial.  

d) La abierta inobservancia por parte de la contraloría territorial de los reglamentos de armonización, unificación y 

estandarización de la vigilancia y control fiscal dictados por la Contraloría General de la República, o  

e) La falta de eficiencia o efectividad en las acciones de vigilancia y control fiscal por parte de la contraloría 

territorial.  

f) La identificación de hallazgos que involucren posibles actos de corrupción.  

Artículo 25. Trámite y términos para decidir la solicitud de intervención. El trámite de la solicitud de intervención 

funcional excepcional se regirá por las reglas establecidas en este decreto ley y en lo no previsto por las normas que 

establece el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo para el trámite de los 

derechos de petición en interés particular ante autoridades públicas. El Contralor General de la República deberá 

decidir sobre la procedencia de la solicitud dentro del mes siguiente a la radicación de la misma.  

Artículo 26. Decisión de la solicitud de intervención funcional excepcional. El Contralor General de la República, 

mediante acto administrativo discrecional, aprobará o negará la solicitud de intervención funcional excepcional, 

bajo criterios de capacidad técnica y operativa, necesidad, proporcionalidad, razonabilidad y conveniencia, 

informando lo correspondiente al solicitante. Contra esta decisión no procede recurso alguno.  

En caso de aprobar la intervención funcional excepcional, el acto administrativo correspondiente deberá contener 

como mínimo lo siguiente:  

a) Delimitación del objeto de control.  

b) Asignación de competencia a la dependencia de la Contraloría General de la República que adelantará la acción 

de vigilancia y control fiscal, indagación preliminar o proceso de responsabilidad fiscal, teniendo en cuenta su 

especialización sectorial, competencia territorial, de conformidad con la distribución de competencias internas.  

c) Comunicación de la decisión a la respectiva contraloría territorial para que se abstenga de adelantar o continuar 

el ejercicio de control fiscal a partir de la fecha de comunicación, y cumplimiento de los demás efectos derivados 

de la aprobación.  

d) Las medidas de coordinación sectorial o intersectorial que sean necesarias para el adelantamiento del trámite, 

su seguimiento e informes periódicos y la producción del informe final.  

Artículo 27. Reglas para la intervención funcional excepcional. La intervención funcional excepcional se regirá por 

las siguientes reglas:  



a) Deberá ser ordenada por el Contralor General de la República mediante acto administrativo motivado, contra el 

cual no procede recurso alguno.  

b) Es particular, es decir, versa sobre ejercicios de vigilancia y control fiscal concretos y previamente identificados o 

definidos.  

c) Es integral, es decir, respecto de todos los ejercicios de vigilancia y control iniciados sobre el mismo objeto de 

control fiscal, incluyendo auditorías, actuaciones especiales de fiscalización, indagaciones preliminares y procesos 

de responsabilidad fiscal.  

d) No afecta el ámbito funcional de la contraloría territorial respecto del sujeto de control.  

e) No procede respecto de procesos de responsabilidad fiscal con fallo ejecutoriado.  

f) La intervención se extenderá hasta la culminación de la actuación correspondiente, incluyendo la decisión de 

fondo sobre la responsabilidad fiscal y el cobro coactivo correspondiente.  

g) Si en el curso de la intervención funcional excepcional desaparecen los fundamentos de hecho o de derecho que 

le dieron origen, mediante acto motivado el Contralor General de la República retornará el conocimiento del asunto 

a la contraloría territorial correspondiente.  

Parágrafo. El seguimiento de los planes de mejoramiento derivados de la intervención funcional excepcional se 

realizará por la Contraloría General de la República, sin perjuicio de que la contraloría territorial también realice el 

seguimiento respectivo.  

Artículo 28. Efectos de la intervención funcional excepcional. La comunicación del acto administrativo que ordena 

la intervención funcional excepcional producirá los siguientes efectos:  

a) Suspensión de las acciones de vigilancia y control fiscal, incluidas las indagaciones preliminares y los procesos de 

responsabilidad fiscal, adelantadas por la contraloría territorial en el estado en que se encuentren y el envío de las 

diligencias respectivas a la Contraloría General de la República, dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a la 

comunicación. Si se trata de indagaciones preliminares o procesos de responsabilidad fiscal en curso, el funcionario 

de conocimiento proveerá auto de suspensión de términos.  

b) Transferencia de la titularidad funcional a la Contraloría General de la República de las acciones de vigilancia y 

control fiscal, incluidas las indagaciones preliminares, los procesos de responsabilidad fiscal, las medidas cautelares 

decretadas, el ejercicio de la facultad sancionatoria fiscal y del cobro coactivo.  

c) La Contraloría General de la República tendrá la facultad de revisar y modificar los resultados de los ejercicios de 

vigilancia y control fiscal, verificando su conformidad con las normas técnicas aplicables y el cumplimiento de los 

principios y lineamientos que orientan la vigilancia y el control fiscal.  

d) Las indagaciones preliminares y los procesos de responsabilidad fiscal continuarán en la etapa procesal en que 

se encuentren, siendo válidas las actuaciones adelantadas y las pruebas debidamente practicadas, sin perjuicio de 

las facultades legales y procesales del nuevo operador fiscal. La actuación se reanudará mediante auto de trámite 

que se notificará por estado al día siguiente de su expedición y contra el cual no procede recurso alguno.  

e) No se verán alterados los términos de caducidad o prescripción.  

Parágrafo. El retorno de la competencia a las contralorías territoriales tendrá los efectos dispuestos en los literales 

a), b), d) y e) del presente artículo.  

CAPÍTULO VIII 

Fuero de atracción 

Artículo 29. Fuero de atracción por cofinanciación. Cuando en el objeto de control fiscal confluyan fuentes de 

financiación sujetas a la vigilancia y control fiscal por parte de diferentes contralorías, se seguirán las siguientes 

reglas de competencia:  



a) Cuando en el objeto de control fiscal confluyan fuentes de financiación sujetas a la vigilancia y control fiscal por 

parte de contralorías territoriales y la Contraloría General de la República, esta última ejercerá de manera 

prevalente la competencia en caso de que los recursos del orden nacional sean superiores al 50% de la financiación 

total, en caso de que los porcentajes de participación en la financiación sean iguales, la competencia se ejercerá a 

prevención por orden de llegada o de inicio del respectivo ejercicio de vigilancia y control fiscal.  

b) Cuando en el objeto de control fiscal confluyan fuentes de financiación sujetas a la vigilancia y control fiscal por 

parte de diferentes contralorías territoriales, tendrá competencia prevalente aquella de la jurisdicción que tenga 

mayor participación en la financiación total, en caso de que los porcentajes de participación en la financiación sean 

iguales, la competencia se ejercerá a prevención por orden de llegada o de inicio del respectivo ejercicio de vigilancia 

y control fiscal.  

Parágrafo. Lo dispuesto en el presente artículo aplicará sin perjuicio de las demás actuaciones prevalentes que se 

ejerzan por parte de la Contraloría General de la República.  

TÍTULO III 

CERTIFICACIÓN ANUAL DE GESTIÓN DE LAS CONTRALORÍAS TERRITORIALES 

Artículo 30. Certificación anual de las contralorías. La Auditoría General de la República, en ejercicio de sus 

atribuciones constitucionales y legales de vigilancia y control fiscal, realizará la certificación anual de todas y cada 

una de las contralorías territoriales, a partir de la evaluación de indicadores de gestión que permitan medir y calificar 

las capacidades de estas para el cumplimiento objetivo y eficiente de sus funciones.  

Corresponde al Auditor General de la República fijar los indicadores que serán objeto de medición y calificación, 

atendiendo a variables de orden cualitativo y cuantitativo de la gestión y a los resultados de todas las contralorías 

territoriales del país. Para ello podrá establecer criterios diferenciados con miras a tener en cuenta las 

particularidades y ámbito de actuación de cada contraloría territorial.  

Una vez expedida la certificación anual, esta deberá ser remitida al Contralor General de la República dentro de los 

cinco (5) días siguientes para lo de sus competencias constitucionales y legales.  

Parágrafo 1°. La certificación debe expedirse dentro del primer trimestre siguiente a la finalización del plan general 

de auditorías respectivo. Se practicarán evaluaciones parciales trimestrales, que servirán como insumo para que las 

contralorías territoriales adopten medidas tendientes a superar las falencias evidenciadas.  

Parágrafo 2°. La primera certificación anual se expedirá en el primer trimestre del año 2021.  

Artículo 31. Acceso a la información por parte de la Auditoría General de la República. La Auditoría General de la 

República podrá acceder sin restricción a la información de las contralorías y por su intermedio a la de sus sujetos 

vigilados, en las condiciones establecidas en el artículo 27 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo y en virtud de lo establecido en los artículos 3° y 21 del Decreto Ley 272 de 2000 y los 

principios constitucionales de colaboración armónica y coordinación.  

La Auditoría General de la República podrá obtener la información sobre los procesos auditores, los procesos de 

responsabilidad fiscal, sancionatorios administrativos fiscales y de cobro coactivo, adelantados por todas las 

contralorías territoriales, sin excepción u oponibilidad, para medir los resultados de su gestión o cuando se presuma 

que en la misma pudo haber ocurrido daño patrimonial.  

TÍTULO IV 

INTERVENCIÓN ADMINISTRATIVA 

CAPÍTULO I 

Generalidades de la intervención administrativa 

Artículo 32. Definición y alcance. La intervención administrativa es la potestad constitucional del Contralor General 

de la República, en virtud del principio de subsidiariedad, para asumir temporal y parcialmente las competencias 

atribuidas a las Contralorías Territoriales, en materia administrativa y misional, en los casos y bajo las condiciones 



previstas en el presente decreto ley, con el fin de garantizar la objetividad y/o la eficiencia en el ejercicio de las 

funciones de vigilancia y control fiscal a nivel territorial.  

En ejercicio de esta potestad, el Agente Interventor designado por el Contralor General de la República asumirá la 

dirección de las atribuciones de la Contraloría Territorial objeto de intervención, en lo relacionado directa o 

indirectamente con los hechos que configuraron la causal de intervención y con el objetivo de superar las causas 

que le dieron origen.  

Todos los demás asuntos y funciones de la contraloría territorial intervenida que no sean objeto de intervención 

continuarán bajo la dirección del respectivo Contralor Territorial.  

Parágrafo. La facultad de decidir sobre la intervención administrativa es exclusiva del Contralor General de la 

República y es de carácter indelegable.  

Artículo 33. Finalidad. La intervención administrativa tiene por objeto que la contraloría territorial intervenida 

alcance condiciones que permitan el desarrollo adecuado del ejercicio de sus competencias de la vigilancia y el 

control fiscal, y las administrativas; o, en su defecto, recomendar lo que considere pertinente a los órganos 

competentes.  

Artículo 34. Causales de intervención administrativa. Corresponde al Contralor General de la República ordenar la 

intervención administrativa sobre una contraloría territorial, cuando del análisis de la certificación anual de la 

Auditoría General de la República se concluya la configuración de alguna de las siguientes causales:  

a) Bajo rendimiento de la gestión y/o de los resultados en los procesos misionales y/o administrativos.  

b) Insuficiencia de capacidad operativa o de capacidad instalada para cumplir sus funciones eficientemente.  

c) Inobservancia de las directrices de unificación y estandarización de procedimientos de vigilancia y control, 

dictadas por el Contralor General de la República.  

d) Incumplimiento de los planes de mejoramiento que hayan sido formulados como resultado de las acciones de 

control realizadas por la Auditoría General de la República.  

e) Identificación de hallazgos que involucren posibles actos de corrupción.  

CAPÍTULO II 

Trámite de la intervención administrativa. 

Artículo 35. Actuaciones previas de verificación. Una vez recibida la Certificación expedida por la Auditoría General 

de la República, la Contraloría General de la República podrá iniciar las actuaciones que estime conducentes con 

miras a verificar la configuración de alguna de las causales y la necesidad y pertinencia de la intervención 

administrativa, incluyendo visitas fiscales, comisiones verificadoras, requerimientos, recaudo, análisis y acceso 

irrestricto a la información pertinente sin que le sea oponible la reserva de los procesos o de cualquier otra 

información.  

Para el efecto, el Contralor General de la República comisionará un equipo de servidores de la entidad, el cual 

deberá rendir un informe dentro del mes siguiente a su designación. El informe describirá las evidencias, análisis y 

condiciones encontradas, así como su recomendación sobre la intervención administrativa, el cual no será 

vinculante.  

Artículo 36. Actuación Administrativa de intervención. Con base en la Certificación Anual de la Auditoría General 

de la República, en el informe de las actuaciones previas y demás información disponible, bajo criterios de 

necesidad, proporcionalidad y razonabilidad, el Contralor General de la República decidirá sobre la intervención 

administrativa.  

En caso de determinar que se cumplen los requisitos y de decidir intervenir administrativamente una contraloría 

territorial, el Contralor General de la República expedirá un acto administrativo debidamente motivado en el cual 

se ordene la intervención administrativa y en el mismo designará el agente interventor, fijará el tiempo de la 

intervención y señalará los asuntos administrativos y/o misionales que serán objeto de la medida.  



Contra el acto administrativo por medio del cual se ordena la intervención administrativa no procede recurso alguno 

y deberá ser comunicado al respectivo Contralor Territorial, al Auditor General de la República y a la Asamblea 

Departamental o Concejo municipal o distrital correspondiente, dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a su 

expedición.  

En caso de determinar que no se cumplen los requisitos y de decidir no intervenir administrativamente una 

contraloría territorial, el Contralor General de la República expedirá un acto administrativo motivado que no será 

susceptible de recurso, el cual deberá comunicarse a la Auditoría General de la República, a la contraloría territorial, 

a la Asamblea Departamental o Concejo municipal o distrital correspondiente, dentro de los cinco (5) días hábiles 

siguientes a su expedición. Lo anterior, sin perjuicio de que puedan efectuarse las recomendaciones que se 

consideren pertinentes para superar las falencias detectadas.  

Artículo 37. Temporalidad de la intervención. La intervención administrativa será ordenada hasta por el término 

de un (1) año, prorrogable por igual periodo, mediante acto administrativo motivado.  

No obstante, el Contralor General de la República podrá decidir sobre la terminación de la intervención 

administrativa en cualquier tiempo, comunicando lo pertinente al Auditor General de la República, al contralor 

territorial respectivo y a la Asamblea Departamental o Concejo municipal o distrital correspondiente.  

Artículo 38. Agente interventor. Es el servidor público de la Contraloría General de la República del nivel directivo, 

asesor o ejecutivo, designado en comisión de servicios como agente interventor por el Contralor General de la 

República para dirigir y coordinar la intervención administrativa a una contraloría territorial.  

A partir de la comunicación de la designación, el servidor público designado como agente interventor se separará 

temporalmente de las funciones ordinarias de su empleo y ejercerá exclusivamente aquellas relacionadas con la 

intervención administrativa correspondiente, continuará devengando el salario y prestaciones correspondientes a 

su empleo y estará sujeto a las situaciones administrativas propias del mismo.  

Parágrafo. El Contralor General de la República podrá reubicar o comisionar servidores públicos de la Contraloría 

General de la República, o de ser necesario contratar particulares, para que conformen una Comisión de 

Intervención a disposición del Agente Interventor, para apoyar las labores que se realicen y las decisiones que se 

adopten en los asuntos que configuran el objeto de la intervención.  

Artículo 39. Plan de acción de la intervención. Dentro del mes siguiente a su designación, el Agente Interventor 

presentará un plan de acción que permita superar las causales que dieron lugar a la intervención, para aprobación 

o modificación del Contralor General de la República. Cualquier modificación del plan de acción en el curso de la 

intervención administrativa deberá ser autorizada por el Contralor General de la República.  

Artículo 40. Facultades del agente interventor. El agente interventor desplazará en sus competencias al contralor 

territorial en relación con las funciones administrativas y misionales establecidas en el plan de acción, dentro de las 

cuales podrán incluirse, entre otras, las siguientes:  

a) Dirigir, ejecutar y evaluar el proceso de ordenación del gasto en materia de contratación en asuntos claramente 

identificados en el plan de acción aprobado.  

b) Ejercer la representación legal en asuntos claramente identificados en el plan de acción aprobado.  

c) Presentar proyectos de acuerdo u ordenanza sobre estructura orgánica de la contraloría.  

d) Distribuir, reubicar o trasladar cargos o servidores entre las diferentes dependencias.  

e) Ejercer la facultad nominadora.  

f) Modificar el manual de procedimientos de auditoría con el fin de armonizarlo con los parámetros establecidos 

por la Contraloría General de la República.  

g) Revisar y aprobar los informes que por ley debe presentar la contraloría territorial.  

h) Revisar y aprobar la información que se reporte a la Auditoría General de la República.  



i) Ejercer control sobre los resultados de los procesos de responsabilidad fiscal, pudiendo reasignarlos o asumir su 

conocimiento directamente, conforme a las competencias del contralor territorial.  

j) Ejercer control sobre los procesos de cobro coactivo y tomar las medidas que considere pertinentes para el debido 

recaudo de las sumas correspondientes.  

k) Promover ante las autoridades competentes, las investigaciones penales o disciplinarias contra quienes hayan 

causado perjuicio a los intereses patrimoniales, departamentales y municipales.  

l) Asumir directamente el ejercicio del control micro y macro.  

m) Expedir reglamentaciones internas.  

n) Las demás que se establezcan en el plan de acción correspondiente.  

Parágrafo 1°. En los casos de actuaciones administrativas, de control fiscal micro y macro, y procesos de 

responsabilidad fiscal, comprendidos dentro de las materias intervenidas, se suspenderán los términos desde la 

firmeza del acto que ordena la intervención administrativa hasta la fecha en la que el Contralor General apruebe el 

plan de acción propuesto por el Agente Interventor.  

Las órdenes del Agente Interventor tendrán carácter vinculante para el Contralor Territorial y los servidores de la 

respectiva contraloría, quienes deberán prestar de manera eficiente y oportuna todo el apoyo necesario para la 

ejecución de las actividades previas a la intervención y las que se desarrollen en su ejecución.  

La contraloría territorial intervenida no quedará exenta de cumplir con todas sus obligaciones constitucionales y 

legales, incluyendo la atención de las auditorías, el reporte de información y la rendición de cuentas a la Auditoría 

General de la República.  

Parágrafo 2°. El Agente Interventor podrá asignar precisas funciones y competencias de los servidores de la 

respectiva contraloría territorial al equipo que conforma la Comisión de Intervención, conforme a las facultades del 

respectivo contralor territorial. En todo caso, el conocimiento de indagaciones preliminares y procesos de 

responsabilidad fiscal, solo podrá asignarse a integrantes de la Comisión de Intervención que hagan parte de la 

planta de personal de la Contraloría General de la República en el nivel profesional o asesor; la sustanciación y 

apoyo de estos asuntos se podrá adelantar con servidores de la propia contraloría territorial, o con servidores o 

contratistas de la Comisión de Intervención.  

Parágrafo 3°. Las decisiones que tome el agente interventor tendrán la misma naturaleza legal de aquellas que toma 

el contralor territorial respectivo en desarrollo de sus funciones y serán objeto de vigilancia y control por parte de 

la Auditoría General de la República.  

Artículo 41. Informes periódicos del agente interventor. El Agente Interventor presentará informes periódicos al 

Contralor General de la República con la temporalidad que se indique en el acto que ordena la intervención 

administrativa, en el cual dará cuenta de su gestión, avances, necesidades, requerimientos, recomendaciones y 

demás asuntos concernientes o que sean solicitados por el Contralor General de la República.  

Parágrafo. Por recomendación del Agente Interventor, el Contralor General de la República podrá ordenar que 

actuaciones del control fiscal micro y del proceso de responsabilidad fiscal, sean directamente asumidos por la 

Contraloría General de la República en ejercicio de la facultad de intervención funcional oficiosa.  

Artículo 42. Informe final del agente interventor. Con al menos diez (10) días de antelación a la finalización del 

término de la intervención, el Agente Interventor rendirá un informe técnico, financiero y jurídico al Contralor 

General de la República, el cual, como mínimo, deberá contener lo siguiente:  

a) Diagnóstico inicial.  

b) Plan de acción y sus modificaciones, si las hubo.  

c) Informe de ejecución y nivel de cumplimiento de las actividades previstas en el plan de acción.  



d) Detalle de los presupuestos, programas, estudios y proyectos de la contraloría territorial durante el periodo de 

intervención, sin perjuicio de que no estuvieran a su cargo.  

e) Relación de los informes de ley presentados durante la intervención administrativa, sin perjuicio de que no 

estuvieran a su cargo.  

f) Informe sobre las actividades de vigilancia y control fiscal micro, macro, procesos de responsabilidad fiscal y cobro 

coactivo adelantadas por la contraloría territorial durante la intervención administrativa, sin perjuicio de que no 

estuvieran a su cargo.  

g) Diagnóstico comparativo sobre el estado general administrativo y misional inicial de la respectiva contraloría 

territorial frente al estado final.  

h) Recomendaciones, entre otras, sobre la necesidad de prorrogar la medida, aspectos presupuestales, 

reestructuración orgánica o funcional de la entidad, modificación de planta de personal, proyectos de 

reglamentación, inicio de actuaciones disciplinarias, penales o fiscales.  

i) Las demás informaciones que considere pertinentes o sean solicitadas por el Contralor General de la República.  

Parágrafo. El Contralor General de la República remitirá copia de los informes parciales del agente interventor a la 

Auditoría General de la República, a la asamblea departamental o al concejo distrital o municipal y al contralor 

territorial respectivo para lo de sus competencias, dentro de los diez (10) días siguientes a su emisión.  

Así mismo, el Contralor General de la República remitirá copia del informe final del Agente Interventor a la Auditoría 

General de la República, a la Asamblea Departamental o al Concejo Distrital o Municipal y al contralor territorial, 

formulando las recomendaciones que estime pertinentes dentro de los treinta (30) días siguientes a su emisión.  

Artículo 43. Terminación o prórroga de la intervención. Dentro de los diez (10) días siguientes al recibo del informe 

presentado por el Agente interventor y antes de la terminación del plazo de intervención, el Contralor General de 

la República decidirá sobre su prórroga.  

En caso de prórroga se le solicitará al agente interventor un nuevo plan de acción y se continuará con el trámite en 

los términos establecidos en este decreto ley, sin perjuicio del deber de continuar desarrollando la intervención con 

base en los resultados del informe final, mientras el Contralor General de la República aprueba el nuevo plan de 

acción.  

Si el Contralor General de la República da por terminada la intervención, ordenará al agente interventor que realice 

la entrega al contralor territorial, mediante acta que relacione los bienes, procesos y todos los asuntos puestos a su 

disposición o conocimiento a efectos de la intervención administrativa.  

Cumplido lo anterior, el contralor territorial asumirá los asuntos que fueron objeto de la medida, en el estado en 

que se encuentren.  

Artículo 44. Intervención funcional y administrativa especial y preventiva. En todo caso, el Contralor General de la 

República podrá ordenar la intervención funcional y administrativa con fines preventivos, a solicitud de cualquier 

sujeto facultado para solicitar intervención funcional excepcional, cuando no se haya expedido la certificación anual 

de la respectiva vigencia y se evidencie alguna de las siguientes situaciones:  

a) Falta de imparcialidad u objetividad del órgano de control fiscal territorial.  

b) Mora injustificada en el cumplimiento de sus funciones, o falta de eficiencia o efectividad en las acciones de 

vigilancia y control fiscal por parte de la contraloría territorial.  

c) Cuando la contraloría territorial inobserve abiertamente los reglamentos de armonización y estandarización de 

la vigilancia y control fiscal, dictados por la Contraloría General de la República.  

d) Falta de capacidad técnica, operativa o logística de la contraloría territorial, para la vigilancia y control fiscal.  



Parágrafo. En este evento, se tendrán en cuenta las evaluaciones parciales trimestrales existentes expedidas por la 

Auditoría General de la República y se seguirá en lo pertinente y aplicable el procedimiento definido en este 

capítulo.  

TÍTULO V 

SISTEMAS DE CONTROL FISCAL 

Artículo 45. Sistemas de control fiscal. Para el ejercicio de la vigilancia y el control fiscal se podrán aplicar sistemas 

de control como el financiero, de legalidad, de gestión, de resultados, la revisión de cuentas y la evaluación del 

control interno, de acuerdo con lo previsto en el presente título.  

Los sistemas de control podrán aplicarse en forma individual, combinada o total. Igualmente se podrá recurrir a 

cualesquiera otro generalmente aceptado.  

Parágrafo. Otros sistemas de control, que impliquen mayor tecnología, eficiencia y seguridad, podrán ser adoptados 

por la Contraloría General de la República, mediante reglamento especial.  

Artículo 46. Control financiero. El control financiero es el examen que se realiza, con base en las normas de 

auditoría de aceptación general, para establecer si los estados financieros de una entidad reflejan 

razonablemente el resultado de sus operaciones y los cambios en su situación financiera, comprobando que en 

la elaboración de los mismos y en las transacciones y operaciones que los originaron, se observaron y cumplieron 

las normas prescritas por las autoridades competentes y los principios de contabilidad universalmente aceptados 

o prescritos por el Contador General.  

Artículo 47. Control de legalidad. El control de legalidad es la comprobación que se hace de las operaciones 

financieras, administrativas, económicas y de otra índole de una entidad para establecer que se hayan realizado 

conforme a las normas que le son aplicables.  

Artículo 48. Control de gestión. El control de gestión es el examen de la eficiencia y eficacia de las entidades en la 

administración de los recursos públicos, determinada mediante la evaluación de sus procesos administrativos, la 

utilización de indicadores de rentabilidad pública y desempeño y la identificación de la distribución del excedente 

que estas producen, así como de los beneficiarios de su actividad.  

Artículo 49. Control de resultados. El control de resultados es el examen que se realiza para establecer en qué 

medida los sujetos de la vigilancia logran sus objetivos y cumplen los planes, programas y proyectos adoptados 

por la administración, en un período determinado.  

Artículo 50. Revisión de las cuentas. La revisión de cuentas es el estudio especializado de los documentos que 

soportan legal, técnica, financiera y contablemente las operaciones realizadas por los responsables del erario 

durante un período determinado, con miras a establecer la economía, la eficacia, la eficiencia y la equidad de sus 

actuaciones.  

Para efecto de la presente ley se entiende por cuenta el informe acompañado de los documentos que soportan 

legal, técnica, financiera y contablemente las operaciones realizadas por los responsables del erario.  

El Contralor General de la República determinará las personas obligadas a rendir cuentas en materia fiscal y 

prescribirá los métodos, formas y plazos para ello.  

No obstante, lo anterior cada entidad conformará una sola cuenta que será remitida por el jefe del organismo 

respectivo a la Contraloría General de la República.  

Si con posterioridad a la revisión de cuentas de los responsables del erario aparecieren pruebas de operaciones 

fraudulentas o irregulares relacionadas con ellas se levantará el fenecimiento y se iniciará el proceso de 

responsabilidad fiscal si hay lugar a ello.  

Artículo 51. Evaluación del control interno. La evaluación de control interno es el análisis de los sistemas de 

control de las entidades sujetas a la vigilancia, con el fin de determinar la calidad de los mismos, el nivel de 

confianza que se les puede otorgar y si son eficaces y eficientes en el cumplimiento de sus objetivos.  



El Contralor General de la República reglamentará los métodos y procedimientos para llevar a cabo esta 

evaluación, para lo cual tendrá en cuenta los lineamientos de política en materia de control interno.  

Parágrafo. Para efectos de la evaluación del control fiscal interno primarán los lineamientos impartidos por la 

Contraloría General de la República.  

Artículo 52. Aplicación de los sistemas de control fiscal en sociedades con participación estatal. La vigilancia de la 

gestión fiscal en las sociedades de economía mixta se hará teniendo en cuenta la participación que el Estado 

tenga en el capital social, evaluando la gestión empresarial de tal forma que permita determinar que el manejo 

de los recursos públicos se realice de acuerdo con los principios de la gestión fiscal.  

Los resultados obtenidos tendrán efecto únicamente en lo referente al aporte estatal.  

En las sociedades distintas a las de economía mixta en que el estado participe la vigilancia fiscal se hará de 

acuerdo con lo previsto en este artículo.  

Parágrafo 1°. La vigilancia fiscal en las entidades de que trata el artículo 94, 95 y 96 de la Ley 489 de 1998, se hará 

teniendo en cuenta si se trata de aporte o participación del Estado. En el primer caso se limitará la vigilancia hasta 

la entrega del aporte, en el segundo se aplicará lo previsto en inciso primero del presente artículo.  

Parágrafo 2°. Lo dispuesto en este artículo se realizará sin perjuicio de la revisoría fiscal que se ejerce en ellas.  

El informe del revisor fiscal a la asamblea general de accionistas o junta de socios deberá ser remitido al órgano 

de control fiscal respectivo con una antelación no menor de diez (10) días a la fecha en que se realizará la 

asamblea o junta. Igualmente deberá el revisor fiscal presentar los informes que le sean solicitados por el 

contralor.  

TÍTULO VI 

CONTROL FISCAL POSTERIOR Y SELECTIVO 

Artículo 53. Control posterior y selectivo. Se entiende por control posterior la fiscalización de la gestión fiscal de la 

administración y de los particulares o entidades que manejen fondos o bienes públicos, con el fin de determinar 

si las actividades, operaciones y procesos ejecutados y sus resultados se ajustan a los principios, políticas, planes, 

programas, proyectos, presupuestos y normatividad aplicables y logran efectos positivos para la consecución de los 

fines esenciales del Estado. Este tipo de control se efectuará aplicando el principio de selectividad.  

Para el ejercicio del control fiscal posterior y selectivo, la vigilancia fiscal podrá realizarse a través del seguimiento 

permanente del recurso público por parte de los órganos de control fiscal, mediante el acceso irrestricto a la 

información por parte de estos.  

TÍTULO VII 

CONTROL FISCAL CONCOMITANTE Y PREVENTIVO 

CAPÍTULO I 

Generalidades 

Artículo 54. Control fiscal concomitante y preventivo. El control fiscal concomitante y preventivo es excepcional, 

no vinculante, no implica coadministración y corresponde a la potestad de la Contraloría General de la República 

formular advertencia a los sujetos vigilados y de control cuando sea necesario para garantizar la defensa y 

protección del patrimonio público en hechos u operaciones, actos, contratos, programas, proyectos o procesos en 

ejecución, en los que se involucren recursos públicos y/o se afecten bienes o intereses patrimoniales de naturaleza 

pública, a fin de que el gestor fiscal evalúe autónomamente la adopción de las medidas que considere procedentes.  

El ejercicio y la coordinación del control concomitante y preventivo corresponde exclusivamente al Contralor 

General de la República.  

Artículo 55. Finalidad del control fiscal concomitante y preventivo. El control fiscal concomitante y preventivo tiene 

por finalidad garantizar la defensa y protección del patrimonio público a través del seguimiento permanente de los 



ciclos, uso, ejecución, contratación e impacto de los bienes, fondos o recursos públicos, que permita evaluar un 

conjunto de hitos de control pertenecientes a un proceso en curso, de forma ordenada, sucesiva e interconectada 

y eventualmente advertir sobre la posible ocurrencia de daños al patrimonio público.  

El control concomitante y preventivo se regirá por los principios y sistemas de la vigilancia y control fiscal, teniendo 

en cuenta la calidad, consistencia y razonabilidad en su ejercicio, mediante el conocimiento de la naturaleza de los 

sujetos vigilados, el marco regulatorio del respectivo sector y de sus procesos, la ciencia o disciplina académica 

aplicable a los mismos y los distintos escenarios en los que se desempeña.  

Artículo 56. Seguimiento permanente a los recursos públicos. La vigilancia y seguimiento permanente de los bienes, 

fondos y recursos públicos en el marco del control concomitante y preventivo se realizará en tiempo real y oportuno 

a través del acceso a la información y el acompañamiento a la gestión fiscal en todas sus etapas o ciclos de manera 

presencial o mediante el uso de tecnologías de la información y de las comunicaciones, con el fin de observar a los 

sujetos de control mientras estos realizan sus procesos o toman sus decisiones, sin que la Contraloría General de la 

República pueda interferir en aquellos o tener injerencia en estas, de conformidad con los mecanismos y ejercicios 

definidos en el siguiente capítulo.  

CAPÍTULO II 

Seguimiento permanente al recurso público para el ejercicio del control concomitante y preventivo 

Artículo 57. Del seguimiento permanente al recurso público. El seguimiento permanente a los bienes, fondos, 

recursos o intereses patrimoniales de naturaleza pública, para el ejercicio del control concomitante y preventivo 

está en cabeza de la Contraloría General de la República y podrá realizarse mediante los mecanismos y ejercicios 

ordinarios o especiales de vigilancia fiscal, y especialmente mediante los siguientes:  

a) Acceso y análisis de la información.  

b) Articulación con el Control Social.  

c) Articulación con el Control Interno.  

d) Acompañamiento en las instancias de asesoría, coordinación, planeación y decisión.  

e) Acciones de especial seguimiento.  

f) Asistencia con voz a las audiencias de conciliación ante la Procuraduría General de la Nación.  

g) Las demás que determine el Contralor General de la República.  

Parágrafo 1°. El Auditor General de la República y las contralorías territoriales podrán solicitar al Contralor General 

de la República la activación de ejercicios puntuales de vigilancia y seguimiento permanente de los bienes, fondos, 

recursos o intereses patrimoniales de naturaleza pública cuando en el desarrollo de sus funciones observen riesgos 

inminentes de daño al patrimonio público.  

Parágrafo 2°. Los mecanismos de seguimiento permanente y preventivo al recurso público estarán a cargo de la 

Dirección de Información, Análisis y Reacción Inmediata (DIARI), las Contralorías Delegadas Generales y Sectoriales, 

y las demás dependencias que determine el Contralor General de la República.  

Artículo 58. Metodología aplicable para el seguimiento permanente. El seguimiento permanente al recurso 

público para el ejercicio del control concomitante y preventivo se desarrollará en las siguientes fases:  

a) Fase de planeación, en donde se determinan las actividades de seguimiento a realizar, se fijan los hitos de 

ejecución de este, los objetivos, los resultados esperados, los criterios de éxito y los riesgos del proceso en cuestión.  

b) Fase de ejecución, en la que se aplican los procedimientos para obtener la información pertinente, se realizan el 

análisis de esta, se determinan los resultados previsibles y la efectividad de los controles a los riesgos identificados 

o de situaciones adversas no previstas.  

c) Fase de informe interno, en donde se presentan los hitos de gestión seleccionados, los riesgos identificados, los 

documentos de trabajo y soportes, las conclusiones y recomendaciones a la dependencia competente de la 



Contraloría General de la República, con el fin que sea sometido a consideración del Contralor General de la 

República.  

Parágrafo 1°. El Contralor General de la República expedirá los reglamentos que estime necesarios para desarrollar 

la metodología aplicable al seguimiento permanente al recurso público para el ejercicio del control concomitante y 

preventivo.  

Para estos efectos, la Contraloría General de la República podrá contar con un Sistema de Georreferenciación e 

Imágenes, que permita el seguimiento permanente y en tiempo real a la ejecución de los recursos públicos, así 

como un sistema de seguimiento y confirmación directa con los beneficiarios de transacciones originadas en 

recursos públicos.  

Parágrafo 2°. La aplicación del seguimiento permanente al recurso público para el ejercicio del control 

concomitante y preventivo se efectuará sin perjuicio del ejercicio ordinario de la función de vigilancia fiscal por 

parte de la Contraloría General de la República.  

Parágrafo 3°. Los informes internos y demás documentos de trabajo se considerarán como opiniones o puntos de 

vista que hacen parte del proceso deliberativo que antecede al ejercicio de la facultad de advertencia del control 

concomitante y preventivo y por tal razón gozarán de reserva.  

Artículo 59. Acceso y análisis a la información. La Contraloría General de la República podrá requerir, conocer y 

examinar todos los datos e información sobre hechos u operaciones, actos, contratos, programas, proyectos o 

procesos en ejecución, en los que se involucren recursos públicos y/o se afecten bienes o intereses patrimoniales 

de naturaleza pública, sin oponibilidad de reserva legal, exclusivamente para el ejercicio de sus funciones.  

Para lo anterior, la Contraloría General de la República podrá apoyarse en la gestión inteligente de la información, 

entendida como el uso eficiente de todas las capacidades tecnológicas disponibles, inteligencia artificial, analítica y 

minería de datos, análisis predictivo y prospectivo, entre otros, para la determinación anticipada de eventos o malas 

prácticas, con probabilidad significativa de ocurrencia, persistencia o mutación, y que impliquen riesgos de pérdida 

del patrimonio público.  

Para el efecto, podrá conformar sistemas de seguimiento en tiempo real y confirmación directa con los gestores y 

los beneficiarios de dichas transacciones. En consecuencia, cada entidad deberá disponer lo necesario para 

garantizar el suministro oportuno y en tiempo real de la información requerida por la Contraloría General de la 

República, por conducto de la Dirección de Información, Análisis y Reacción Inmediata (DIARI).  

Artículo 60. Articulación con el control social. En la vigilancia y seguimiento permanente al recurso público para el 

ejercicio del control concomitante y preventivo se promoverán sinergias con el control ciudadano para articular la 

gestión preventiva de la Contraloría General de la República con las alertas generadas por la ciudadanía, en relación 

con los riesgos a los que se exponen los recursos, bienes y servicios públicos, con el fin de incidir en la mejora de la 

gestión pública y en la efectiva realización de los valores, principios, garantías y derechos constitucionales, la 

protección del patrimonio público y su destinación programática.  

La Contraloría General de la República podrá diseñar procedimientos de promoción de la participación de la 

ciudadanía que dinamicen el control fiscal y propicien la dimensión preventiva de ambos tipos de control y su 

integración efectiva, entre otros, mediante la realización de audiencias públicas, jornadas especiales de recepción 

de denuncias, espacios virtuales de interacción con los ciudadanos y las demás que defina el Contralor General de 

la República, para que la ciudadanía presente observaciones sobre hechos u operaciones, actos, contratos, 

programas, proyectos o procesos en ejecución, en los que se involucren recursos públicos y/o se afecten bienes o 

intereses patrimoniales de naturaleza pública.  

Artículo 61. Articulación con el control interno. La vigilancia y seguimiento permanente al recurso público para el 

ejercicio del control concomitante y preventivo deberá articularse con el sistema de control interno con el fin de 

que este sirva de insumo complementario, coherente y efectivo para el control fiscal externo sobre aquellos hechos 

u operaciones, actos, contratos, programas, proyectos o procesos en ejecución, en los que se involucren recursos 

públicos y/o se afecten bienes o intereses patrimoniales de naturaleza pública.  



Así mismo, la vigilancia y el seguimiento permanente por parte de la Contraloría General de la República deberá 

contribuir a la armonización y eficacia del sistema de control interno de gestión.  

Parágrafo 1°. El ejercicio de las funciones de la vigilancia y seguimiento permanente al recurso público para el 

ejercicio del control concomitante y preventivo no implica el desplazamiento de las competencias asignadas por la 

Constitución y la ley a las instancias de control interno de gestión.  

Parágrafo 2°. La Contraloría General de la República podrá consultar en línea los informes de evaluación del Sistema 

de Control Interno realizados por las Oficinas o Unidades de Control Interno a las que le aplica la Ley 87 de 1993, 

reportados en el Formulario Único de Reporte de Avance a la Gestión (FURAG), o el que haga sus veces, mediante 

el mecanismo de consulta que se defina con el Departamento Administrativo de la Función Pública y apoyará la 

parametrización de su contenido.  

Artículo 62. Sistema de Alertas del Control Interno. Créase el Sistema de Alertas del Control Interno a cargo de la 

Contraloría General de la República, en el cual los jefes de control interno, o quienes hagan sus veces, deberán 

reportar aquellos hechos u operaciones, actos, contratos, programas, proyectos o procesos en ejecución, en donde, 

en el ejercicio de sus funciones, evidencien un riesgo de afectación o pérdida de los recursos públicos y/o de bienes 

o intereses patrimoniales de naturaleza pública. Sin perjuicio, de lo establecido en el artículo 14 de la Ley 87 de 

1993 o las normas que lo modifiquen, adicionen, sustituyan o reglamenten.  

Este sistema servirá de insumo para la priorización y focalización en el ejercicio de la vigilancia y seguimiento 

permanente a cargo de la Contraloría General de la República.  

Así mismo, la Contraloría General de la República alertará a las oficinas o unidades de control interno de aquellas 

situaciones que denoten posible riesgo o pérdida de recursos públicos con el fin de que focalicen el ejercicio de sus 

funciones para lo cual, podrán tomar las medidas necesarias, entre otras, la modificación de su plan de auditorías.  

El sistema de alertas de control interno podrá ser consultado por la Presidencia de la República a través de la 

Secretaria de Transparencia y por el Departamento Administrativo de la Función Pública.  

Artículo 63. Acompañamiento en las instancias de asesoría, coordinación, planeación y decisión. La Contraloría 

General de la República, de oficio o a solicitud del interesado, podrá realizar, entre otras, las siguientes actividades 

de acompañamiento al gestor fiscal en los procesos en curso que involucren recursos públicos:  

a) Asistir sin voz y sin voto en las instancias de planeación, asesoría y decisión sobre la gestión contractual.  

b) Asistir sin voz y sin voto en las demás instancias institucionales de toma de decisiones que involucren recursos 

públicos.  

c) Practicar visitas para recibir directamente informaciones, opiniones y observaciones voluntarias del gestor fiscal 

o sus colaboradores sobre los hechos u operaciones, actos, contratos, programas, proyectos o procesos en 

ejecución, en los que se involucren recursos públicos y/o se afecten bienes o intereses patrimoniales de naturaleza 

pública.  

d) Practicar visita para la revisión de los trámites y actuaciones en desarrollo.  

El Contralor General de la República o su delegado es el único competente para autorizar actividades de 

acompañamiento en las instancias de asesoría, coordinación y decisión. Cuando se trate de solicitud de interesado 

de acompañamiento el Contralor General de la República o su delegado podrá aceptarla o denegarla de manera 

discrecional. Contra esta decisión no procede recurso alguno.  

Parágrafo. Las actividades de acompañamiento deberán informarse al gestor fiscal y a las oficinas de control interno 

con antelación a su práctica.  

Artículo 64. Requisitos de la solicitud de acompañamiento en las instancias de asesoría, coordinación, planeación 

y decisión. La solicitud deberá constar por escrito y cumplir los siguientes requisitos:  

a) Identificar con precisión el objeto de control fiscal sobre el cual versa la solicitud.  



b) Expresar las razones o circunstancias que sustentan la solicitud, así como el interés que le asiste en el asunto 

correspondiente, adjuntando los documentos que se consideren pertinentes.  

c) Los demás requisitos previstos en el ejercicio del derecho de petición.  

Artículo 65. Acciones de especial seguimiento. La Contraloría General de la República podrá practicar visitas 

fiscales, incluidas visitas de campo; consultar fuentes de información; tomar muestras representativas; realizar 

encuestas, entrevistas o cualquier otro procedimiento técnico sobre objetos de control fiscal, que sea necesario 

para determinar riesgos de daño al patrimonio público.  

Artículo 66. Asistencia con voz a las audiencias de conciliación ante la Procuraduría General de la Nación. La 

Contraloría General de la República podrá asistir con voz a las audiencias de conciliación ante la Procuraduría 

General de la Nación, cuando en las mismas se discutan asuntos en los que estén involucrados recursos públicos 

y/o se afecten bienes o intereses patrimoniales de naturaleza pública, para poner de presente la posición de la 

Contraloría General de la República sin que la misma tenga carácter vinculante dentro de la audiencia o en 

posteriores ejercicios de vigilancia y control fiscal.  

CAPÍTULO III 

Ejercicio del control fiscal concomitante y preventivo 

Artículo 67. Del control fiscal concomitante y preventivo. El ejercicio del control fiscal concomitante y preventivo 

se manifestará mediante la emisión de una advertencia sobre el evento o riesgo identificado, con sustento en los 

ejercicios de vigilancia y seguimiento permanente al recurso público.  

Cuando el evento o riesgo impacte a más de una entidad u objeto de control, podrá emitirse una advertencia 

general.  

Parágrafo. La facultad de advertir estará en cabeza del Contralor General de la República de manera exclusiva, la 

cual no podrá delegarse.  

Artículo 68. De la advertencia. Es el pronunciamiento, no vinculante, mediante el cual el Contralor General de la 

República previene a un gestor fiscal sobre la detección de un riesgo inminente de pérdida de recursos públicos y/o 

afectación negativa de bienes o intereses patrimoniales de naturaleza pública, con el fin de que el gestor fiscal 

evalúe autónomamente la adopción de las medidas que considere procedentes para ejercer control sobre los 

hechos así identificados y evitar que el daño se materialice o se extienda.  

Parágrafo. De la advertencia se remitirá copia a la oficina de control interno correspondiente para lo de su 

competencia.  

Artículo 69. Materias específicas sobre las que procede. La advertencia procederá sobre los asuntos en curso que 

determine el Contralor General de la República donde se identifique un riesgo inminente de pérdida de recursos 

públicos y/o afectación negativa de bienes o intereses patrimoniales de naturaleza pública, con base en alguno de 

los siguientes criterios excepcionales:  

a) Trascendencia social.  

b) Alto impacto ambiental.  

c) Alta connotación económica.  

Artículo 70. Aplicación particular. El control concomitante y preventivo no es de aplicación universal sobre todos 

los actos de gestión; estará enfocado sobre objetos de control en ejecución, concretos y previamente identificados.  

Artículo 71. Sistema General de Advertencia Público. El Sistema General de Advertencia Público (SIGAP), 

administrará la información concerniente a las advertencias dirigidas a los gestores fiscales. El Contralor General de 

la República con el apoyo de la Dirección de Información, Análisis y Reacción Inmediata (DIARI), la Unidad Especial 

de Prevención e Intervención y la Oficina de Planeación definirá el contenido, estructura y criterios para su 

funcionamiento.  



Artículo 72. Contenido mínimo del Sistema General de Advertencia Público. El Sistema General de Advertencia 

Público tendrá como mínimo los siguientes elementos:  

a) Registro actualizado de las advertencias, identificando la entidad, el gestor fiscal, el objeto de control y el 

contenido de la advertencia.  

b) Relatoría de las principales advertencias en donde se destaquen aspectos que sirvan de insumo para el desarrollo 

de buenas prácticas en el marco de la gestión fiscal.  

c) Banco de resultados positivos originados en las advertencias y con ocasión de las decisiones o medidas 

adoptadas autónomamente por los gestores fiscales. 

 

TÍTULO VIII 

OTRAS HERRAMIENTAS DE CONTROL FISCAL Y SUS PROCEDIMIENTOS TÉCNICOS 

Artículo 73. Sistemas de planeación e instrumentos de la gestión de la vigilancia y control fiscal. Los sistemas de 

planeación, ejecución y control de la vigilancia fiscal, los instrumentos de organización del sistema de trabajo para 

el cumplimiento de la misión institucional de la Contraloría General de la República, así como las herramientas de 

gestión de la vigilancia y control fiscal, serán definidos por el Contralor General de la República. Entre otras, podrá 

desarrollar las siguientes herramientas:  

a) Banco de prácticas.  

b) Especial seguimiento.  

c) Actuación especial de fiscalización.  

d) Espacios de diálogo institucional y social.  

Artículo 74. Banco de prácticas. La Contraloría General de la República conformará un banco de prácticas de gestión 

fiscal, integrado por datos e información sobre malas y buenas prácticas, el cual será utilizado para evaluar la gestión 

y los resultados individuales o agregados de los sujetos de control.  

El Contralor General de la República expedirá las normas de armonización y estandarización para la aplicación del 

banco de prácticas en el control fiscal territorial con el apoyo del Consejo Nacional del Sinacof.  

Artículo 75. Especial seguimiento. El especial seguimiento es una actividad de control que consiste en el examen 

continuo y sistemático sobre el avance y el logro de los objetivos de una política, programa o proyecto, formulados 

para un periodo determinado y un presupuesto específico, con el fin de determinar el modo como están siendo 

implementados. Implica la recolección y análisis permanente de información útil para la toma de decisiones de 

vigilancia y control fiscal, durante la implementación de la política, programa o proyecto, con base en la 

comparación entre los resultados esperados y el estado de avance de estos.  

El Contralor General de la República determinará los criterios para la identificación de las políticas, programas y 

proyectos a los cuales se le hará especial seguimiento por parte de la Contraloría General de la República.  

Artículo 76. Actuación especial de fiscalización. La actuación especial de fiscalización es una acción de control fiscal 

breve y sumaria, de respuesta rápida frente a un hecho o asunto que llegue al conocimiento de la Contraloría 

General de la República a través del Sistema de Alertas de Control Interno, o a cualquier órgano de control fiscal 

por medio de comunicación social o denuncia ciudadana, que adquiere connotación fiscal por su afectación al 

interés general, la moralidad administrativa y el patrimonio público.  

Artículo 77. Espacios de diálogo institucional y social. Los espacios de diálogo institucional y social son mecanismos 

de facilitación de acciones desarrollados conforme a los procesos de control fiscal participativo en el que, a instancia 

de los órganos de control fiscal, las entidades públicas, los contratistas y/o la ciudadanía organizada, examinan una 

problemática relacionada con la ejecución de proyectos de interés nacional, regional o local, en procura de su 

solución y pronta culminación.  



Los órganos de control fiscal actuarán como facilitadores de los compromisos que se adquieran en los espacios de 

diálogo institucional y social, sin que en ningún caso su posición sea vinculante.  

TÍTULO IX 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONATORIO FISCAL 

Artículo 78. Naturaleza. El Procedimiento Administrativo Sancionatorio Fiscal es de naturaleza especial, propende 

por el debido ejercicio de la vigilancia y el control fiscal, la protección del patrimonio público y el cumplimiento de 

los principios constitucionales y legales del control y la gestión fiscal.  

Las sanciones administrativas fiscales no tienen naturaleza disciplinaria ni indemnizatoria o resarcitoria patrimonial, 

pueden concurrir con esas modalidades de responsabilidad y proceden a título de imputación de culpa o dolo.  

Artículo 79. Competencia. El conocimiento del Procedimiento Administrativo Sancionatorio Fiscal y su trámite de 

primera y segunda instancia, se surtirá por parte de los funcionarios que determine la ley o el titular del órgano de 

control fiscal respectivo, de conformidad con su estructura orgánica y funcional.  

Artículo 80. Campo de aplicación. El Procedimiento Administrativo Sancionatorio Fiscal será aplicable a los 

servidores públicos y las entidades o personas naturales o jurídicas de derecho público o privado que a cualquier 

título recauden, administren, manejen, dispongan o inviertan fondos, bienes o recursos públicos, o que sin ser 

gestores fiscales deban suministrar información que se requiera para el ejercicio de las funciones de vigilancia o 

control fiscal.  

Parágrafo. Lo previsto en el presente título en relación con las sanciones y conductas sancionables aplicará a los 

hechos o conductas acaecidos con posterioridad a la entrada en vigencia del presente decreto ley.  

Artículo 81. De las conductas sancionables. Serán sancionables las siguientes conductas:  

a) Incurrir en violación de los principios constitucionales y legales del control o de la gestión fiscal, cuando así se 

concluya de los resultados de la vigilancia y del control fiscal.  

b) Omitir o no asegurar oportunamente fondos, valores o bienes o no lo hicieren en la cuantía requerida, teniendo 

el deber legal, reglamentario, contractual o estatutario de hacerlo.  

c) Omitir adelantar las acciones tendientes a subsanar las deficiencias asociadas a la gestión fiscal previamente 

señaladas por los órganos de control fiscal.  

d) No cumplir con las obligaciones fiscales, entre ellas las previstas en las normas orgánicas del presupuesto y las 

asociadas a la destinación y entrega oportuna de los recursos fiscales o parafiscales recaudados con un fin legal 

específico.  

e) Dar utilización diferente a la prevista en la ley, los reglamentos o la regulación a los bienes, fondos o recursos 

fiscales, o parafiscales, incluidos los bienes adquiridos con recursos públicos.  

f) Incurrir en errores relevantes que generen glosas en la revisión de las cuentas y que afecten el ejercicio de la 

vigilancia y el control fiscal.  

g) No rendir o presentar las cuentas e informes exigidos ordinariamente, o no hacerlo en la forma y oportunidad 

establecidas por los órganos de control fiscal en desarrollo de sus competencias.  

h) Omitir o no suministrar oportunamente las informaciones solicitadas por los órganos de control incluyendo 

aquellas requeridas en el procedimiento de cobro coactivo.  

i) Reportar o registrar datos o informaciones inexactas, en las plataformas, bases de datos o sistemas de información 

de los órganos de control o aquellos que contribuyan a la vigilancia y al control fiscal.  

j) No comparecer oportunamente a las citaciones que hagan los órganos de control fiscal.  

k) No atender los requerimientos o solicitud de documentos, libros registrados, contabilidad o información en el 

marco de ejercicios de vigilancia y control fiscal, de las indagaciones preliminares o procesos de responsabilidad 



fiscal. La sanción para esta conducta también aplicará en tratándose de contratistas, proveedores, interventores y 

en general a las personas que hayan participado, determinado, coadyuvado, colaborado o hayan conocido los 

hechos objeto de investigación.  

l) No atender, en el caso de personas o entidades dedicadas a actividades industriales, comerciales o de servicios, 

los requerimientos de los órganos de control fiscal para el suministro de copias o la exhibición de libros, 

comprobantes y documentos de contabilidad, o cualquier información que permita realizar estudios de mercado 

que sirvan como prueba para la determinación de sobrecostos en la venta de bienes y servicios a las entidades 

públicas o privadas que administren recursos públicos, o que desconozcan la inoponibilidad de la reserva de la 

información a órganos de control fiscal, en el debido ejercicio de sus funciones.  

m) Obstaculizar las investigaciones y actuaciones que adelanten los órganos de control fiscal, sin perjuicio de las 

demás acciones a que pueda haber lugar por los mismos hechos.  

n) No permitir el acceso a la información en tiempo real por parte de la Contraloría General de la República y demás 

órganos de control fiscal en las condiciones previstas en la ley, o reportar o registrar datos e informaciones 

inexactas, en las plataformas, bases de datos o sistemas de información.  

o) El no fenecimiento de las cuentas o concepto o calificación favorable en los procedimientos equivalentes para 

aquellas entidades no obligadas a rendir cuenta, durante dos (2) períodos fiscales consecutivos, bajo el entendido 

que se trate de un mismo representante legal que haya actuado con dolo o culpa grave.  

p) Las demás que defina la ley como conducta sancionable.  

Artículo 82. Otras conductas. Los titulares de los órganos de control fiscal, ante la renuencia en la presentación 

oportuna de las cuentas o informes, o su no presentación por más de tres (3) períodos consecutivos o seis (6) no 

consecutivos dentro de un mismo período fiscal, solicitarán ante las autoridades disciplinarias competentes 

adelantar el proceso disciplinario para la remoción o la terminación del contrato por justa causa del servidor público, 

según fuere el caso y previo proceso disciplinario, cuando la mora o la renuencia hayan sido sancionadas 

previamente con multas o suspensión.  

Artículo 83. Sanciones. Dentro del Procedimiento Administrativo Sancionatorio Fiscal, los órganos de control fiscal 

podrán imponer las siguientes sanciones:  

1. Multa. Consiste en la imposición del pago de una suma de dinero en moneda colombiana desde uno (1) hasta 

ciento cincuenta (150) salarios diarios devengados por el sancionado para la época de los hechos. En caso de los 

particulares la sanción se tasará entre cinco (5) y diez (10) salarios mínimos mensuales legales vigentes.  

2. Suspensión. Consiste en la orden de separación temporal del cargo del servidor público sancionado, hasta por 

ciento ochenta (180) días.  

Parágrafo. El valor del salarlo diario se calculará de la división del monto del salario mensual certificado entre treinta 

(30).  

Artículo 84. Criterios para la imposición de sanciones. Las sanciones dentro del Procedimiento Administrativo 

Sancionatorio Fiscal se impondrán teniendo en cuenta los siguientes criterios:  

1. Multa: Podrá imponerse cuando los sujetos sancionables incurran en una o varias de las conductas tipificadas a 

título de culpa o dolo en el presente título, salvo en los casos en que concurran los criterios para la imposición de la 

sanción de suspensión.  

2. Suspensión: Solo procederá cuando la conducta en que incurra un servidor público pueda ser calificada como 

cometida a título de culpa grave o dolo y concurra una o varias de las siguientes circunstancias:  

a) Cuando el sujeto de control niegue la entrega de información o el acceso a la misma o a bases de datos en tiempo 

real donde este contenida, a pesar de que el organismo de control la haya solicitado en por lo menos tres (3) 

ocasiones, para lo cual se deberá tener en cuenta los términos otorgados para la entrega de la información, las 

condiciones particulares, el volumen y la complejidad de la misma, bajo criterios de razonabilidad y 

proporcionalidad.  



b) Cuando se evidencie la destrucción u ocultamiento voluntario de información requerida o la intimidación a 

personal subordinado para la entrega de la misma.  

c) Cuando se suministra información falsa o que no corresponda a la realidad, que induzca a error al organismo de 

control fiscal correspondiente.  

d) En todos los casos en que se reincida dentro de los dos (2) años siguientes a la fecha de imposición de una sanción 

de multa por las mismas conductas.  

e) Beneficio económico obtenido por el infractor para sí o a favor de un tercero.  

Artículo 85. Registro de sanciones administrativas fiscales. Los órganos de control fiscal llevarán un registro público 

de las sanciones administrativas fiscales impuestas por estos.  

Artículo 86. Pago de la multa. Cuando se imponga la sanción de multa, el pago deberá realizarse dentro del mes 

siguiente a la ejecutoria del acto que la impone. La resolución que imponga la multa debidamente ejecutoriada 

prestará mérito ejecutivo.  

Las multas impuestas por los órganos de control fiscal serán descontadas por los respectivos pagadores del salario 

devengado por el sancionado, teniendo en cuenta los límites que establece la normativa vigente para los 

descuentos.  

Artículo 87. Graduación de la sanción. La graduación de las sanciones se realizará teniendo en cuenta lo dispuesto 

en el presente decreto ley y en el artículo 50 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, y las normas que lo modifiquen o adicionen, atendiendo criterios de necesidad, razonabilidad y 

proporcionalidad.  

Artículo 88. Trámite. El procedimiento administrativo sancionatorio fiscal se tramitará en lo no previsto en el 

presente decreto ley, por lo dispuesto en el Parte Primera, Título III, Capítulo III del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo o en las normas que lo modifiquen o sustituyan.  

TÍTULO X 

ACCESO A LOS SISTEMAS DE INFORMACIÓN Y BASES DE DATOS 

CAPÍTULO I 

Disposiciones generales sobre el acceso a los sistemas de información y bases de datos 

Artículo 89. Finalidad. La Contraloría General de la República tendrá acceso a los sistemas de información o bases 

de datos de las entidades públicas y de las entidades privadas que dispongan o administren recursos y/o ejerzan 

funciones públicas. La información solo podrá ser utilizada para los fines y propósitos de la vigilancia y control fiscal.  

Esta facultad es aplicable a todos los órganos de control fiscal exclusivamente frente a sus sujetos u objetos de 

vigilancia y control fiscal.  

Artículo 90. Inoponibilidad y preservación de la reserva. El acceso a los sistemas de información o bases de datos 

de las entidades públicas y privadas que dispongan o administren recursos y/o ejerzan funciones públicas, por parte 

de la Contraloría General de la República y demás órganos de control fiscal, no podrá impedirse o limitarse con el 

argumento del carácter reservado o clasificado de la información.  

Los funcionarios de los órganos de control fiscal estarán obligados a guardar la reserva y la confidencialidad de la 

información que tenga dicho carácter, en los términos de las Leyes 1712 de 2014 y 1581 de 2012 y las normas que 

las modifiquen, adicionen o sustituyan.  

Artículo 91. Requerimiento. El acceso a los sistemas de información o bases de datos será solicitado de manera 

formal a la entidad que los haya generado, los administre o por cualquier razón los detente, por parte del Auditor 

General de la República, el contralor territorial correspondiente, el Contralor General de la República, el 

Vicecontralor General o el Director de la Dirección de Información, Análisis y Reacción Inmediata (DIARI), quienes 

serán los únicos facultados para ello.  



Dicha solicitud de acceso podrá efectuarse frente a una fracción o la totalidad de los sistemas de información o de 

las bases de datos, siempre que se pueda establecer una clara relación entre la información objeto de acceso y las 

funciones de vigilancia y control fiscal de la Contraloría General de la República, y la defensa y la protección del 

patrimonio público.  

Artículo 92. Condiciones de acceso. Los órganos de control fiscal acordarán con la entidad correspondiente los 

términos mediante los cuales se hará efectiva la interoperabilidad o el acceso a los sistemas de información o a las 

bases de datos solicitado, según las alternativas tecnológicas disponibles y con plena garantía de la seguridad y la 

integridad de la información, a través de la suscripción de protocolos técnicos o memorandos de entendimiento.  

Una vez formalizada una solicitud de acceso a los sistemas de información o a las bases de datos, este deberá 

hacerse efectivo en los términos establecidos por los órganos de control fiscal o aquellos acordados con la entidad 

correspondiente que, en todo caso, deberá garantizar el acceso oportuno.  

El ejercicio de esta competencia no implica conmutatividad alguna o la obligación correlativa de facilitar el acceso 

a los sistemas de información o de las bases de datos que administre o detente por cualquier razón el órgano de 

control fiscal correspondiente.  

Artículo 93. Control de datos e información. Los órganos de control fiscal realizarán actividades de control 

pertinentes ante la evidencia de deficiencias importantes en la generación y disposición de datos e información 

pública por parte de los sujetos de control, con el fin de evaluar los procesos y productos relativos a los activos de 

información, determinar el grado de calidad de los mismos, emitir un concepto sobre la gestión de dichos activos y 

requerir un plan de remediación cuando sea el caso.  

Artículo 94. Custodia y administración. La Dirección de Información, Análisis y Reacción Inmediata (DIARI) de la 

Contraloría General de la República será la responsable de custodiar y administrar los sistemas de información y las 

bases de datos a los que tenga acceso la Contraloría General de la República.  

Parágrafo. Los servidores públicos de la Dirección de Información, Análisis y Reacción Inmediata (DIARI) y en general 

todos los funcionarios y contratistas de la Contraloría General de la República, tienen el deber de preservar la 

confidencialidad y reserva de toda la información a la que accedan en el ejercicio de sus funciones, so pena de las 

sanciones disciplinarias a las que haya lugar.  

Sin perjuicio de lo anterior, los servidores públicos y contratistas que desempeñen sus funciones en la Dirección de 

Información, Análisis y Reacción Inmediata (DIARI) deberán suscribir actas o acuerdos de confidencialidad en las 

materias que determine la Contraloría General de la República.  

 

CAPÍTULO II 

Disposiciones especiales para el análisis y manejo de la información por parte de la Dirección de Información, 

Análisis y Reacción Inmediata (DIARI) de la Contraloría General de la República 

Artículo 95. Finalidad del procesamiento de la información. La Unidad de Análisis de la Información de la Dirección 

de Información, Análisis y Reacción Inmediata (DIARI), en el ejercicio de sus funciones ordinarias o a solicitud del 

Contralor General de la República, del Director de Información, Análisis y Reacción Inmediata o los titulares de 

las Contralorías Delegadas Generales o Sectoriales de la Contraloría General de la República, producirá informes 

de analítica de datos sobre hechos constitutivos de presunto daño fiscal, de búsqueda selectiva en bases de datos, 

de analítica predictiva y prospectiva, y otros reportes e insumos, con el propósito de hacer más eficientes las 

funciones de vigilancia y control fiscal de la Contraloría General de la República.  

La búsqueda selectiva en bases de datos procederá únicamente a solicitud del Contralor General de la República, 

del Director de Información, Análisis y Reacción Inmediata de la Contraloría General de la República, en el marco 

de ejercicios de control fiscal y de procesos de responsabilidad fiscal.  

Parágrafo 1°. Para efectos de la producción de los informes, reportes o insumos de que trata este artículo, el 

Contralor General de la República establecerá la ruta, los procedimientos y protocolos al interior de la entidad, 



que permitan garantizar la trazabilidad del proceso desde su origen hasta su fin, que incluya la autenticación del 

interesado, objeto de la solicitud de información y su finalidad específica, la cual no podrá versar sobre el 

contenido integral de las bases de datos. La trazabilidad de dicha ruta será inalterable.  

Parágrafo 2°. Es deber de los servidores públicos de la Contraloría General de la República la observancia de los 

procedimientos y protocolos definidos por el Contralor General de la República para el acceso y análisis de la 

información, so pena de las sanciones disciplinarias a las que haya lugar por su incumplimiento.  

Parágrafo 3°. La Contraloría General de la República no podrá tomar decisiones que tengan efectos jurídicos sobre 

personas naturales o jurídicas, exclusivamente con base en el tratamiento automatizado de sus datos personales.  

Artículo 96. Actualización o rectificación de datos personales. La actualización o rectificación de la información 

personal deberá solicitarse ante el responsable del tratamiento de la base de datos o registro correspondiente.  

Artículo 97. Reserva de los informes producto de búsqueda selectiva. Los informes producto de una búsqueda 

selectiva en las bases de datos generados por la Unidad de Análisis de la Información de la Dirección de Información, 

Análisis y Reacción Inmediata (DIARI) tendrán carácter reservado hasta que se libere el informe del proceso auditor 

del que hicieron parte o la actuación de fiscalización correspondiente, o hasta que expire el término general fijado 

por la ley para la práctica de pruebas dentro del proceso de responsabilidad fiscal al que fueron integrados.  

En todo caso, deberá mantenerse la reserva de la información cuando esta no conduzca al respectivo hallazgo o 

proceso de responsabilidad fiscal.  

Artículo 98. Reserva de los informes producto de analítica predictiva. Los informes de analítica predictiva que 

produzca la Unidad de Análisis de la información de la Dirección de Información, Análisis y Reacción Inmediata 

(DIARI) se considerarán como información preliminar y no definitiva, propia del proceso deliberatorio de la 

Contraloría General de la República, y tendrán carácter reservado por el término de dos (2) años, contados a partir 

de su generación.  

En todo caso, deberá mantenerse la reserva de la información cuando esta no conduzca al respectivo hallazgo o 

proceso de responsabilidad fiscal.  

Artículo 99. Reserva de los informes de analítica de datos sobre hechos constitutivos de presunto daño fiscal. Los 

informes de analítica de datos sobre hechos constitutivos de presunto daño fiscal que produzca la Unidad de Análisis 

de Información de la Dirección de Información, Análisis y Reacción Inmediata (DIARI), en tanto indiquen la existencia 

de uno o más de los elementos de la responsabilidad fiscal y sirvan para iniciar procesos de responsabilidad fiscal, 

tendrán carácter reservado por el término de seis (6) meses, contados a partir de su generación o liberación, 

término dentro del cual las dependencias encargadas de conocer el proceso de responsabilidad fiscal deberán 

archivar o iniciar la actuación correspondiente. En este último caso, la reserva se extenderá hasta que expire el 

término general fijado por la ley para la práctica de pruebas dentro del proceso de responsabilidad fiscal al que 

fueron integrados.  

En todo caso, deberá mantenerse la reserva de la información cuando esta no conduzca al respectivo hallazgo o 

proceso de responsabilidad fiscal.  

Artículo 100. Retención documental del registro de informes. La Unidad de Análisis de la Información de la 

Dirección de Información, Análisis y Reacción Inmediata (DIARI) deberá generar un registro de todos los informes, 

insumos y reportes que produzca. Este registro deberá mantenerse actualizado y su información tendrá un término 

de retención documental mínimo de veinte (20) años.  

TÍTULO XI 

FUNCIONES ESPECIALES DE POLICÍA JUDICIAL DE LA CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA 

CAPÍTULO I 

Principios rectores de la Policía Judicial 



Artículo 101. Principios. Las actuaciones de la Contraloría General de la República, en ejercicio de las funciones 

especiales de Policía Judicial se realizarán con estricto respeto de las garantías constitucionales, legales y 

atendiendo a los principios de dignidad humana, legalidad, imparcialidad, investigación técnica y especializada, 

eficiencia, oportunidad y eficacia.  

Artículo 102. Autonomía e Independencia. La coordinación y el ejercicio de las funciones especiales de Policía 

Judicial para la vigilancia y el control fiscal en todas sus modalidades, estará a cargo del Contralor General de la 

República y el desempeño de estas se realizará de manera autónoma e independiente.  

Lo anterior, sin perjuicio de las atribuciones ordinarias de Policía Judicial para la investigación penal y otros efectos, 

ya reconocidas en la ley a la Contraloría General de la República.  

Artículo 103. Colaboración Armónica. En el ejercicio de las funciones especiales de Policía Judicial para la vigilancia 

y el control fiscal en todas sus modalidades, la Contraloría General de la República podrá requerir la colaboración 

de entidades públicas y privadas, territoriales, nacionales e internacionales. Así mismo, podrá solicitar el apoyo de 

la Policía Nacional para garantizar su cumplimiento.  

 

CAPÍTULO II 

Funciones especiales de Policía Judicial para la vigilancia y el control fiscal 

Artículo 104. Funciones Especiales de Policía Judicial. Son funciones especiales de policía judicial de la Contraloría 

General de la República, en el marco del numeral 16 del artículo 268 de la Constitución Política, aquellas actividades 

investigativas para adelantar la vigilancia y control fiscal de los bienes o fondos públicos en defensa de los intereses 

patrimoniales del Estado, que cumplan con alguno de los siguientes criterios:  

a) Pruebas que deban recaudarse o practicarse mediante actuaciones urgentes o especiales por fuera del marco de 

un procedimiento ordinario de control fiscal micro o macro, indagación preliminar o proceso de responsabilidad 

fiscal, a través de, entre otros mecanismos, visitas de fiscalización y verificación a los sujetos de control y 

particulares que manejen recursos públicos, sin previa notificación o aviso, en las cuales podrá acceder a toda la 

información sin que se le pueda oponer reserva y recaudar pruebas relacionadas con la custodia, manejo y 

administración de los recursos públicos.  

Los medios probatorios que sean recaudados durante estas diligencias serán objeto de contradicción en las 

oportunidades procesales ordinarias.  

b) Las que se requieran para el análisis e investigación técnica y especializada de conductas en contexto que 

permitan hacer seguimiento del recurso público, identificar organizaciones, dinámicas o comportamientos 

recurrentes que ocasionen pérdida y menoscabo del patrimonio público, generando insumos con valor probatorio, 

por fuera del marco de un procedimiento ordinario de control fiscal micro o macro, indagación preliminar o proceso 

de responsabilidad fiscal, y bajo los procedimientos y protocolos establecidos por el Contralor General de la 

República.  

Los medios probatorios que sean recaudados durante estas diligencias serán objeto de contradicción en las 

oportunidades procesales ordinarias.  

Parágrafo 1°. Las funciones y criterios dispuestos en este artículo se ejercerán sin perjuicio de las atribuciones de 

policía judicial ya otorgadas en la ley a la Contraloría General de la República.  

El Contralor General de la República establecerá los protocolos y procedimientos de policía judicial al interior de la 

Contraloría General de la República.  

Parágrafo 2°. El ejercicio de las funciones especiales de policía judicial a las que se refiere este artículo corresponde 

exclusivamente al Contralor General de la República directamente o a través de los servidores públicos de la 

entidad, sin perjuicio de la función de policía judicial atribuidas a los servidores o dependencias por disposición 

legal.  



Artículo 105. Atribuciones Jurisdiccionales. El Contralor General de la República y el Director de la Dirección de 

Información, Análisis y Reacción Inmediata (DIARI), de conformidad con lo dispuesto en el artículo 116 de la 

Constitución Política, tendrán atribuciones jurisdiccionales exclusivamente para autorizar la práctica y el 

aseguramiento de pruebas necesarias, en los ejercicios de vigilancia y control fiscal, responsabilidad fiscal y 

reacción inmediata en todas sus modalidades, cuando puedan tener injerencia en derechos fundamentales y se 

evidencie la necesidad estricta de la prueba, por riesgo inminente de pérdida, alteración o deterioro de la misma, 

para probar hechos de importancia pública relacionada con la protección al patrimonio público.  

Parágrafo. Esta facultad solo operará exclusivamente en tratándose de ejercicios de vigilancia y control fiscal 

adelantados directamente por la Contraloría General de la República y no será extensivo a otros órganos de 

control. Mientras que el Contralor General de la República expide los manuales de organización y funcionamiento 

necesarios, estas atribuciones se ejercerán de conformidad con las previstas para el Procurador General de la 

Nación en el Código Disciplinario Único, toda vez que guardan identidad en su naturaleza y finalidad.  

 

TÍTULO XII 

JURISDICCIÓN COACTIVA 

Artículo 106. Jurisdicción coactiva. Los órganos de control fiscal ejercerán la jurisdicción coactiva de acuerdo con 

lo previsto en el presente decreto ley en su jurisdicción y respecto de los asuntos de su competencia.  

Parágrafo. El cobro coactivo se ejercerá por la dependencia correspondiente conforme a la estructura orgánica y 

funcional del órgano de control fiscal. En su defecto, el representante legal podrá delegar el ejercicio de esta 

atribución en el servidor o dependencia que de acuerdo a su naturaleza deba asumirlo.  

Artículo 107. Reglas de procedimiento para el cobro coactivo de los órganos de control fiscal. Los procesos de 

cobro coactivo de competencia de los órganos de control fiscal para hacer efectivos los títulos ejecutivos a los que 

se refiere el presente título se rigen por las normas previstas en el presente decreto ley; los artículos 12, 56 y 58 de 

la Ley 610 de 2000 y 103 de la Ley 1474 de 2011.  

A falta de regulación expresa en las anteriores disposiciones se aplicarán, en su orden, las siguientes normas:  

1. El Título IV de la Parte Primera del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.  

2. El Estatuto Tributario.  

3. La Parte Primera del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.  

4. El Código General del Proceso.  

Artículo 108. Prelación de créditos. Los créditos derivados de los fallos con responsabilidad fiscal, las resoluciones 

ejecutoriadas que impongan multas fiscales, y las pólizas de seguros y demás garantías a favor de las entidades 

públicas que se integren a fallos con responsabilidad fiscal, se entienden como créditos fiscales de primera clase y 

tendrán prelación según el orden establecido en el artículo 2495 del Código Civil o las normas especiales que 

establezcan órdenes de prelación.  

Parágrafo transitorio. Lo dispuesto en el presente artículo se aplicará a los créditos que se constituyan con 

posterioridad a la entrada en vigencia del presente decreto ley.  

Artículo 109. Preferencia del cobro coactivo que adelantan los órganos de control fiscal. Los procesos de cobro 

coactivo de competencia de la Contraloría General de la República y demás órganos de control fiscal para obtener 

el pago de las obligaciones derivadas de los fallos con responsabilidad fiscal, las resoluciones ejecutoriadas que 

impongan multas fiscales, y las pólizas de seguros y demás garantías a favor de las entidades públicas que se 

integren a fallos con responsabilidad fiscal, no se suspenderán por la iniciación o el trámite de actuaciones o 

procesos de intervención administrativa, reorganización de pasivos o liquidación forzosa o voluntaria; así como 

tampoco se pondrán a disposición del interventor, promotor, liquidador o juez del proceso las medidas cautelares 



que hayan sido ordenadas y practicadas dentro de los procesos adelantados, las cuales tendrán prelación sobre las 

medidas que se adopten dentro de la actuación concursal.  

La Contraloría General de la República y demás órganos de control fiscal, solamente concurrirán a los procesos de 

reorganización de pasivos o de liquidación, para reclamar el pago de las obligaciones a las que se refiere el inciso 

anterior, cuando al momento de la comunicación de la iniciación de la respectiva actuación concursal al órgano de 

control fiscal no se haya librado mandamiento de pago por cobro coactivo y no existan medidas cautelares para 

garantizar el pago de la obligación.  

En caso de haber librado mandamiento de pago y no se hayan decretado medidas cautelares por el órgano de 

control fiscal al momento de la comunicación de la iniciación de la actuación concursal, o dichas medidas resulten 

insuficientes para el pago de la deuda, el encargado del trámite concursal deberá poner a disposición del órgano de 

control fiscal los bienes del deudor en cuantía suficiente para el pago de la obligación fiscal.  

Parágrafo transitorio. Lo dispuesto en el presente artículo se aplicará a los procesos de cobro coactivo en los que el 

mandamiento de pago sea expedido con posterioridad a la entrada en vigencia del presente decreto ley.  

Artículo 110. Títulos ejecutivos fiscales. Prestan mérito ejecutivo:  

1. Los fallos con responsabilidad fiscal contenidos en providencias debidamente ejecutoriadas.  

2. Las resoluciones ejecutoriadas que impongan multas fiscales una vez transcurrido el término concedido en ellas 

para su pago.  

3. Las pólizas de seguros y demás garantías a favor de las entidades públicas que se integren a fallos con 

responsabilidad fiscal.  

Artículo 111. Intereses moratorios. Los títulos ejecutivos a los que se refiere el artículo 110 de este decreto ley que 

queden en firme después de su entrada en vigencia, generarán intereses moratorios según lo previsto por el artículo 

884 del Código de Comercio a la tasa máxima legal certificada por la Superintendencia Financiera a partir del día 

siguiente a su ejecutoria o de la fecha en que deba realizar el pago, según corresponda.  

Artículo 112. Pérdida de ejecutoriedad y prescripción. Los títulos ejecutivos a los que se refiere el presente Título, 

perderán ejecutoriedad de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 91 de la Ley 1437 de 2011, el término allí 

establecido se interrumpirá con la notificación del mandamiento de pago.  

Los procesos de cobro coactivo adelantados por los órganos de control fiscal prescribirán en el término de diez (10) 

años contados a partir de la notificación del mandamiento de pago. La prescripción se interrumpirá por la 

celebración de acuerdos de pago.  

Parágrafo transitorio. El término de prescripción dispuesto en el presente artículo aplicará a los procesos de cobro 

coactivo en los que el mandamiento de pago sea expedido con posterioridad a la entrada en vigencia del presente 

decreto ley.  

Artículo 113. De las instancias del proceso de cobro coactivo. Serán de única instancia los procesos de cobro 

coactivo cuyo título ejecutivo corresponda a fallos con responsabilidad fiscal o garantías que se integren a estos, 

proferidos en única instancia, conforme a las competencias que establezca el Contralor General de la República. En 

los demás casos los procesos de cobro coactivo gozarán de doble instancia.  

Parágrafo. Los funcionarios ejecutores podrán comisionar a funcionarios de igual o inferior categoría de las áreas 

de cobro coactivo de la Contraloría General de la República para la práctica de pruebas y realización de otras 

diligencias que deban adelantarse fuera de la sede del funcionario de conocimiento.  

Parágrafo transitorio. Lo dispuesto en el presente artículo se aplicará a los procesos de cobro coactivo que se inicien 

con posterioridad a la entrada en vigencia del presente decreto ley.  

Artículo 114. Trámite de excepciones. El trámite de las excepciones se adelantará en cuaderno separado de acuerdo 

con lo siguiente:  



1. El funcionario competente dispondrá de un término de treinta (30) días para decidir sobre las excepciones 

propuestas.  

2. El funcionario competente, recibido el escrito que propone las excepciones, decretará las pruebas pedidas por 

las partes que fueren procedentes y las que de oficio estime necesarias, y fijará el término de diez (10) días para 

practicarlas, vencido el cual se decidirá sobre las excepciones propuestas.  

3. Si prospera alguna excepción contra la totalidad del mandamiento de pago, el funcionario competente se 

abstendrá de fallar sobre las demás y deberá cumplir lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 282 del Código 

General del Proceso.  

4. Si se encuentran probadas las excepciones, el funcionario competente así lo declarará y ordenará la terminación 

y archivo del proceso cuando fuere del caso y  

el levantamiento de las medidas preventivas cuando se hubieren decretado. En igual forma procederá si en 

cualquier etapa del proceso el deudor cancelara la totalidad de las obligaciones.  

Cuando la excepción probada, lo sea respecto de uno o varios de los títulos comprendidos en el mandamiento de 

pago, el proceso continuará en relación con los demás sin perjuicio de los ajustes correspondientes.  

5. Si las excepciones no prosperan, o prosperan parcialmente, la providencia ordenará llevar adelante la ejecución 

en la forma que corresponda. Contra esta providencia procede únicamente el recurso de reposición.  

6. Si prospera la excepción de beneficio de inventario, la sentencia limitará la responsabilidad del ejecutado al valor 

por el cual se le adjudicaron los bienes en el respectivo proceso de sucesión.  

Artículo 115. Notificaciones en el procedimiento de cobro coactivo. En el procedimiento de cobro coactivo 

únicamente se notificarán personalmente el mandamiento de pago y la decisión que resuelve las excepciones y 

ordena seguir adelante la ejecución. Para estas providencias se aplicará el sistema de notificación personal, por 

correo electrónico y por aviso previsto para las actuaciones administrativas en la Ley 1437 de 2011. Las demás 

decisiones que se profieran dentro del proceso de cobro coactivo serán notificadas por estado.  

Artículo 116. Control jurisdiccional. Sólo serán demandables ante la Jurisdicción Contencioso Administrativa las 

resoluciones que fallan las excepciones y ordenan la ejecución.  

La admisión de la demanda no suspende el proceso de cobro, pero el remate no se realizará hasta que exista 

pronunciamiento definitivo de dicha jurisdicción.  

Artículo 117. Embargo y secuestro. Previa o simultáneamente con el mandamiento de pago y en cuaderno 

separado, el funcionario podrá decretar el embargo y secuestro preventivo de los bienes del deudor que se hayan 

establecido como de su propiedad.  

Para el efecto los funcionarios competentes podrán identificar los bienes del deudor por medio de las informaciones 

suministradas por entidades públicas o privadas, las cuales estarán obligadas en todos los casos a dar pronta y 

cumplida respuesta a las contralorías, allegando copia de la declaración juramentada sobre los bienes del ejecutado 

presentada al momento de asumir el cargo, o cualquier otro documento. El incumplimiento a lo anterior dará lugar 

a multa.  

Parágrafo. Para el ejercicio eficaz del cobro coactivo se crea el Sistema de Búsqueda de Bienes de los Presuntos 

Responsables Fiscales a través del cual se compilará y procesará la información de los bienes y rentas de los 

servidores públicos, contratistas del Estado y demás presuntos responsables vinculados a procesos de 

responsabilidad fiscal adelantados por la Contraloría General de la República. Este sistema interoperará con el 

Sistema de información y Gestión del Empleo Público (SIGEP), y con los sistemas de información y bases de datos 

en los cuales repose información sobre los bienes y rentas de los sujetos objeto de control cuando así sea 

procedente. El Contralor General de la República establecerá las directrices para el funcionamiento del sistema.  

Artículo 118. Depósitos en los procesos que adelantan los órganos de control fiscal. Los dineros que deban 

consignarse a órdenes de los órganos de control fiscal como resultado de una medida cautelar en procesos de 

responsabilidad fiscal o de cobro coactivo se depositarán en el Banco Agrario de Colombia.  



Para efectos de la liquidación de los intereses, los anteriores pagos se causarán por trimestre calendario y deberán 

pagarse dentro de los diez días siguientes al vencimiento del plazo. Sobre estos montos el Banco Agrario deberá 

pagar intereses a una tasa equivalente al 50% de la DTF vigente.  

Artículo 119. Otras medidas para garantizar el pago. Cuando aparezca que los bienes del responsable fiscal son 

insuficientes para cubrir el total de la suma establecida en el fallo con responsabilidad fiscal, los órganos de control 

fiscal podrán solicitar la revocación de los siguientes actos realizados por el responsable fiscal, dentro de los 

dieciocho, (18) meses anteriores a la ejecutoria del citado fallo, siempre que el acto no se haya celebrado con buena 

fe exenta de culpa.  

1. Los de disposición a título gratuito.  

2. El pago de deudas no vencidas.  

3. Toda dación en pago perjudicial para el patrimonio del responsable fiscal.  

4. Todo contrato celebrado con su cónyuge, compañero permanente, con sus parientes dentro del cuarto grado de 

consanguinidad, segundo de afinidad, único civil o con algún consorcio en sociedad distinta de la anónima.  

5. Todo contrato celebrado con sociedades en las cuales el responsable fiscal o las mismas personas nombradas en 

el anterior ordinal sean dueños, individual o conjuntamente de un treinta por ciento (30%) o más del capital.  

6. La liquidación de bienes de la sociedad conyugal del responsable fiscal, hecha por mutuo consenso o pedida por 

uno de los cónyuges con aceptación del otro.  

7. Las cauciones, hipotecas, prendas, fiducias de garantía, avales, fianzas y demás garantías, cuando con ellas se 

aseguren deudas de terceros.  

Las acciones revocatorias se tramitarán ante el juez civil del circuito del domicilio del responsable fiscal, por el 

trámite del proceso verbal que regula el Código General del Proceso, el cual no suspenderá ni afectará el curso y 

cumplimiento del proceso por jurisdicción coactiva.  

El Juez dará prelación a estos procesos, so pena de incurrir en mala conducta, salvo que pruebe causa que justifique 

la demora.  

Artículo 120. Recursos de depósitos no identificados. Los recursos correspondientes a los depósitos que tengan 

más de dos años (2) años desde su consignación y no se haya identificado su depositante o el proceso de 

responsabilidad fiscal o de cobro coactivo por el cual se hizo el depósito, prescribirán de pleno derecho.  

Para el traslado de los recursos de estos depósitos se seguirá en lo pertinente el procedimiento indicado en el 

parágrafo del artículo 192A de la Ley 270 de 1996.  

Artículo 121. Acuerdos de pago. En cualquier etapa del proceso de jurisdicción coactiva el deudor podrá celebrar 

un acuerdo de pago con el organismo de control fiscal, en cuyo caso se suspenderá el proceso y las medidas 

preventivas que hubieren sido decretadas.  

Sin perjuicio de la exigibilidad de garantías, cuando se declare el incumplimiento de pago, deberá reanudarse el 

proceso si aquellas no son suficientes para cubrir la totalidad de la deuda.  

La suscripción de acuerdo de pago suspenderá la anotación en el boletín de responsables fiscales y la inhabilidad 

de que trata el parágrafo 1° del artículo 38 de la Ley 734 de 2002 o las normas que la modifiquen o sustituyan. En 

caso de incumplimiento, se restablecerá inmediatamente la anotación y la inhabilidad, y el acuerdo de pago se 

entenderá terminado por ministerio de la ley.  

Parágrafo. El Contralor General de la República desarrollará los términos y condiciones generales para la suscripción 

de acuerdos de pago en sede de jurisdicción coactiva.  

Artículo 122. Cesación de la gestión de cobro. Los órganos de control fiscal excluirán de su gestión de cobro las 

obligaciones que, a la entrada en vigencia de esta norma, cuenten con una antigüedad de más de diez (10) años 



contados a partir de la notificación del mandamiento de pago y no se hayan encontrado bienes para el pago de la 

deuda.  

Igualmente, se excluirán de dicha gestión las obligaciones que por su cuantía no se justifique el adelantamiento del 

cobro coactivo según criterios de eficiencia de acuerdo con la reglamentación que para el efecto expida el Contralor 

General de la República; así como los procesos de cobro coactivo que se adelanten contra personas fallecidas o 

personas jurídicas liquidadas que no cuenten con bienes para el pago de la obligación.  

En los anteriores casos, se ordenará el archivo del proceso de cobro coactivo y se informará a la entidad afectada 

con el daño patrimonial para que esta proceda a adoptar las medidas y decisiones necesarias para el saneamiento 

contable.  

Los órganos de control fiscal podrán reabrir los procesos de cobro dentro de los cinco (5) años siguientes a su archivo 

por las razones previstas en este artículo, cuando se identifiquen bienes de propiedad del deudor y se establezca 

mediante prueba sumaria ocultamiento de bienes o cualquier otra maniobra para eludir la efectividad del cobro 

coactivo.  

Artículo 123. Auxiliares de la justicia. En los procesos de cobro coactivo que adelantan los órganos de control fiscal 

se podrá designar como auxiliares para el cumplimiento de los oficios requeridos en el trámite del proceso a las 

personas inscritas en las listas que elaboren los mismos órganos de control fiscal, las de auxiliares de la justicia de 

la Rama Judicial; y, en aquellos lugares donde no existan listas disponibles, a personas naturales o jurídicas de 

reconocida trayectoria e idoneidad que puedan cumplir los encargos como peritos o secuestres, lo cual deberá 

constar en la motivación de la respectiva providencia de designación.  

Las garantías que constituyan los auxiliares de la justicia para pertenecer a las respectivas listas se entienden 

constituidas a favor de cualquier entidad pública a la cual presten sus servicios como auxiliares de la justicia en su 

especialidad.  

En caso de designación de peritos y secuestres donde no exista lista de auxiliares disponible no se exigirá garantía 

para el ejercicio del respectivo encargo.  

Los miembros activos de los consultorios jurídicos de universidades oficialmente reconocidas podrán ser designados 

como curadores ad litem en los procesos de cobro coactivo cuando a ello hubiere lugar.  

El Gobierno nacional reglamentará el régimen y la remuneración de los auxiliares de la justicia.  

 

TÍTULO XIII 

FORTALECIMIENTO DEL PROCESO DE RESPONSABILIDAD FISCAL 

Artículo 124. Modificar el artículo 4° de la Ley 610 de 2000, el cual quedará así:  

“Artículo 4°. Objeto de la responsabilidad fiscal. La responsabilidad fiscal tiene por objeto el resarcimiento de los 

daños ocasionados al patrimonio público como consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa de 

quienes realizan gestión fiscal o de servidores públicos o particulares que participen, concurran, incidan o 

contribuyan directa o indirectamente en la producción de los mismos, mediante el pago de una indemnización 

pecuniaria que compense el perjuicio sufrido por la respectiva entidad estatal. Para el establecimiento de 

responsabilidad fiscal en cada caso, se tendrá en cuenta el cumplimiento de los principios rectores de la función 

administrativa y de la gestión fiscal.  

Parágrafo. La responsabilidad fiscal es autónoma e independiente y se entiende sin perjuicio de cualquier otra clase 

de responsabilidad”.  

Artículo 125. Modificar el artículo 5° de la Ley 610 de 2000, el cual quedará así:  

“Artículo 5°. Elementos de la responsabilidad fiscal. La responsabilidad fiscal estará integrada por los siguientes 

elementos: - Una conducta dolosa o gravemente culposa atribuible a una persona que realiza gestión fiscal o de 



quien participe, concurra, incida o contribuya directa o indirectamente en la producción del daño patrimonial al 

Estado. - Un daño patrimonial al Estado. - Un nexo causal entre los dos elementos anteriores”.  

Artículo 126. Modificar el artículo 6° de la Ley 610 de 2000, el cual quedará así:  

“Artículo 6°. Daño patrimonial al Estado. Para efectos de esta ley se entiende por daño patrimonial al Estado la 

lesión del patrimonio público, representada en el menoscabo, disminución, perjuicio, detrimento, pérdida, o 

deterioro de los bienes o recursos públicos, o a los intereses patrimoniales del Estado, producida por una gestión 

fiscal antieconómica, ineficaz, ineficiente, e inoportuna, que en términos generales, no se aplique al cumplimiento 

de los cometidos y de los fines esenciales del Estado, particularizados por el objetivo funcional y organizacional, 

programa o proyecto de los sujetos de vigilancia y control de los órganos de control fiscal. Dicho daño podrá 

ocasionarse como consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa de quienes realizan gestión fiscal o de 

servidores públicos o particulares que participen, concurran, incidan o contribuyan directa o indirectamente en 

la producción del mismo.  

Artículo 127. Modificar el artículo 9° de la Ley 610 de 2000, el cual quedará así:  

“Artículo 9°. Caducidad y prescripción. La acción fiscal caducará si transcurridos diez (10) años desde la ocurrencia 

del hecho generador del daño al patrimonio público, no se ha proferido auto de apertura del proceso de 

responsabilidad fiscal. Una vez proferido el auto de apertura se entenderá interrumpido el término de caducidad 

de la acción fiscal.  

Este término empezará a contarse para los hechos o actos instantáneos desde el día de su realización, y para los 

complejos, de tracto sucesivo, de carácter permanente o continuado desde la del último hecho o acto.  

La responsabilidad fiscal prescribirá en cinco (5) años, contados a partir de la expedición del auto de apertura del 

proceso de responsabilidad fiscal, si dentro de dicho término no se ha dictado providencia en firme que la declare.  

El vencimiento de los términos establecidos en el presente artículo no impedirá que cuando se trate de hechos 

punibles, se pueda obtener la reparación de la totalidad del detrimento y demás perjuicios que haya sufrido la 

administración, a través de la acción civil o incidente de reparación integral en calidad de víctima en el proceso 

penal, que podrá ser ejercida por la contraloría correspondiente o por la respectiva entidad pública”.  

Artículo 128. Adicionar un parágrafo 2° al artículo 12 de la Ley 610 de 2000, así:  

“Parágrafo 2°. Las medidas cautelares en el proceso ordinario de responsabilidad fiscal estarán limitadas al valor 

estimado del daño al momento de su decreto. Cuando la medida cautelar recaiga sobre sumas líquidas de dinero, 

se podrá incrementar hasta en un cincuenta por ciento (50%) de dicho valor y de un ciento por ciento (100%) 

tratándose de otros bienes, límite que se tendrá en cuenta para cada uno de los presuntos responsables fiscales”.  

Artículo 129. Modificar el artículo 13 de la Ley 610 de 2000, el cual quedará así:  

“Artículo 13. Suspensión de términos. El cómputo de los términos previstos en la presente ley se suspenderá en los 

eventos de fuerza mayor o caso fortuito, por la tramitación de una declaración de impedimento o recusación hasta 

la comunicación de la decisión correspondiente, o por la proposición de conflicto de competencias hasta el 

momento en el cual el funcionario a quien se le remite asuma el conocimiento del asunto o el conflicto sea resuelto 

y comunicado.  

En tales casos, tanto la suspensión como la reanudación de los términos se ordenará mediante auto de trámite, que 

se notificará por estado al día siguiente de su expedición y contra el cual no procede recurso alguno”.  

Artículo 130. Modificar el artículo 14 de la Ley 610 de 2000, el cual quedará así:  

“Artículo 14. Unidad procesal y conexidad. Por cada hecho generador de responsabilidad fiscal se adelantará una 

sola actuación procesal, cualquiera sea el número de implicados; si se estuviere adelantando más de una actuación 

por el mismo asunto, se dispondrá mediante auto de trámite la agregación de las diligencias a aquellas que se 

encuentren más adelantadas, sin que en ningún caso se afecte el término de prescripción o caducidad, según el 

caso. Los hechos conexos se investigarán y decidirán conjuntamente”.  



Artículo 131. Modificar y adicionar un parágrafo al artículo 16 de la Ley 610 de 2000, el cual quedará así:  

“Artículo 16. Archivo de la Indagación Preliminar. En cualquier estado de la indagación preliminar, procederá su 

archivo cuando se establezca que la acción fiscal no podía iniciarse o proseguirse por haber operado la caducidad, 

cuando se demuestre que el hecho no existió o que no es constitutivo de daño patrimonial al Estado o no comporta 

el ejercicio de gestión fiscal, o se acredite una causal eximente de responsabilidad fiscal o aparezca demostrado que 

el daño investigado ha sido resarcido totalmente por pago o reintegro del bien.  

Parágrafo. En todo caso, el Contralor General de la República o quien él delegue, el Auditor General de la República 

o el contralor territorial correspondiente, podrán efectuar la revisión de las decisiones de archivo de indagaciones 

preliminares y ordenar que se reinicie la indagación preliminar o impartir las órdenes que considere pertinentes 

para proteger el patrimonio público, sin que le sea oponible reserva alguna; contra esta decisión no procederá 

ningún recurso”.  

Artículo 132. Modificar el artículo 18 de la Ley 610 de 2000, el cual quedará así:  

“Artículo 18. Grado de consulta. Se establece el grado de consulta en defensa del interés público, del ordenamiento 

jurídico y de los derechos y garantías fundamentales. Procederá la consulta cuando se dicte auto de archivo, cuando 

el fallo sea sin responsabilidad fiscal o cuando el fallo sea con responsabilidad fiscal y el responsabilizado hubiere 

estado representado por un defensor de oficio, en desarrollo del cual se podrá revisar integralmente la actuación, 

para modificarla, confirmarla o revocarla, tomando la respectiva decisión sustitutiva u ordenando motivadamente 

a la primera instancia proseguir la investigación con miras a proteger el patrimonio público.  

Para efectos de la consulta, el funcionario que haya proferido la decisión deberá enviar el expediente dentro del 

término de ocho (8) días siguientes a su notificación, a su superior funcional o jerárquico, según la estructura y 

manual de funciones de cada órgano fiscalizador.  

Si transcurridos dos (2) meses de recibido el expediente por el superior no se hubiere proferido la respectiva 

providencia, quedará en firme el fallo o auto materia de la consulta, sin perjuicio de la responsabilidad disciplinaria 

del funcionario moroso”.  

Parágrafo transitorio. Los términos previstos en el presente artículo se aplicarán a los procesos que se inicien con 

posterioridad a la entrada en vigencia del presente decreto ley.  

Artículo 133. Modificar el artículo 20 de la Ley 610 de 2000, el cual quedará así:  

“Artículo 20. Reserva y expedición de copias. Las actuaciones adelantadas durante la indagación preliminar y el 

proceso ordinario o verbal de responsabilidad fiscal son reservadas hasta que se culmine el período probatorio 

establecido para su práctica.  

En consecuencia, ningún funcionario podrá suministrar información, ni expedir copias de piezas procesales, salvo 

que las solicite autoridad competente para conocer asuntos judiciales, disciplinarios, fiscales o administrativos.  

El incumplimiento de esta obligación constituye falta disciplinaria, la cual será sancionada por la autoridad 

competente con multa de cinco (5) a diez (10) salarios mínimos mensuales.  

Los sujetos procesales tendrán derecho a obtener copia de la actuación para su uso exclusivo y el ejercicio de sus 

derechos, con la obligación de guardar reserva sin necesidad de diligencia especial. Mediante constancia simple se 

registrará la actuación y su comunicación al solicitante, la cual se incorporará al expediente”.  

Artículo 134. Modificar el artículo 37 de la Ley 610 de 2000, el cual quedará así:  

“Artículo 37. Saneamiento de nulidades. En cualquier etapa del proceso en que el funcionario de conocimiento 

advierta que existe alguna de las causales previstas en el artículo anterior, decretará la nulidad total o parcial de lo 

actuado desde el momento en que se presentó la causal y ordenará que se reponga la actuación que dependa del 

acto declarado nulo, para que se subsane lo afectado. Las pruebas y medidas cautelares practicadas legalmente 

conservarán su plena validez.  



Cuando se declare la falta de competencia para conocer el proceso de responsabilidad fiscal, lo actuado conservará 

su validez y el proceso se enviará de inmediato al competente; pero si se hubiere dictado fallo, este se declarará 

nulo”.  

Artículo 135. Modificar y adicionar dos parágrafos al artículo 39 de la Ley 610 de 2000, el cual quedará así:  

“Artículo 39. Indagación preliminar. Si no existe certeza sobre la ocurrencia del hecho, la causación del daño 

patrimonial con ocasión de su acaecimiento, la entidad afectada y la determinación de los presuntos responsables, 

podrá ordenarse indagación preliminar por un término máximo de seis (6) meses, prorrogables por un término igual 

mediante auto motivado, al cabo de los cuales solamente procederá el archivo de las diligencias o la apertura del 

proceso de responsabilidad fiscal ordinario o apertura e imputación en el proceso verbal.  

La indagación preliminar tendrá por objeto verificar la competencia del órgano fiscalizador, la ocurrencia de la 

conducta y su afectación al patrimonio estatal, determinar la entidad afectada e identificar a los servidores públicos 

y a los particulares que hayan causado el detrimento o intervenido o contribuido a él.  

Parágrafo 1°. Previo a la apertura de la indagación preliminar o del proceso de responsabilidad fiscal, procederá el 

archivo del asunto, mediante acto motivado, cuando del análisis del mismo se evidencie la caducidad de la acción 

fiscal o se determine la inexistencia de daño al patrimonio público.  

La decisión de archivo previo será comunicada a la entidad afectada ya la autoridad que originó el antecedente 

respectivo. Contra dicha decisión no procede recurso alguno.  

Parágrafo 2°. Cuando la autoridad que adelanta la indagación preliminar es la misma que debe dar apertura al 

proceso de responsabilidad fiscal, deberá proferir auto de cierre de la indagación preliminar, debidamente 

motivado y soportado probatoriamente, y a la mayor brevedad el auto de apertura del proceso. Si la decisión es de 

archivo, proferirá auto de archivo de la indagación preliminar.  

Parágrafo 3°. En caso de que la autoridad que adelanta la indagación preliminar sea diferente a aquella a la que le 

corresponde adelantar el proceso de responsabilidad fiscal, deberá trasladar las diligencias mediante oficio 

motivado y soportado probatoriamente al operador competente, para que, si hay lugar a ello, decida sobre el inicio 

del proceso de responsabilidad fiscal o el archivo de la actuación según corresponda”.  

Artículo 136. Modificar el artículo 42 de la Ley 610 de 2000, el cual quedará así:  

“Artículo 42. Garantía de defensa del implicado. Quien tenga conocimiento de la existencia de indagación preliminar 

o de proceso de responsabilidad fiscal en su contra y antes de que se le formule auto de imputación de 

responsabilidad fiscal, podrá solicitar al correspondiente funcionario que le reciba exposición libre y espontánea, 

para cuya diligencia podrá designar un apoderado que lo asista y lo represente durante el proceso, y así se le hará 

saber al implicado, sin que la falta de apoderado constituya causal que invalide lo actuado.  

En todo caso, no podrá dictarse auto de imputación de responsabilidad fiscal si el presunto responsable no ha sido 

escuchado previamente dentro del proceso en exposición libre y espontánea o no está representado por un 

defensor de oficio si no compareció a la diligencia o no pudo ser localizado.  

En caso de no poder el implicado comparecer a la diligencia, podrá remitir por escrito o por cualquier medio de 

audio o audiovisual, su versión libre y espontánea, siempre que ofrezca legibilidad y seguridad para el registro de lo 

actuado”.  

Artículo 137. Modificar el artículo 43 de la Ley 610 de 2000, el cual quedará así:  

“Artículo 43. Nombramiento de defensor de oficio. Si el implicado no puede ser localizado o citado no comparece a 

rendir la versión, se le nombrará defensor de oficio con quien se continuará el trámite del proceso.  

Para este efecto podrán designarse miembros de los consultorios jurídicos de las Facultades de Derecho legalmente 

reconocidas o de las listas de los abogados inscritos en las listas de auxiliares de la justicia conforme a la ley, quienes 

no podrán negarse a cumplir con este mandato so pena de incurrir en las sanciones legales correspondientes”.  

Artículo 138. Modificar el artículo 49 de la Ley 610 de 2000, el cual quedará así:  



“Artículo 49. Notificación del auto de imputación de responsabilidad fiscal. El auto de imputación de responsabilidad 

fiscal se notificará a los presuntos responsables o a sus apoderados si los tuvieren y a la compañía de seguros si la 

hubiere, en la forma y términos establecidos en el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo.  

Si la providencia no se hubiere podido notificar personalmente a los implicados que no estén representados por 

apoderado, surtida la notificación por aviso o en la página web de la entidad según corresponda, se les designará 

defensor de oficio, con quien se continuará el trámite del proceso. Para estos efectos, se aplicará lo dispuesto en el 

artículo 43”.  

Artículo 139. Modificar el artículo 50 de la Ley 610 de 2000, el cual quedará así:  

“Artículo 50. Traslado. Los presuntos responsables fiscales dispondrán de un término de diez (10) días contados a 

partir del día siguiente a la notificación personal del auto de imputación o por aviso o en la página web de la entidad, 

según corresponda, para presentar los argumentos de defensa frente a las imputaciones efectuadas en el auto y 

solicitar y aportar las pruebas que se pretendan hacer valer. Durante este término el expediente permanecerá 

disponible en la Secretaría”.  

Artículo 140. Modificar el artículo 57 de la Ley 610 de 2000, el cual quedará así:  

“Artículo 57. Segunda instancia. Recibido el proceso, el funcionario de segunda instancia deberá decidir dentro de 

los sesenta (60) días hábiles siguientes.  

El funcionario de segunda instancia podrá decretar de oficio la práctica de las pruebas que considere necesarias 

para decidir la apelación, por un término máximo de treinta (30) días hábiles, libres de distancia, pudiendo 

comisionar para su práctica. Durante este término se suspenderá el término para decidir”.  

Parágrafo transitorio. Los términos previstos en el presente artículo se aplicarán a los procesos que se inicien con 

posterioridad a la entrada en vigencia del presente decreto ley.  

Artículo 141. Modificar el literal a) del artículo 100 de la Ley 1474 de 2011, el cual quedará así:  

“a) El funcionario competente para presidir la audiencia, la declarará abierta con la presencia del presunto 

responsable fiscal o su apoderado, si lo tuviere, o el defensor de oficio y el garante, o a quien se haya designado 

para su representación. Podrán ser invitados a la audiencia los profesionales de apoyo técnico que se considere 

necesario”.  

Artículo 142. Modificar los literales a) y d) del artículo 101 de la Ley 1474 de 2011, los cuales quedarán así:  

“a) El funcionario competente para presidir la audiencia de decisión, la declarará abierta con la presencia del 

funcionario investigador fiscal, el presunto responsable fiscal o su apoderado, si lo tuviere, o el defensor de oficio y 

el garante o a quien se haya designado para su representación. Podrán ser invitados a la audiencia los profesionales 

de apoyo técnico que se considere necesario”.  

(…)  

“d) Terminadas las intervenciones el funcionario competente declarará que el debate ha culminado, y proferirá en 

la misma audiencia de manera motivada, fallo con o sin responsabilidad fiscal. Para tal efecto, la audiencia se podrá 

suspender por un término máximo de veinte (20) días, al cabo de los cuales la reanudará y se procederá a dictar el 

fallo correspondiente, el cual se notificará en estrados. El responsable fiscal, su defensor, apoderado de oficio o el 

tercero declarado civilmente responsable, deberán manifestar en la audiencia si interponen recurso de reposición 

o apelación según fuere procedente, caso en el cual lo sustentará en la misma audiencia o por escrito dentro de los 

diez (10) días siguientes”.  

Artículo 143. Modificar y adicionar dos parágrafos al artículo 110 de la Ley 1474 de 2011, el cual quedará así:  

“Artículo 110. Instancias. El proceso de responsabilidad fiscal será de única instancia cuando la cuantía del presunto 

daño patrimonial estimado en el auto de apertura e imputación o de imputación de responsabilidad fiscal, según el 



caso, sea igual o inferior a la menor cuantía para contratación de la respectiva entidad afectada con los hechos y 

será de doble instancia cuando supere la suma señalada.  

Parágrafo 1°. Cuando el presunto daño patrimonial afecte más de una entidad pública, el número de instancias 

procesales se definirá tomando como base la cuantía para contratación de la entidad que tenga mayor presupuesto 

oficial.  

Parágrafo 2°. Serán de doble instancia, los procesos de responsabilidad fiscal que se adelanten con entidades 

afectadas cuya contratación no esté clasificada por cuantías”.  

Artículo 144. Exclusión o terminación de la acción fiscal por relación costo beneficio. La Contraloría General de la 

República podrá abstenerse de iniciar procesos de responsabilidad fiscal o terminar los mismos anticipadamente 

cuando la afectación de la integridad del patrimonio público resulte poco significativa y la relación costo-beneficio, 

entre el trámite del proceso y del cobro coactivo frente al resarcimiento perseguido no resulte eficiente.  

Para estos efectos, el Contralor General de la República conformará el Comité de Exclusión y Terminación de la 

Acción Fiscal, que contará con al menos dos (2) servidores del nivel directivo designados por el contralor y un (1) 

servidor del nivel profesional elegido por los servidores.  

El comité decidirá sobre la necesidad de iniciar o terminar los procesos de responsabilidad fiscal, de manera 

motivada haciendo constar en acta el análisis de costo beneficio efectuado. Una vez aprobada por mayoría simple, 

la decisión será vinculante para el operador jurídico correspondiente.  

No obstante, las observaciones y los hechos constitutivos de detrimento se incluirán en el Plan de Mejoramiento 

correspondiente, con el fin de que la entidad afectada tome las medidas correspondientes para lograr el 

resarcimiento e informe a la Contraloría para su seguimiento.  

Parágrafo. Esta facultad es exclusiva de la Contraloría General de la República y no aplica a los demás órganos de 

control fiscal.  

Parágrafo transitorio. La aplicación de esta facultad estará sujeta a la expedición, por parte del Contralor General 

de la República, de los actos administrativos que definan los lineamientos generales para su implementación, y será 

aplicable a todos los procesos en curso sin fallo de primera o única instancia.  

Artículo 145. Beneficios por colaboración. La Contraloría General de la República podrá conceder beneficios a las 

personas naturales o jurídicas que hubieren participado en el hecho generador de daño al patrimonio público, en 

caso de que proporcionen información pertinente, conducente y útil o entreguen pruebas sobre la existencia de 

dicha conducta, la identificación de los demás participantes y la ubicación de los recursos públicos.  

Los beneficios por colaboración se regirán por las siguientes reglas:  

a) Los beneficios sólo procederán cuando el colaborador no sea el único responsable o autor de la conducta.  

b) Los beneficios podrán incluir, exclusivamente frente al colaborador, la cesación y archivo total de la acción fiscal, 

o parcial respecto de algunos hechos o determinadas cuantías.  

c) El Contralor General de la República o quienes este delegue establecerán si hay lugar a la obtención de beneficios 

y los determinará en función de la calidad y utilidad de la información que se suministre, teniendo en cuenta los 

siguientes factores:  

i. La eficacia de la colaboración en el esclarecimiento de los hechos y en el resarcimiento del daño al patrimonio 

público, entendiéndose por colaboración con las autoridades el suministro de información y de pruebas que 

permitan establecer la existencia, modalidad, duración y efectos de la conducta, así como la identidad de los 

responsables, su grado de participación y el beneficio obtenido con la conducta, la ubicación de los recursos públicos 

o aquellos de los presuntos responsables que puedan garantizar el resarcimiento del daño.  

ii. La oportunidad en que las autoridades reciban la colaboración.  

iii. La atención a los requerimientos que realice la Contraloría General de la República para el esclarecimiento de los 

hechos.  



iv. Su participación en la destrucción, alteración u ocultamiento de información o elementos de prueba relevantes.  

d) La colaboración deberá ser libre y espontánea y procederá exclusivamente a solicitud del interesado previa 

cumplimiento de los requisitos legales para su trámite.  

e) La persona que solicite beneficios por colaboración declarará por escrito y bajo gravedad de juramento que 

participó en la conducta y no es el único autor del hecho generador del daño.  

Parágrafo. Esta facultad es exclusiva de la Contraloría General de la República y no aplica a los demás órganos de 

control fiscal.  

Parágrafo transitorio. La aplicación de esta facultad estará sujeta a la expedición, por parte del Contralor General 

de la República, de los actos administrativos que definan los lineamientos generales para su implementación, y será 

aplicable a todos los procesos en curso sin fallo de primera instancia.  

Artículo 146. Trámite. La aplicación de los beneficios por colaboración seguirá el siguiente trámite general:  

1. La solicitud debe hacerla por escrito el interesado ante el operador jurídico que conoce de la actuación, si no 

existiera actuación la realizará ante el Contralor General de la República. En todo caso la solicitud deberá 

presentarse con anterioridad al fallo de primera o única instancia.  

2. Recibida la solicitud el operador jurídico que conoce de la actuación evaluará el mérito y utilidad de la misma.  

3. En caso de considerar útil y oportuno el ofrecimiento, fijará fecha para entrevista con el solicitante, en la cual se 

levantará un acta que contenga los puntos principales del convenio de colaboración, entre otros, la información y 

las pruebas que pretenda aportar el solicitante una vez suscrito el convenio. En caso contrario, le comunicará lo 

correspondiente al solicitante sin que dicha decisión sea susceptible de recursos.  

4. En caso de considerar procedente el beneficio por colaboración, el funcionario competente remitirá el acta y el 

análisis sobre la viabilidad del mismo al Contralor General de la República o a quien este delegue, para su aprobación 

o rechazo.  

5. Aprobados los términos del convenio por parte del Contralor General de la República, el funcionario competente 

proyectará y suscribirá en conjunto con el Contralor General de la República o quien este delegue, el convenio de 

colaboración con el solicitante.  

6. Una vez se reciban las pruebas que suministre el colaborador, las mismas deberán ser evaluadas y calificadas en 

el trámite incidental de conformidad con las normas de la sana crítica, para verificar el cumplimiento de los 

requisitos y criterios establecidos para el acceso a los beneficios. En caso de cumplir los mencionados requisitos, las 

pruebas serán incorporadas a la respectiva actuación mediante la providencia correspondiente.  

7. En el evento de que las pruebas aportadas no cumplan con los requisitos y criterios establecidos en la ley para 

hacerse acreedor del beneficio, se requerirá por una única vez al solicitante otorgándole un término de un (1) mes 

para aclarar, complementar o aportar el material probatorio correspondiente. Vencido este término se procederá 

conforme al numeral 6 anterior.  

Si nuevamente las pruebas aportadas no cumplen con los requisitos y criterios establecidos en la ley para hacerse 

acreedor del beneficio, se entenderá terminado el convenio de colaboración por ministerio de la ley y así se le 

comunicará al solicitante.  

Parágrafo. Todas las actuaciones surtidas en el trámite de la solicitud de beneficios por colaboración se llevarán 

mediante trámite incidental en cuaderno separado, y gozarán de reserva hasta su finalización. El incidente no 

suspenderá el trámite del proceso de responsabilidad fiscal.  

Artículo 147. Convenio de colaboración. El convenio de colaboración al que se hace referencia en el numeral 3 del 

artículo anterior contendrá:  

a) Descripción general de la información y pruebas que pretenda aportar el solicitante;  



b) La declaración escrita y bajo gravedad de juramento en la que conste que el solicitante participó en la conducta 

y no es el único autor del hecho generador del daño;  

c) La indicación de que la cesación y archivo total o parcial de la acción fiscal respecto del colaborador, sólo 

procederá si de la evaluación y calificación de las pruebas se establece que las mismas cumplen con los requisitos y 

criterios establecidos en la ley para el acceso a los beneficios;  

d) La indicación de que, en todo caso, las pruebas aportadas que no tengan la entidad suficiente para el acceso a 

los beneficios, se considerarán válidas y podrán ser incorporadas al expediente correspondiente. La misma regla 

operará en caso de que el solicitante se abstenga de suscribir el convenio o se retracte de continuar colaborando;  

e) El plazo máximo con el que contará el solicitante para aportar la información o pruebas pertinentes para acceder 

al beneficio por colaboración;  

f) Las condiciones del beneficio a otorgarse.  

Artículo 148. Efectos del beneficio. La cesación y archivo parcial de la acción fiscal implica que el colaborador será 

responsable solidariamente por aquella porción del daño sobre la cual la Contraloría General de la República no 

cesó y archivó la acción, dejando indemne la solidaridad que pueda llegar a predicarse respecto de los demás 

autores de la conducta. La cesación total de la acción fiscal a favor del colaborador implicará el archivo total de la 

investigación frente a este.  

TÍTULO XIV 

FORTALECIMIENTO DEL CONTROL FISCAL INTERNO 

Artículo 149. Organización del control interno. De conformidad con el artículo 209 de la Constitución Política todas 

las entidades del Estado deberán implementar un sistema de control interno encargado de proteger los recursos 

de la organización, y contar con una dependencia responsable de medir y evaluar la eficiencia y eficacia del sistema 

y la efectividad de los controles de forma permanente.  

Para la designación del jefe de la dependencia encargada del control interno en los organismos y entidades del 

Estado, se tendrán en cuenta los criterios de mérito, capacidad y experiencia para el desempeño del empleo y el 

cumplimiento de los requisitos y competencias que fije la ley o reglamento.  

Para las entidades de la rama ejecutiva del orden nacional y territorial, el Gobierno nacional fijará las competencias 

y requisitos específicos del empleo, teniendo en cuenta la naturaleza, especialidad y especificidad de las funciones 

y los siguientes mínimos y máximos:  

Mínimo: Título profesional y experiencia.  

Máximo: Título profesional, título de posgrado y experiencia en asuntos de control interno.  

Parágrafo. Para el cumplimiento de las funciones de control interno, los municipios se podrán asociar administrativa 

y políticamente conforme con lo establecido en el artículo 14 de la Ley 1454 de 2011.  

Artículo 150. Dependencia de control interno. La dependencia de control interno contará con el personal 

multidisciplinario, que se determine en el reglamento que defina el Gobierno nacional para lo cual deberá tener en 

cuenta la naturaleza, especialidad y especificidad de las funciones del organismo o entidad.  

A los empleados que se destinen para las dependencias de control interno se les deberá brindar capacitación 

periódica en auditoría y demás materias relacionadas con el control interno, de conformidad con los lineamientos 

que imparta el Gobierno nacional.  

Parágrafo. Los fondos con personería jurídica que carezcan de planta de personal, deberán destinar recursos de su 

presupuesto para cubrir los costos de las auditorías internas que adelanten las entidades que los administren.  

Artículo 151. Deber de entrega de información para el ejercicio de las funciones de la unidad u oficina de control 

interno. Los servidores responsables de la información requerida por la unidad u oficina de control interno deberán 

facilitar el acceso y el suministro de información confiable y oportuna para el debido ejercicio de sus funciones, 



salvo las excepciones establecidas en la ley. Los requerimientos de información deberán hacerse con la debida 

anticipación a fin de garantizar la oportunidad y completitud de la misma.  

El incumplimiento reiterado al suministro de la información solicitada por la unidad u oficina de control interno dará 

lugar a las respectivas investigaciones disciplinarias por la autoridad competente.  

TÍTULO XV 

OTRAS DISPOSICIONES 

Artículo 152. Adicionar el artículo 148A de la Ley 1437 de 2011, así:  

“Artículo 148A. Control jurisdiccional de los fallos de responsabilidad fiscal. El control jurisdiccional de los fallos de 

responsabilidad fiscal tendrá trámite preferencial respecto de las demás acciones y procesos que conozca la 

jurisdicción de lo contencioso administrativo, con excepción de las acciones de tutela, populares preventivas, de 

grupo, de cumplimiento, del recurso de habeas corpus, del medio de control de nulidad electoral, y del proceso de 

pérdida de investidura. En todo caso el trámite del control jurisdiccional de los fallos de responsabilidad fiscal, 

incluida la primera y segunda instancia, no podrá ser superior a un (1) año.  

Parágrafo. La rama judicial a través de su órgano competente adoptará las medidas necesarias para dar 

cumplimiento a lo dispuesto en el presente artículo”.  

Parágrafo transitorio. Lo dispuesto en el presente artículo aplicará a las demandas que se instauren con 

posterioridad a la entrada en vigencia de este decreto ley. Las demandas que estén en curso antes de la vigencia 

del presente decreto ley, continuarán tramitándose conforme al régimen jurídico anterior.  

Artículo 153. Modificar el artículo 125 de la Ley 1474 de 2011, el cual quedará así:  

“Artículo 125. Control de legalidad. Cuando los órganos de control fiscal adviertan por cualquier medio el 

quebrantamiento del principio de legalidad, podrán interponer las acciones constitucionales y legales pertinentes 

ante las autoridades administrativas y judiciales competentes y, en ejercicio de estas acciones, solicitar las medidas 

cautelares necesarias para evitar la consumación de un daño al patrimonio público, quienes le darán atención 

prioritaria a estas solicitudes”.  

Artículo 154. Control fiscal al Banco de la República. Los resultados de la vigilancia y control fiscal del Banco de la 

República serán enviados al Presidente de la República, para el ejercicio de la atribución que se le confiere en el 

inciso final del artículo 372 de la Constitución Política, sin perjuicio de lo que establezca la ley orgánica del Banco 

de la República. El control fiscal predicable de esta entidad sólo estará circunscrito a los actos de gestión fiscal que 

realice y en la medida en que lo haga.  

Artículo 155. Control fiscal sobre monopolios rentísticos. El control fiscal se ejercerá sobre las rentas obtenidas en 

el ejercicio de los monopolios de suerte, azar y de licores destinados a servicios de salud y educación, sin perjuicio 

de lo que se establezca en la ley especial que los regule.  

Artículo 156. Modificar el artículo 2° del Decreto Ley 272 de 2000, el cual quedará así:  

“Artículo 2°. Ámbito de competencia. Corresponde a la Auditoría General de la República ejercer la vigilancia y el 

control de la gestión fiscal de la Contraloría General de la República y de las contralorías departamentales, 

distritales, municipales, sin excepción alguna, y de los fondos de bienestar social de todas las contralorías, en los 

términos que establecen la Constitución y la ley”.  

Artículo 157. Modificar el numeral 8 del artículo 13 del Decreto Ley 272 de 2000, el cual quedará así:  

“8. Dirección de Control Fiscal. Dirigir, coordinar y controlar la formulación, diseño e implementación de modelos 

uniformes para el ejercicio de auditoría de las entidades vigiladas, y desarrollar las actividades de vigilancia de la 

gestión fiscal de su competencia, así como participar en la formulación de los planes, programas y proyectos de la 

entidad”.  

Artículo 158. Modificar el numeral 12 del artículo 17 del Decreto Ley 272 de 2000, los cuales quedarán así:  



“12. Ejercer la vigilancia y control de la gestión fiscal de la Contraloría General de la República y de las contralorías 

departamentales, distritales, municipales, sin excepción alguna y de los fondos de bienestar social de todas las 

contralorías”.  

Artículo 159. Modificar el numeral 3 del artículo 21 del Decreto Ley 272 de 2000, el cual quedará así:  

“3. Asesorar al Auditor General en la realización de estudios y análisis necesarios para coadyuvar al diseño e 

implementación de los indicadores de gestión que permitan evaluar los resultados de las entidades vigiladas y 

realizar la certificación anual de las contralorías, conforme lo dispone la Constitución y la ley”.  

Artículo 160. Modificar el numeral 6 del artículo 23 del Decreto Ley 272 de 2000, el cual quedará así:  

“6. Coordinar la elaboración y presentación al Auditor General de la certificación anual de las contralorías 

territoriales a partir de indicadores de gestión”.  

Artículo 161. Modificar los numerales 8 y 9 del artículo 24 del Decreto Ley 272 de 2000, los cuales quedarán así:  

“8. Efectuar el seguimiento a las auditorías de gestión y verificar sus resultados”.  

9. Ejercer la revisión de cuentas y realizar auditoría, incluida la evaluación del control fiscal interno a la Contraloría 

General de la República y demás entes vigilados según asignación de competencias que efectúe el Auditor General”.  

Artículo 162. Modificar el numeral 2 del artículo 25 del Decreto Ley 272 de 2000, el cual quedará así:  

“2. Proponer políticas sobre procesos de responsabilidad fiscal, administrativos sancionatorios y de jurisdicción 

coactiva que debe desarrollar la Auditoría General de la República”.  

Artículo 163. Modificar el numeral 2 del artículo 32 del Decreto Ley 272 de 2000, el cual quedará así:  

“2. Dirigir, coordinar y ejecutar, en el ámbito de su jurisdicción, la revisión de cuentas y las auditorías, incluida la 

evaluación del control fiscal interno sobre los organismos sometidos a su vigilancia, de conformidad con los 

principios y sistemas fijados por la ley y con los modelos definidos por la Auditoría General de la República, sin 

perjuicio de la redistribución de competencias y tareas que efectúe el Auditor General”.  

Artículo 164. Modificar el artículo 105 de la Ley 1421 de 1993, el cual quedará así:  

“Artículo 105. Titularidad y naturaleza del control fiscal. La vigilancia de la gestión fiscal del Distrito y de los 

particulares que manejen fondos o bienes del mismo, corresponde a la Contraloría Distrital.  

Dicho control se ejercerá en forma posterior y selectiva, conforme a las técnicas de auditoría, e incluirá el ejercicio 

de un control financiero, de gestión y de resultados, fundado en la eficiencia, la economía, la equidad y la valoración 

de los costos ambientales, en los términos que señalen la ley y el Código Fiscal.  

El control o evaluación de resultados se llevará a cabo para establecer en qué medida los sujetos de la vigilancia 

logran sus objetivos y cumplen los planes, programas y proyectos adoptados para un período determinado.  

La Contraloría es un organismo de carácter técnico, dotado de autonomía administrativa y presupuestal. En ningún 

caso podrá ejercer funciones administrativas distintas a las inherentes a su propia organización”.  

Artículo 165. Gastos para la implementación del presente decreto ley. Los gastos en que incurran la Contraloría 

General de la República para la implementación de las disposiciones contenidas en el presente decreto ley, serán 

asumidos con cargo a los recursos incluidos en su presupuesto para cada vigencia fiscal, respetando el marco fiscal 

de mediano plazo y el marco de gasto de mediano plazo. En todo caso, todos los gastos que se ocasionen con la 

implementación del Acto Legislativo número 04 de 2019 deberán ser atendidos con el presupuesto del órgano de 

control fiscal competente, sin que implique apropiaciones adicionales en el presupuesto general de la Nación.  

Artículo 166. Vigencia y derogatorias. El presente decreto ley rige a partir de su publicación, adiciona el 148A a la 

Ley 1437 de 2011; modifica en lo pertinente las normas que le sean contrarias y especialmente el artículo 2°, el 

numeral 8 del artículo 13, numeral 12 del artículo 17, numeral 3 del artículo 21, numeral 6 del artículo 23, numerales 

8 y 9 del artículo 24, numeral 2 del artículo 25 y el numeral 2 del artículo 32 del Decreto Ley 272 de 2000; el artículo 

105 de la Ley 1421 de 1993; los artículos 4°, 5°, 6°, 9°, 12, 13, 14, 16, 18, 20, 37, 39, 42, 43, 49, 50 y 37 de la Ley 610 



de 2000; los artículos 100, 101, 110 y 125 de la Ley 1474 de 2011; deroga las normas que le sean contrarias, 

especialmente el artículo 162 de la Ley 136 de 1994; los artículos 1°, 2°, 3°, 4°, 5°, 6°, 7°, 8°,  9°, 10, 11, 12, 13, 14, 

15, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 23, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 49, 55, 59, 65, 71, 90, 91, 92, 93, 94, 95, 96, 97, 98, 99, 100, 

101, 102, 103, 104, 108 y 109 de la Ley 42 de 1993, el artículo 63 Ley 610 de 2000; el parágrafo 1° del artículo 8°, el 

parágrafo 2° del artículo 114 y el artículo 122 de la Ley 1474 de 2011; el literal d) del artículo 16 de la Ley 850 de 

2003; el artículo 81 de la Ley 617 de 2000.  

Publíquese y cúmplase.  

Dado en Bogotá, D. C., a 16 de marzo de 2020.  

IVÁN DUQUE MÁRQUEZ  

La Ministra del Interior,  

Alicia Arango Olmos.  

La Ministra de Justicia y del Derecho,  

Margarita Cabello Blanco.  

El Director del Departamento Administrativo de la Función Pública,  

Fernando Antonio Grillo Rubiano.  

 

II. NORMAS CONSTITUCIONALES INFRINGIDAS 

 

Parágrafo transitorio del artículo 268 de la Constitución. 

 

III. CONCEPTO DE LA VIOLACIÓN 

 

1. Introducción 

 

El Decreto 403 de 2020 se expidió sin deliberación democrática y sin un debate público. De hecho, 

fue expedido el 16 de marzo de 2020, cuando el país y el mundo tenían sus miradas puestas en la 

crisis de salud pública ocasionada por el Covid-19 y las grandes consecuencias económicas y sociales 

de la pandemia. Al mismo tiempo que se expedía este decreto, la sociedad entera entraba en 

cuarentena, el Congreso debatía sobre si podía o no sesionar y legislar, el Gobierno contemplaba la 

declaración de un estado de emergencia y algunas entidades territoriales adoptaban medidas 

restrictivas de la libertad como lo haría luego el Gobierno.  

 

En esa coyuntura, el Gobierno expidió el decreto que ahora se demanda. Se trata de una reforma 

transversal de toda la regulación del control fiscal en Colombia, expedido bajo el amparo de una 

expresión enterrada en un parágrafo transitorio, que pasajeramente se refiere a la posibilidad del 

“desarrollo de este acto legislativo”, luego de detenerse en al otorgamiento de facultades 

extraordinarias para efectos presupuestales y de personal de la Contraloría General y de las 

contralorías territoriales.  

 

Dicha reforma no tuvo ninguna deliberación democrática. El Decreto 403 de 2020 adopta grandes 

decisiones que no pasaron por ninguna discusión pública, por la confrontación de ideas ni por la 



posibilidad de que mayorías y minorías políticas discutieran y se pronunciaran sobre estas 

decisiones.  

 

El Decreto, además de tener un déficit democrático, tiene también un serio déficit técnico. A pesar 

de regular integralmente el control de los recursos públicos, no fue firmado por el ministro 

competente para velar por los recursos públicos, que es el Ministro de Hacienda y Crédito Público.  

 

En esta demanda no se propone un cargo por el vicio de forma de ausencia de la firma del ministro 

correspondiente, debido a que el tiempo para proponer ese cargo ya expiró (art. 242 CP). Sin 

embargo, la ausencia de un filtro técnico para la adopción de esta nueva regulación puede explicar 

los grandes errores en que incurre el Decreto 403 de 2020, especialmente el vicio constitucional de 

leer las facultades extraordinarias precisas y limitadas del Acto Legislativo 4 de 2019 como una 

patente de corso para reformar todos los aspectos del control fiscal, sin importar si estos fueron o 

no modificados por el Acto Legislativo. 

 

La omisión de firma de determinados ministros fue tenida en cuenta recientemente por la Corte 
Constitucional como un vicio de forma que afecta la validez de un acto normativo del Gobierno. En 
la sentencia C-256 de 2020, la Corte declaró inexequible un decreto legislativo dictado en el marco 
de la emergencia del Covid-19, por no haber sido firmado por todos los ministros, como lo exige el 
artículo 215 de la Constitución2. 
 

Según el artículo 115 de la Constitución, “[e]l Gobierno Nacional está formado por el Presidente de 

la República, los ministros del despacho y los directores de departamentos administrativos. El 

Presidente y el Ministro o Director de Departamento correspondientes, en cada negocio particular, 

constituyen el Gobierno.” En la sentencia C-196 de 2009, la Corte consideró un caso de objeciones 

presidenciales presentadas por el presidente de la República acompañado por un ministro que no 

era el “correspondiente”.  La Corte consideró que “tiene razón el Congreso al señalar que el Ministro 

que debe acompañar al Presidente al formular las objeciones es ‘el correspondiente’, no cualquiera. 

En tal sentido, la Sala considera que al haber presentado el Presidente las objeciones al proyecto de 

ley en cuestión, acompañado de un Ministro que no era el correspondiente, éstas no son 

procedentes.”3 Agregó que  

 

“La determinación de quién es el ministro correspondiente en cada caso, surge de 

comparar, entre otros, (1) la materia general del proyecto de ley objetado; (2) el 

asunto específico respecto del cual se hace la objeción; (3) el impacto que pueda 

tener la norma objetada en los asuntos a cargo de un ministerio particular; y (4) 

la competencia específica del ministerio.”4 

 
Aunque esta sentencia tuvo que ver con la presentación de objeciones a un proyecto de ley y no 
con el ejercicio de facultades extraordinarias, las consideraciones de la Corte son aplicables también 
en este caso, porque se trata de una facultad otorgada al Gobierno Nacional. Frente a este 

 
2 Sentencia C-256 de 2020, M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez. Comunicado No. 31 del 22 y 23 de julio de 
2020.  
3 Sentencia C-196 de 2009, M.P. Clara Elena Reales Gutiérrez.  
4 Ibíd.  



argumento, se podría objetar que el texto del Acto Legislativo 4 de 2019 se refiere a la atribución 
de facultades extraordinarias al “Presidente de la República” y no al “Gobierno”, como sí ocurre con 
las objeciones a los proyectos de ley. Sin embargo, en la práctica, el ejercicio de facultades 
extraordinarias siempre se ha tenido como acto de gobierno y no exclusivamente del Presidente de 
la República. Lo mismo ocurre, por ejemplo, con los actos administrativos generales expedidos en 
ejercicio de la potestad reglamentaria. Aunque el artículo 189 de la Constitución otorga la potestad 
reglamentaria al Presidente, la Corte ha dicho que “[t]ales normas revisten, además, una forma 
especial, y se expiden con la firma del Presidente y del Ministro o Director de Departamento 
Administrativo del ramo.”5 Por lo anterior, es posible concluir que en el ejercicio de facultades 
legislativas otorgadas directamente por una reforma constitucional, las facultades extraordinarias 
requieren del acompañamiento de los ministros y directores “correspondientes”.  
 
El Decreto 403 de 2020 no contó con la firma del Ministro de Hacienda, a pesar de que la norma 
incide, por versar sobre el control fiscal, sobre aspectos atinentes al gasto público y la ejecución 
presupuestal propios de su cartera. Inclusive algunas normas tocan expresamente la planeación y 
la ejecución presupuestal en las entidades públicas del orden nacional. Por ejemplo, el artículo 63 
del decreto establece la facultad de la Contraloría de “acompañar” las “instancias de planeación, 
asesoría y decisión sobre la gestión contractual”, las “demás instancias institucionales de toma de 
decisiones que involucren recursos públicos” y de “[p]racticar visitas para recibir directamente 
informaciones, opiniones y observaciones voluntarias del gestor fiscal o sus colaboradores sobre los 
hechos u operaciones, actos, contratos, programas, proyectos o procesos en ejecución”.  
 
Los decretos leyes que anteriormente han tratado el control fiscal sí han contado con la firma del 
Ministro de Hacienda. Por ejemplo, el Decreto 267 de 2000 “Por el cual se dictan normas sobre 
organización y funcionamiento de la Contraloría General de la República, se establece su estructura 
orgánica, se fijan las funciones de sus dependencias y se dictan otras disposiciones”, fue firmado en 
su momento por el Presidente de la República, el Ministro del Interior, el Ministro de Hacienda, y el 
Director del Departamento Administrativo de la Función Pública.  
 
De igual forma, los demás decretos con fuerza de ley expedidos al amparo de las facultades 
conferidas por el Acto Legislativo 4 de 2019 contaron con la firma del Ministro de Hacienda6. 
 
 

 

 
5 Sentencia C-1005 de 2008, M.P. Humberto Sierra Porto.  
6 Decreto 405 de 2020 “Por el cual se modifica la estructura orgánica y funcional de la Contraloría General de 
la República” (firmado por el Presidente, el Ministro de Hacienda y el Director de Función Pública); Decreto 
406 de 2020 “Por el cual se amplía la planta de personal de la Contraloría General de la República y se 
incorporan a los servidores de la planta transitoria sin solución de continuidad” (firmado por el Presidente, el 
Ministro de Hacienda y el Director de Función Pública); Decreto 407 de 2020 “Por el cual se establece la 
equiparación salarial por asignación básica mensual para los empleos de la Contraloría General de la 
República” (firmado por el Presidente, el Ministro de Hacienda y el Director de Función Pública); Decreto 408 
de 2020 “Por el cual se modifica el artículo 1 del Decreto 320 de 2020 en el cual se fijan las escalas de 
remuneración correspondientes a las distintas categorías de empleos de la Contraloría General de la 
República” (firmado por el Presidente, el Ministro de Hacienda y el Director de Función Pública); y Decreto 
409 de 2020 “Por el cual se crea el régimen de carrera especial de los servidores de las Contralorías 
Territoriales”. 



Después de esta breve explicación sobre una posible causa del déficit técnico del decreto acusado,   

se sustentan los dos cargos de extralimitación de facultades extraordinarias.  

 

En el primer cargo, se argumenta que la expresión “desarrollo de este acto legislativo” no puede ser 

leída en aislamiento del resto del parágrafo transitorio. Por el contrario, una lectura sistemática 

lleva a concluir que las facultades extraordinarias solo se concedieron para las materias 

presupuestales y organizacionales expresamente señaladas en el parágrafo transitorio, las cuales 

fueron desarrolladas en otros decretos: 

 

• Decreto 405 de 2020 “Por el cual se modifica la estructura orgánica y funcional de 

la Contraloría General de la República”.  

 

• Decreto 406 de 2020 “Por el cual se amplía la planta de personal de la Contraloría 

General de la República y se incorporan a los servidores de la planta transitoria sin 

solución de continuidad” 

 

• Decreto 407 de 2020 “Por el cual se establece la equiparación salarial por asignación 

básica mensual para los empleos de la Contraloría General de la República” 

 

• Decreto 408 de 2020 “Por el cual se modifica el artículo 1 del Decreto 320 de 2020 

en el cual se fijan las escalas de remuneración correspondientes a las distintas 

categorías de empleos de la Contraloría General de la República”  

 

• Decreto 409 de 2020 “Por el cual se crea el régimen de carrera especial de los 

servidores de las Contralorías Territoriales 

 

Los anteriores decretos, a diferencia del Decreto 403 de 2020, sí contaron con la firma del Ministro 

de Hacienda y Crédito Público.  

 

Por lo tanto, la totalidad del Decreto 403 de 2020 es inconstitucional. Las normas pre existentes 

reformadas por este, reviven y el control fiscal continua bajo dicho marco hasta tanto el Congreso 

de la República ejerza sus competencias democráticas.  

 

En el segundo cargo se asume, en gracia de discusión, que la expresión “desarrollo de este acto 

legislativo” sí es una autorización autónoma para legislar. Aun en ese caso, varias normas del 

Decreto 403 de 2020 son inconstitucionales por desarrollar temas que no fueron tocados por el Acto 

Legislativo 4 de 2019, como el tema del control fiscal respecto de particulares. Por lo tanto, se 

solicita la inexequibilidad específicamente respecto de normas que regulan el control fiscal de 

particulares, el cual no fue modificado por el Acto Legislativo 4 de 2019.  

 

2. Primer cargo: extralimitación de facultades extraordinarias al regular materias ajenas al 

parágrafo transitorio (totalidad del decreto) 

 

2.1. Jurisprudencia constitucional sobre la extralimitación de facultades extraordinarias 



 

La Corte Constitucional se ha pronunciado sobre el ejercicio de facultades extraordinarias en 

numerosas oportunidades. La jurisprudencia constitucional sobre las facultades extraordinarias ha 

sido restrictiva.  

 

En esta materia, como en otras relacionadas, la Corte Constitucional ha mantenido una línea 

consistente de restricción del poder presidencial, con el fin de evitar que paulatinamente, y través 

de delegaciones concretas de autoridad legislativa, se erosione el principio de reserva de ley, y con 

ello el principio democrático garantizado por de la Constitución de 1991. En la sentencia C-249 de 

2019, la Corte recordó que “[l]a Constitución Política de 1991 restringió la concesión de la facultad 

legislativa extraordinaria que otorga el Congreso al Presidente la República, debido a que su 

continuo uso debilita el principio democrático y empobrece la deliberación al interior del órgano de 

representación popular.”7  

 

Así mismo, la interpretación restrictiva de las facultades extraordinarias también busca preservar el 

principio de separación de poderes. En la sentencia C-172 de 2017, la Corte advirtió que “la 

concesión de facultades legislativas al Presidente de la República genera graves riesgos, 

relacionados con el quebrantamiento del principio de separación de poderes y el fortalecimiento 

desproporcionado de la Rama Ejecutiva del Poder Público en desmedro del necesario equilibrio de 

los poderes públicos, tal y como se evidenció en el uso permanente de esas atribuciones 

extraordinarias en vigencia de la Constitución de 1886”8. 

 

En esta línea, la Corte Constitucional ha construido una serie de requisitos para verificar si se ha 

incurrido en exceso de facultades extraordinarias, cuando estas son otorgadas por medio de una ley 

habilitante de acuerdo con el artículo 150-10 de la Constitución. Los requisitos se resumen en la 

siguiente cita: 

  

“[…] los decretos que dicte el Presidente sólo pueden versar sobre los asuntos 

estrictamente señalados en la ley habilitante, por lo que no resulta admisible en 

el control de constitucionalidad: (i) desplegar hermenéuticas que permitan 

establecer extensiones o analogías , (ii) identificar la existencia de facultades 

implícitas, o (iii) autorizar que el Jefe de Estado, “so pretexto de un artificial 

encadenamiento entre las materias objeto de la autorización que se le confiere”, 

incursione en el campo del legislador ordinario.”9 

 

Adicionalmente,  

 

“[…] existen otros criterios que analizan las relaciones entre motivos, objetivos y 

medios expresados en las normas, manifestados tanto por el Congreso como del 

Presidente, a fin de determinar el alcance de las facultades: 

  

 
7 Sentencia C-249 de 2019, M.P. Alberto Rojas Ríos.  
8 Sentencia C-172 de 2017, M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado.  
9 Sentencia C-261 de 2016, M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez.  



(iv) la motivación del legislador al conceder esta competencia excepcional es 

relevante, sin embargo, el objetivo perseguido debe ser concreto, preciso y 

taxativo; 

(v) la relación entre el objetivo del legislador y la medida adoptada al otorgar 

facultades debe considerar un análisis temático y teleológico; 

(vi) el carácter evidente del exceso es una exigencia en los casos en los que se 

alega la falta de relación material entre el objetivo perseguido por el Congreso y 

la habilitación al Presidente; 

(vii) por ser la delegación de una competencia inicialmente radicada en el 

Congreso, el Presidente debe actuar dentro del margen competencial que le de la 

ley de facultades y este debe interpretarse según los criterios hermenéuticos 

enunciados; 

(viii) si la ley habilitante impone una limitación expresa, el Presidente está atado 

a ella, si es tácita habrá de ser interpretada con base en criterios restrictivos y de 

primacía del principio democrático; 

(ix) las justificaciones expuestas por el Presidente cuando expide las disposiciones 

en virtud de las facultades son relevantes en la interpretación de los límites de las 

mismas y, por lo tanto, son una herramienta útil para entender los decretos 

expedidos.”10 

 

Estos requisitos buscan proteger dos principios medulares: (i) el principio democrático que exige 

deliberación pluralista y pública en el Congreso sobre temas objeto de reserva de ley, lo cual no 

ocurre cuando el Ejecutivo legisla a puerta cerrada por sí y ante sí y (ii) el principio de separación de 

poderes que impide que el Presidente de la Republica, so pretexto de haber sido habilitado para 

legislar sobre unas materias precisas, termine invadiendo las competencias de la rama legislativa al 

legislar sobre temas para los cuales no fue autorizado.  

 

Por lo tanto, la regla general es que una reforma constitucional es desarrollada por el Congreso de 

la República mediante ley. Si la reforma misma habilita al Presidente, este solo puede legislar sobre 

las materias precisas para las que fue expresa y específicamente autorizado que han de ser de 

interpretación estricta, no extensiva ni analógica.  

 

Cuando el Presidente de la República ejerce facultades extraordinarias, pueden presentarse 

afectaciones de tres principios constitucionales: el principio democrático, el principio de separación 

de poderes, y el principio de exclusión de la arbitrariedad. Por eso tanto la Constitución como la 

jurisprudencia han establecido requisitos para prevenir que ello ocurra. Sin embargo, estos 

principios en efecto son vulnerados cuando el ejecutivo interpreta de manera excesivamente amplia 

las facultades y sustituye al Congreso legislando en materias para las cuales no fue habilitado. 

 

2.2. Contenido de la habilitación del Acto Legislativo 4 de 2019 

 

 
10 Sentencia C-172 de 2017, M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado.  



Las facultades extraordinarias se encuentran en la última frase del primer inciso de un parágrafo 

transitorio, el cual se concentra principalmente en asuntos de personal y presupuestales de la 

Contraloría General de la República: 

 

“Parágrafo transitorio. La asignación básica mensual de los servidores de la 

Contraloría General de la República y su planta transitoria será equiparada a los 

de los empleos equivalentes de otros organismos de control de nivel nacional. 

Para la correcta implementación del presente acto legislativo, y el fortalecimiento 

del control fiscal, la ley determinará la creación del régimen de carrera especial 

de los servidores de las contralorías territoriales, la ampliación de la planta de 

personal, la incorporación de los servidores de la planta transitoria sin solución de 

continuidad y la modificación de la estructura orgánica y funcional de la 

Contraloría General de la República, garantizando la estabilidad laboral de los 

servidores inscritos en carrera pertenecientes a esa entidad y a contralorías 

territoriales intervenidas. Exclusivamente para los efectos del presente 

parágrafo y el desarrollo de este acto legislativo, otórguense precisas facultades 

extraordinarias por el término de seis meses al Presidente de la República para 

expedir decretos con fuerza de ley. […]” 

 

Este texto del Acto Legislativo establece varias limitaciones a la las facultades extraordinarias. En 

primer lugar, se indica que son “precisas facultades extraordinarias”, lo cual riñe con la amplitud, 

las extensiones, las analogías o los encadenamientos artificiales, tal como lo advierte la 

jurisprudencia de la Corte sobre las facultades extraordinarias concedidas al amparo del artículo 

150-10 de la Constitución.  

 

En segundo lugar, se establece que las facultades se otorgan “[e]xclusivamente para los efectos del 

presente parágrafo y el desarrollo de este acto legislativo”. El parágrafo se refiere a las siguientes 

materias, las cuales fueron desarrolladas en otros decretos legislativos: 

 

• Decreto 405 de 2020 “Por el cual se modifica la estructura orgánica y funcional de 

la Contraloría General de la República”.  

 

• Decreto 406 de 2020 “Por el cual se amplía la planta de personal de la Contraloría 

General de la República y se incorporan a los servidores de la planta transitoria sin 

solución de continuidad” 

 

• Decreto 407 de 2020 “Por el cual se establece la equiparación salarial por asignación 

básica mensual para los empleos de la Contraloría General de la República” 

 

• Decreto 408 de 2020 “Por el cual se modifica el artículo 1 del Decreto 320 de 2020 

en el cual se fijan las escalas de remuneración correspondientes a las distintas 

categorías de empleos de la Contraloría General de la República”  

 



• Decreto 409 de 2020 “Por el cual se crea el régimen de carrera especial de los 

servidores de las Contralorías Territoriales 

 

En tercer lugar, el otorgamiento de estas facultades extraordinarias no se ubicó en un artículo 

separado del Acto Legislativo 4 de 2019. 

 

Por último, en las ponencias en las cuales se explicó la inclusión de las facultades extraordinarias, 

los ponentes las justificaron haciendo referencia a la sentencia C-699 de 201611, la cual declaró 

exequible el Acto Legislativo 1 de 2016, y en desarrollo del cual precisamente se incorporaron los 

criterios restrictivos de interpretación de las facultades extraordinarias, tales como la conexidad y 

la necesidad estricta.  

 

Los anteriores elementos deben llevar a interpretar de manera restrictiva la expresión “…y el 

desarrollo de este acto legislativo”. Tal expresión no puede ser leída como una autorización plena 

para que el Gobierno Nacional legislara, según su conveniencia, sobre los distintos aspectos del 

control fiscal, como parece haberlo interpretado el Decreto 403 de 2020. De haber sido así, la 

autorización se habría presentado como una norma separada y habría sido discutida por el Congreso 

en ese sentido.  

 

Por ese motivo, y como las normas constitucionales deben ser interpretadas de acuerdo con el 

principio de unidad12, la expresión “…y el desarrollo de este acto legislativo” debe armonizarse con 

el principio democrático y la separación de poderes, el cual exige que sea el Congreso quien 

desarrolle la Constitución a través de las leyes.  

 

Por lo anterior, y de acuerdo con una interpretación restrictiva, la habilitación legislativa contiene 

dos requisitos. En primer lugar, el o los decretos deben dirigirse al “desarrollo de este acto 

legislativo”. En segundo lugar, el o los decretos deben buscar desarrollar el acto legislativo 

“[e]xclusivamente para los efectos del presente parágrafo”.  

 

Esto quiere decir que el conector “y” funciona aquí como una conjunción copulativa que agrega dos 

requisitos de los decretos. Es decir, el parágrafo contiene dos requisitos que el decreto con fuerza 

de ley debe cumplir simultáneamente.  

 

Los considerandos del Decreto 403 de 2020 contienen una lectura equivocada del parágrafo 

transitorio. En estos considerandos, el Gobierno entiende, para expandir en exceso sus poderes 

como legislador, que sus facultades extraordinarias podían ejercerse para los efectos del parágrafo 

transitorio o para el desarrollo del acto legislativo. Es decir, entiende que puede desarrollar el acto 

legislativo, sin ninguna limitación, y sin que el ejercicio de sus facultades requiera una verificación 

de la relación con los temas del parágrafo transitorio.  

 

Dicha lectura es equivocada y contraria a los principios constitucionales de separación de poderes y 

reserva de ley inescindiblemente unidos al principio democrático.  

 
11 Ver Gacetas del Congreso 742, 799 y 820 de 2019.  
12 Sentencia SU-062 de 2001, M.P. Eduardo Montealegre Lynett.  



 

En efecto, si el parágrafo transitorio es leído como una autorización plena para legislar 

prácticamente sin limitaciones temáticas, y reformar la totalidad del régimen del control fiscal, dicho 

parágrafo sería inconstitucional sin duda alguna, de haber estado consignado en una ley ordinaria. 

La Constitución de 1991 limita los poderes presidenciales y no permite, a diferencia de la 

Constitución de 1886, que las grandes reformas del sistema jurídico se efectúen por decreto. 

Precisamente por ese motivo, el artículo 150-10 de la Constitución contiene limitaciones a la 

posibilidad de otorgar facultades extraordinarias. Una lectura amplia del parágrafo transitorio del 

artículo 268, adicionado por el Acto Legislativo 4 de 2019, sería contraria a la filosofía democrática 

y deliberativa de la Constitución de 1991. En consecuencia, implicaría atribuirle al reformador de la 

Constitución, en la expedición del Acto Legislativo 4 de 2019, un fraude a la Constitución, al evadir 

por medio de un acto legislativo los requisitos constitucionales de las facultades extraordinarias.  

 

Sin embargo, como no puede presumirse que el Congreso actuó con la intención de evadir la 

Constitución o para cercenar el principio democrático, la única lectura admisible del parágrafo 

transitorio, consiste en que las facultades extraordinarias deben circunscribirse a los aspectos 

mencionados expresamente en el parágrafo transitorio.  

 

De acuerdo con lo expuesto, solo son constitucionalmente admisibles las normas del Decreto 403 

de 2020 en las cuales se regulen los siguientes temas: 

 

(i) La asignación básica mensual de los servidores de la Contraloría General de la República. 

 

(ii) La equiparación de la planta transitoria de la Contraloría General de la República a los 

empleos equivalentes de otros organismos de control del nivel nacional. 

 

(iii) Creación del régimen de carrera especial de los servidores de las contralorías 

territoriales. 

 

(iv) Ampliación de la planta de personal, incorporación de los servidores de la planta 

transitoria sin solución de continuidad y la modificación de la estructura orgánica y 

funcional de la Contraloría General de la República. 

 

(v) Autonomía presupuestal y la sostenibilidad financiera y administrativa de los 

organismos de control fiscal territoriales 

 

Ningún otro tema es admisible en el ejercicio de las facultades extraordinarias, ya que el Acto 

Legislativo requiere que el decreto (i) desarrolle el Acto Legislativo, pero (ii) exclusivamente para 

los efectos del parágrafo transitorio.  

 

Ahora bien, estas materias expresamente enunciadas en el parágrafo fueron desarrolladas en otros 

decretos: 

 



• Decreto 405 de 2020 “Por el cual se modifica la estructura orgánica y funcional de 

la Contraloría General de la República”.  

 

• Decreto 406 de 2020 “Por el cual se amplía la planta de personal de la Contraloría 

General de la República y se incorporan a los servidores de la planta transitoria sin 

solución de continuidad” 

 

• Decreto 407 de 2020 “Por el cual se establece la equiparación salarial por asignación 

básica mensual para los empleos de la Contraloría General de la República” 

 

• Decreto 408 de 2020 “Por el cual se modifica el artículo 1 del Decreto 320 de 2020 

en el cual se fijan las escalas de remuneración correspondientes a las distintas 

categorías de empleos de la Contraloría General de la República”  

 

• Decreto 409 de 2020 “Por el cual se crea el régimen de carrera especial de los 

servidores de las Contralorías Territoriales 

 

 

Cabe entonces preguntarse: ¿una vez definido el contenido de los decretos para ejercer las 

facultades extraordinarias sobre las materias expresamente enunciadas podía el Gobierno dictar 

otro decreto para legislar obre materias que no estaban expresamente enunciadas en el parágrafo 

y carentes de conexión estrecha con dichas materias? La respuesta a esta pregunta es 

evidentemente negativa, como pasa a demostrarse.  

 

2.3. El Gobierno se extralimitó al regular materias ajenas al parágrafo transitorio 

 

De acuerdo con lo anterior, las disposiciones del Decreto 403 de 2020 que no regulan ninguno de 

los cinco temas previstos en el parágrafo transitorio, ni se relacionan con él, constituyen un exceso 

en el ejercicio de las facultades extraordinarias.  

 

El Decreto 403 de 2020 se ocupa integralmente de regular materias ajenas al parágrafo transitorio. 

Ninguna de las normas de este decreto regula la asignación mensual de los servidores de la 

Contraloría, la planta transitoria, el régimen de carrera especial, la ampliación de planta de personal, 

la modificación de estructura orgánica de la Contraloría ni la autonomía presupuestal de los órganos 

de control territoriales.  

 

De hecho, como ya se anotó, estos temas fueron regulados por medio de otros decretos con fuerza 

de ley, también expedidos en ejercicio de las mismas facultades extraordinarias (Decretos 405, 406, 

407, 408 y 409 de 2020).  

 

Esto se puede apreciar con una tabla de contenidos del decreto: 

 

Título I Disposiciones generales 



Título II Competencias de la Contraloría General de la República y las contralorías 

territoriales 

Capítulo I Disposiciones generales para el ejercicio de competencias de las contralorías 

Capítulo II Vigilancia fiscal concurrente integral o selectiva, transitoria o permanente 

Capítulo III Plan Nacional de Vigilancia y Control Fiscal de la Contraloría General de la 

República 

Capítulo IV Sistema Nacional de Control Fiscal (Sinacof) 

Capítulo V Acciones conjuntas entre contralorías 

Capítulo VI Intervención funcional de oficio 

Capítulo VII Intervención funcional excepcional 

Capítulo VIII Fuero de atracción 

Título III Certificación anual de gestión de las contralorías territoriales 

Título IV Intervención administrativa 

Capítulo I Generalidades de la intervención administrativa 

Título V Sistemas de control fiscal 

Título VI Control fiscal posterior y selectivo 

Título VII Control fiscal concomitante y preventivo 

Capítulo I Generalidades 

Capítulo II Seguimiento permanente al recurso público para el ejercicio del control 

concomitante y preventivo 

Capítulo III Ejercicio del control fiscal concomitante y preventivo 

Título VIII Otras herramientas de control fiscal y sus procedimientos técnicos 

Título IX Procedimiento administrativo sancionatorio fiscal 

Título X Acceso a los sistemas de información y bases de datos 

Capítulo I Disposiciones generales sobre el acceso a los sistemas de información y bases de 

datos 

Capítulo II Disposiciones especiales para el análisis y manejo de la información por parte de 

la Dirección de Información, Análisis y Reacción Inmediata (DIARI) de la 

Contraloría General de la República 

Título XI Funciones especiales de policía judicial de la Contraloría General de la República 

Capítulo I Principios rectores de la Policía Judicial 

Capítulo II Funciones especiales de Policía Judicial para la vigilancia y el control fiscal 

Título XII Jurisdicción coactiva 

Título XIII Fortalecimiento del proceso de responsabilidad fiscal 

Título XIV Fortalecimiento del control fiscal interno 

Título XV Otras disposiciones 

 

Como se puede observar fácilmente, el Decreto 403 de 2020 es una reforma de fondo de todo el 

control fiscal, materia que se encuentra reservada al legislador, y no hace parte de la habilitación 

contenida en el parágrafo transitorio del artículo 268 de la Constitución, modificado por el Acto 

Legislativo 4 de 2019.  

 



Para demostrar esta ausencia de habilitación legislativa, puede ser útil acudir a los criterios 

expuestos en la sentencia C-172 de 2007, como se hace a continuación: 

 

(i) Inadmisibilidad de hermenéuticas que permitan establecer extensiones o analogías 

 

En primer lugar, la sentencia C-172 de 2007 establece que “no resulta admisible en el control de 

constitucionalidad: (i) desplegar hermenéuticas que permitan establecer extensiones o analogías 

[…]”.  

 

El Decreto 403 de 2020 establece extensiones y analogías. El penúltimo considerando del decreto 

señala que las facultades extraordinarias se otorgaron “con el fin armonizar [sic] el marco normativo 

que rige la materia del control fiscal y para garantizar la protección de los recursos públicos”. Ese no 

es el objetivo que estableció el Acto Legislativo al otorgar las facultades extraordinarias, ni se deriva 

este del texto de dicha reforma constitucional. Este considerando establece una extensión a las 

facultades extraordinarias, que textualmente se refieren a “los efectos del presente parágrafo y el 

desarrollo de este acto legislativo”, y no al objetivo de “armonizar el marco normativo que rige la 

materia del control fiscal”. Dicha armonización corresponde al Congreso, no al Presidente de la 

República.  

 

(ii) Inadmisibilidad de identificación de facultades implícitas 

 

La sentencia C-172 de 2007 establece que “no resulta admisible en el control de constitucionalidad: 

[…] (ii) identificar la existencia de facultades implícitas […]”. 

 

El Decreto 403 de 2020 identifica facultades implícitas. Aunque el Acto Legislativo 4 de 2019 solo 

autoriza al Gobierno Nacional a legislar para “los efectos del presente parágrafo y el desarrollo de 

este acto legislativo”, este lo hace para la totalidad del régimen de control fiscal. Lo hace bajo la 

tesis de que el Acto Legislativo busca “garantizar la protección de los recursos públicos”, lo cual 

aparentemente autorizaría al Presidente para incursionar con sus facultades extraordinarias en 

cualquier materia relacionada con el control fiscal.  

 

(iii) Inadmisibilidad de autorizar que el Presidente incursione en el campo del legislador 

ordinario por medio de encadenamientos artificiales entre las materias objeto de la 

autorización 

 

La sentencia C-172 de 2007 dice que “no resulta admisible en el control de constitucionalidad: […] 

(iii) autorizar que el Jefe de Estado, “so pretexto de un artificial encadenamiento entre las materias 

objeto de la autorización que se le confiere”, incursione en el campo del legislador ordinario.” 

 

El Decreto 403 de 2020 efectúa un encadenamiento artificial, como se observa en el último 

considerando, en el cual se afirma que “en el presente Decreto Ley se ejercen las facultades para la 

correcta implementación del Acto Legislativo 04 de 2019 y el fortalecimiento del control fiscal”.  

 



Ninguna parte del Acto Legislativo 4 de 2019 autorizó al Gobierno para legislar para el 

“fortalecimiento del control fiscal”. Este sin duda es un objetivo importante, pero corresponde al 

Congreso de la República cumplirlo por medio de la legislación ordinaria. En este último 

considerando se observa un encadenamiento artificial, ya que se inicia con la habilitación textual 

del Acto Legislativo, que otorgó facultades para “los efectos del presente parágrafo y el desarrollo 

de este acto legislativo”, y se pasa de esta habilitación textual a una inexistente de “fortalecimiento 

del control fiscal”. Por medio de este encadenamiento, el Gobierno Nacional se auto habilitó para 

dictar un estatuto integral del control fiscal. Así, el Gobierno saltó de lo que sí estaba autorizado, 

que era implementar el parágrafo transitorio, a una habilitación implícita de desarrollar todo el acto 

legislativo, y de ahí a una habilitación plena consistente en “fortalecer el control fiscal”. Dicho 

encadenamiento de temas excede la autorización concedida en el Acto Legislativo 4 de 2019. 

 

(iv) Revisión de la motivación del legislador y del objetivo concreto, preciso y taxativo 

 

La sentencia C-172 de 2007 establece que “existen otros criterios que analizan las relaciones entre 

motivos, objetivos y medios expresados en las normas, manifestados tanto por el Congreso como 

del Presidente, a fin de determinar el alcance de las facultades: (iv) la motivación del legislador al 

conceder esta competencia excepcional es relevante, sin embargo, el objetivo perseguido debe ser 

concreto, preciso y taxativo […]”. 

 

La motivación del legislador, o en este caso el constituyente derivado, y el objetivo perseguido, 

aparecen claramente en el texto del parágrafo transitorio. Las facultades extraordinarias se 

concedieron “[e]xclusivamente para los efectos del presente parágrafo y el desarrollo de este acto 

legislativo”. El “presente parágrafo” se refirió a asuntos de salarios, carrera, planta de personal, 

estructura orgánica y estabilidad laboral. Es decir, a aspectos organizacionales urgentes que debían 

ser atendidos sin demora para evitar que la vigencia inmediata del Acto Legislativo causara 

traumatismos en la entidad. Este objetivo, calificado por el adverbio exclusivamente, es concreto, 

preciso y taxativo.  

 

El Gobierno Nacional fue mucho más allá de ese objetivo concreto, preciso y taxativo, al dictar un 

estatuto integral del control fiscal que se dirige a “fortalecer el control fiscal” pero no a cumplir los 

objetivos del parágrafo transitorio.  

 

(v) Análisis temático y teleológico de la relación entre el objetivo del legislador y la 

medida adoptada 

 

La sentencia C-172 de 2007 establece que “(v) la relación entre el objetivo del legislador y la medida 

adoptada al otorgar facultades debe considerar un análisis temático y teleológico;”  

 

El objetivo, como se indicó, era implementar correctamente el parágrafo transitorio. Como ya se 

argumentó, no es posible que el constituyente derivado haya habilitado al Gobierno Nacional para 

dictar un estatuto integral del control fiscal a través de una palabra escondida en un inciso de un 

parágrafo transitorio dedicado a asuntos organizacionales de la Contraloría.  

 



Ni siquiera bajo un análisis temático y teleológico se puede entender habilitado el Gobierno para 

dictar este estatuto integral. 

 

Bajo un análisis temático, los temas de los que se ocupa el parágrafo son la asignación básica, la 

planta transitoria, el régimen de carrera especial, la ampliación de planta de persona y la autonomía 

presupuestal y sostenibilidad financiera y administrativa de las contralorías territoriales. Los temas 

del Decreto 403 de 2020 son ajenos a estos temas tratados por el parágrafo transitorio. Tan ajenos, 

que estos fueron desarrollados en decretos separados, como ya se demostró.  

 

Bajo un análisis teleológico, es claro que el objetivo del Gobierno fue “fortalecer el control fiscal”, 

el cual es un objetivo importante pero corresponde desarrollarlo al legislador ordinario. El objetivo 

del constituyente derivado fue implementar el parágrafo transitorio, mientras que el objetivo del 

Gobierno fue incursionar en la competencia del Congreso para “fortalecer el control fiscal”.  

 

(vi) Carácter evidente del exceso 

 

La sentencia C-172 de 2007 dice: “(vi) el carácter evidente del exceso es una exigencia en los casos 

en los que se alega la falta de relación material entre el objetivo perseguido por el Congreso y la 

habilitación al Presidente; […]” 

 

En este caso el exceso es evidente. En efecto, el objetivo perseguido por el Congreso actuando como 

constituyente derivado era implementar el parágrafo transitorio (“Exclusivamente para los efectos 

del presente parágrafo y el desarrollo de este acto legislativo […]”). En cambio, el Gobierno tomó la 

habilitación como una autorización plena para dictar un estatuto integral del control fiscal, con el 

objetivo de “fortalecer el control fiscal”, cosa que no aparece en ninguna parte del parágrafo 

transitorio. 

 

(vii) Obligación del Presidente de actuar dentro del margen competencial de la ley de 

facultades 

 

Según la sentencia C-172 de 2017: “(vii) por ser la delegación de una competencia inicialmente 

radicada en el Congreso, el Presidente debe actuar dentro del margen competencial que le de la ley 

de facultades y este debe interpretarse según los criterios hermenéuticos enunciados; […]” 

 

El margen competencial de la ley de facultades, en este  caso el parágrafo transitorio del Acto 

Legislativo, es “[e]xclusivamente para los efectos del presente parágrafo y el desarrollo de este acto 

legislativo […]”. Dicho margen competencial ha sido excedido por el Gobierno, que en decretos 

separados implementó lo necesario para “los efectos del presente parágrafo”, es decir lo que tenía 

que ver con salarios y planta de personal, y en el Decreto 403 de 2020 dictó un estatuto integral del 

control fiscal, lo cual no se encontraba dentro de la autorización. Como se explicó anteriormente, el 

margen competencial establecido por el constituyente derivado consiste en que las materias a 

desarrollar fueran (i) desarrollo del acto legislativo y (ii) se dictaran para los efectos del parágrafo 

transitorio. La expresión “desarrollo de este acto legislativo” no es una autorización autónoma y 

separada de la autorización para implementar el parágrafo transitorio. Se trata de dos condiciones 



concurrentes y no alternativas. El Gobierno excedió el margen competencial al interpretar que 

“desarrollo de este acto legislativo” implica una autorización autónoma y plena, y lo excedió aún 

más con el encadenamiento artificial de esa expresión con el “fortalecimiento del control fiscal”, 

incluso en temas que no fueron objeto de modificación concreta por el Acto Legislativo 4 de 2019, 

como lo es el control fiscal respecto de particulares.  

 

(viii) Obligatoriedad de las limitaciones expresas, de criterios restrictivos y de la primacía 

del principio democrático 

 

La sentencia C-172 de 2007 dice: “(viii) si la ley habilitante impone una limitación expresa, el 

Presidente está atado a ella, si es tácita habrá de ser interpretada con base en criterios restrictivos 

y de primacía del principio democrático;” 

 

La ley habilitante impone una limitación expresa, a la cual está atado el Presidente. La limitación es 

que las facultades extraordinarias se ejerzan “[e]xclusivamente para los efectos del presente 

parágrafo y para el desarrollo de este acto legislativo”. Al expedir un estatuto integral del control 

fiscal, el Presidente de la República excedió esta limitación expresa a la cual está atado.  

 

La norma habilitante, como lo señala la sentencia C-172 de 2007, debe ser “interpretada con base 

en criterios restrictivos y de primacía del principio democrático”. Esto quiere decir que ante dos 

interpretaciones posibles, una que establece dos condiciones concurrentes y otra que establece dos 

posibilidades alternativas, se debe preferir la más restrictiva. Es decir, la que requiere dos 

condiciones concurrentes para la habilitación legislativa: (i) que las normas se dicten para los efectos 

del parágrafo transitorio y (ii) desarrollen el acto legislativo.   

 

(ix) Relevancia de las justificaciones expuestas por el Presidente 

 

Por último, la sentencia C-172 de 2007 establece que “(ix) las justificaciones expuestas por el 

Presidente cuando expide las disposiciones en virtud de las facultades son relevantes en la 

interpretación de los límites de las mismas y, por lo tanto, son una herramienta útil para entender 

los decretos expedidos”. 

 

Las justificaciones, en este caso, son relevantes para entender la manera en que el Decreto 403 de 

2020 excede por completo las facultades concedidas por el Acto Legislativo 4 de 2019. Los 

considerandos de este decreto, efectivamente, se refieren a aspectos que no hacen parte de la 

habilitación legislativa, como las finalidades de “armonizar el marco normativo que rige la materia 

del control fiscal” y de “fortalecimiento del control fiscal”, que son ajenas al contenido del parágrafo 

transitorio que contiene la habilitación legislativa. 

 

Por lo anterior, debido a que ninguno de los contenidos del Decreto 403 de 2020 está vinculado a 

los temas del parágrafo transitorio, y según los criterios de la sentencia C-172 de 2007 no hay 

ninguna vinculación entre la habilitación legislativa y el decreto expedido, este debe ser declarado 

inexequible en su integridad.  

 



3. Segundo cargo: extralimitación de facultades extraordinarias al regular el control fiscal 

respecto de los particulares (artículos 2, 46, 47, 48, 49, 50, 51, 52, 124 y 126)  

 

Incluso si se considerara que el Decreto 403 de 2020 no es inconstitucional por regular temas ajenos 

al parágrafo transitorio (primer cargo), en el decreto puede observarse una extralimitación de las 

facultades extraordinarias por regular el control fiscal respecto de los particulares, lo cual excede el 

marco del Acto Legislativo 4 de 2019, el cual no hizo ninguna modificación de la Constitución en 

relación con el control fiscal de los particulares que administran recursos públicos.  

 

3.1. Parámetro de constitucionalidad 

 

De acuerdo con la jurisprudencia constitucional, “la aplicación de las facultades legislativas 

extraordinarias debe regirse por la excepcionalidad y deben interpretarse de manera restrictiva, 

porque implica el traslado de la función del Congreso al ejecutivo, es decir, una alteración en el 

reparto ordinario de competencias normativas”13. Lo anterior se debe a que “su continuo uso 

debilita el principio democrático y empobrece la deliberación al interior del órgano de 

representación popular”14. 

 

De acuerdo con este criterio de excepcionalidad, en la sentencia C-172 de 2017, la Corte advirtió 

que, aunque en ciertos precedentes se han declarado exequibles normas con fuerza de ley de 

acuerdo con una “acepción amplia” de las facultades extraordinarias, “hay casos en los que el 

análisis ha sido más riguroso y se han descartado aspectos como la finalidad general de la norma 

habilitante como elementos relevantes para determinar el alcance de la competencia.”15  

 

Por ejemplo, en la sentencia C-416 de 1992, la Corte declaró inexequibles las disposiciones de un 

decreto con fuerza de ley que pretendió regular el escalafón docente, incluyendo las condiciones de 

ingreso y promoción, a pesar de que la norma habilitante solo había facultado al Gobierno para 

legislar sobre la “nomenclatura de los empleos públicos”. Según la Corte, “el Presidente tan solo 

puede legislar, con apoyo en las facultades concedidas, dentro del tiempo previsto por la propia ley 

y que los correspondientes decretos únicamente pueden tratar sobre los asuntos en ella indicados, 

sin lugar a extensiones ni analogías”16.  

 

En la sentencia C-132 de 1993, la Corte consideró que el otorgamiento de facultades para regular el 

comercio exterior incluía la creación del Banco de Comercio Exterior, pero no el señalamiento de la 

entidad a cargo de ejercer el control fiscal sobre el mismo:  

 

“La facultad para crear o autorizar la constitución de una sociedad de economía 

mixta, que comprende la atribución para definir su naturaleza jurídica, 

organización y funciones, no puede extenderse, como ha ocurrido en esta 

 
13 Sentencia C-249 de 2019, M.P. Alberto Rojas Ríos.  
14 Ibíd.  
15 Sentencia C-172 de 2017, M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado.  
16 Sentencia C-416 de 1992, M.P. José Gregorio Hernández Galindo. 



oportunidad, al señalamiento del organismo encargado de ejercer el control 

externo sobre la gestión fiscal del ente que se crea.”17 

 

En la sentencia C-368 de 1996 se declaró inexequible la norma de un decreto anti trámites, que 

pretendía la supresión de equivalencias en la carrera diplomática:  

 

“La supresión de equivalencias en cuanto a los requisitos para desempeñar 

determinados cargos no es eliminación de trámites innecesarios existentes en la 

administración pública […]”18 

 

En la sentencia C-479 de 2003, la Corte declaró inconstitucional un decreto que pretendía modificar 

una ley, a pesar de que la norma habilitante había establecido específicamente las normas que 

podían ser objeto de modificación, y no había incluido expresamente dicha ley. Según la Corte 

 

“Esta precisión es tarea del Congreso, que no puede ser suplida por esta 

Corporación. Si la ley de facultades menciona la atribución de modificar, adicionar 

o derogar una norma específica, no cabe al juez constitucional hacer 

interpretaciones a fin de “precisar” el señalamiento legislativo”19 

 

Este precedente es importante en relación con la lectura estricta de la norma habilitante. La lectura 

es tan estricta, que al juez constitucional no le está permitido precisar la norma, llenar lagunas o 

integrarla por medio de distintos métodos interpretativos.  

 

En la sentencia C-1157 de 2003, la Corte insistió en la lectura estricta de la ley habilitante, 

prohibiendo al Gobierno crear infracciones administrativas y sanciones, debido a que no existía una 

habilitación expresa para expedir normas sancionatorias. En un caso en que la ley había habilitado 

al Gobierno para “expedir un nuevo régimen de carrera docente y administrativa para los docentes, 

directivos docentes, y administrativos”, la Corte declaró inexequibles las normas sobre derechos, 

deberes, prohibiciones, incompatibilidades, inhabilidades y suspensión en el cargo. Según la Corte: 

 

“aunque estas normas tienen relación con la organización de la carrera, a la vez 

se convierten en conductas que de ser incumplidas acarrearían sanciones a los 

funcionarios. La doble dimensión de los deberes como conductas necesarias para 

asegurar el buen funcionamiento de la carrera docente y, como posibles fuentes 

de sanción, implica que el gobierno no estaba habilitado para expedir esta norma, 

pues el potencial sancionatorio de estas normas es innegable, y el artículo 111 de 

la ley 715 no dispuso tal facultad para el gobierno”20 

 

Este precedente tiene una marcada relevancia para esta demanda, en la medida en que exige que, 

para la regulación de los procedimientos administrativos sancionatorios, la mención en la norma 

 
17 Sentencia C-132 de 1993, M.P. José Gregorio Hernández Galindo.  
18 Sentencia C-368 de 1996, M.P. José Gregorio Hernández Galindo. 
19 Sentencia C-479 de 2003, M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra.  
20 Sentencia C-1157 de 2003, M.P. Eduardo Montealegre Lynett.  



habilitante debe haber sido expresa. Incluso cuando la regulación del tema sancionatorio “tiene 

relación” con el tema previsto en la norma habilitante, si no hay mención expresa, debe entenderse 

que no hay facultad para legislar sobre este tema. En ese sentido, la regulación del control fiscal 

respecto de particulares, lo cual tiene el potencial de acarrear sanciones pecuniarias a los 

particulares, en el marco de procesos de responsabilidad fiscal o procesos sancionatorios fiscales, al 

no estar expresamente delegada al Gobierno en el Acto Legislativo 4 de 2019, no puede ser regulada 

por medio de un decreto con fuerza de ley.  

 

En la sentencia C-734 de 2005, la Corte impidió al Gobierno redefinir temas que ya estaban definidos 

en la ley habilitante. En este caso, declaró inexequible una norma que definía el salario base de 

cotización para el reconocimiento de pensión de vejez, el cual ya estaba definido en la Ley 100 de 

1993. En esta sentencia, la Corte reiteró que el otorgamiento de facultades extraordinarias estaba 

sujeto a un “régimen restrictivo” y que la jurisprudencia “ha descartado la interpretación extensiva 

o analógica en la concesión y ejercicio de las [facultades extraordinarias], procediendo a reafirmar 

en sus distintos fallos la naturaleza excepcional y restrictiva que la identifica”21.  

 

En la sentencia C-1152 de 2005, la Corte agregó otra precisión. Las facultades extraordinarias no 

autorizan al Gobierno para regular temas aledaños a los puntos para los cuales se otorgó la facultad. 

En este caso, se declaró inexequible la norma que regulaba el ingreso base de liquidación para 

incapacidades de origen laboral, a pesar de que la ley habilitante había facultado al Gobierno para 

organizar la administración del Sistema de Riesgos Profesionales. Para la Corte, el tema del ingreso 

base de liquidación era “ajeno e independiente a aquel para el cual había sido habilitado el Gobierno 

Nacional”22. Aunque los temas tienen una relación temática, la Corte no admitió esta extensión o 

encadenamiento artificial de las facultades extraordinarias.  

 

En la sentencia C-858 de 2006, la Corte rechazó las extensiones por vía de la interpretación 

teleológica. Declaró inexequibles algunas disposiciones del mismo decreto analizado en la sentencia 

anterior. En este caso, el Gobierno pretendió justificar las normas de acuerdo con las finalidades de 

la Ley 100 de 1993. Sin embargo, la Corte no admitió esta extensión teleológica, afirmando que “la 

ley habilitante estableció como una de sus finalidades la unificación del Sistema de Seguridad Social, 

pero dicha pretensión no la hizo extensiva al Presidente de la República”23. 

 

Los anteriores precedentes son instancias concretas de la aplicación de una premisa general, que 

aparece resumida en la sentencia C-398 de 1995: “los decretos que expida el Gobierno invocando 

facultades extraordinarias en cuanto toquen materias diversas de las señaladas en forma taxativa 

por el legislador ordinario”24. 

 

3.2. Interpretación literal de las facultades extraordinarias concedidas por el Acto Legislativo 

4 de 2019 

 

 
21 Sentencia C-734 de 2005, M.P. Rodrigo Escobar Gil.  
22 Sentencia C-1152 de 2005, M.P. Clara Inés Vargas Hernández. 
23 Sentencia C-858 de 2006, M.P. Jaime Córdoba Triviño. 
24 Sentencia C-398 de 1995, M.P. José Gregorio Hernández Galindo. 



En los dos cargos anteriores, se indicó que, de acuerdo con el Acto Legislativo 4 de 2019, las 

facultades extraordinarias deberían estar dirigidas a los efectos del parágrafo transitorio y además 

justificadas por un requisito de necesidad estricta.  

 

Sin embargo, si estas dos limitaciones no fueran acogidas, y se decidiera leer en aislamiento la 

expresión “y el desarrollo de este acto legislativo”, dichas facultades entonces tendrían que estar 

dirigidas a desarrollar solamente los contenidos normaivos de los artículos 267, 268, 271, 272 y 274 

que fueron efectivamente modificados por la reforma constitucional. Es decir, no se trata del 

otorgamiento de facultades plenas para regular todo el régimen del control fiscal, sino únicamente 

para desarrollar los temas novedosos que fueron introducidos en la reforma. 

 

El Acto Legislativo 4 de 2019 efectuó cambios profundos al control fiscal, pero no modificó todos 

sus elementos. Esto se puede verificar con una simple comparación entre la constitución original y 

el Acto Legislativo: 

 

Constitución original Acto Legislativo 4 de 2019 

Artículo 267. El control fiscal es una función pública 

que ejercerá la Contraloría General de la República, 

la cual vigila la gestión fiscal de la administración y 

de los particulares o entidades que manejen fondos 

o bienes de la Nación.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Dicho control se ejercerá en forma posterior y 

selectiva conforme a los procedimientos, sistemas y 

principios que establezca la ley. Esta podrá, sin 

embargo, autorizar que, en casos especiales, la 

vigilancia se realice por empresas privadas 

colombianas escogidas por concurso público de 

méritos, y contratadas previo concepto del Consejo 

de Estado.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Artículo 267. La vigilancia y el control fiscal son una 

función pública que ejercerá la Contraloría General 

de la República, la cual vigila la gestión fiscal de la 

administración y de los particulares o entidades que 

manejen fondos o bienes públicos, en todos los 

niveles administrativos y respecto de todo tipo de 

recursos públicos. La ley reglamentará el ejercicio 

de las competencias entre contralorías, en 

observancia de los principios de coordinación, 

concurrencia y subsidiariedad. El control ejercido 

por la Contraloría General de la República será 

preferente en los términos que defina la ley.  

 

 

El control fiscal se ejercerá en forma posterior y 

selectiva, y además podrá ser preventivo y 

concomitante, según sea necesario para garantizar 

la defensa y protección del patrimonio público. El 

control preventivo y concomitante no implicará 

coadministración y se realizará en tiempo real a 

través del seguimiento permanente de los ciclos, 

uso, ejecución, contratación e impacto de los 

recursos públicos, mediante el uso de tecnologías 

de la información, con la participación activa del 

control social y con la articulación del control 

interno. La ley regulará su ejercicio y los sistemas y 

principios aplicables para cada tipo de control.  

 

El control concomitante y preventivo tiene carácter 

excepcional, no vinculante, no implica 

coadministración, no versa sobre la conveniencia 



Constitución original Acto Legislativo 4 de 2019 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

La vigilancia de la gestión fiscal del Estado incluye el 

ejercicio de un control financiero, de gestión y de 

resultados, fundado en la eficiencia, la economía, la 

equidad y la valoración de los costos ambientales. 

En los casos excepcionales, previstos por la ley, la 

Contraloría podrá ejercer control posterior sobre 

cuentas de cualquier entidad territorial.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

La Contraloría es una entidad de carácter técnico 

con autonomía administrativa y presupuestal. No 

tendrá funciones administrativas distintas de las 

inherentes a su propia organización.  

 

 

El Contralor será elegido por el Congreso en Pleno, 

por mayoría absoluta, en el primer mes de sus 

sesiones para un periodo igual al del Presidente de 

la República, de lista de elegibles conformada por 

convocatoria pública con base en lo dispuesto en el 

artículo 126 de la Constitución y no podrá ser 

reelegido ni continuar en ejercicio de sus funciones 

al vencimiento del mismo.  

 

Solo el Congreso puede admitir la renuncia que 

presente el Contralor y proveer las faltas absolutas 

y temporales del cargo.  

 

de las decisiones de los administradores de 

recursos públicos, se realizará en forma de 

advertencia al gestor fiscal y deberá estar incluido 

en un sistema general de advertencia público. El 

ejercicio y la coordinación del control 

concomitante y preventivo corresponde 

exclusivamente al Contralor General de la 

República en materias específicas.  

 

La vigilancia de la gestión fiscal del Estado incluye el 

seguimiento permanente al recurso público, sin 

oponibilidad de reserva legal para el acceso a la 

información por parte de los órganos de control 

fiscal, y el control financiero, de gestión y de 

resultados, fundado en la eficiencia, la economía, la 

equidad, el desarrollo sostenible y el cumplimiento 

del principio de valoración de costos ambientales. 

La Contraloría General de la República tendrá 

competencia prevalente para ejercer control sobre 

la gestión de cualquier entidad territorial, de 

conformidad con lo que reglamente la ley.  

 

El control jurisdiccional de los fallos de 

responsabilidad fiscal gozará de etapas y términos 

procesales especiales con el objeto de garantizar la 

recuperación oportuna del recurso público. Su 

trámite no podrá ser superior a un año en la forma 

en que lo regule la ley.  

La Contraloría es una entidad de carácter técnico 

con autonomía administrativa y presupuestal. No 

tendrá funciones administrativas distintas de las 

inherentes a su propia organización y al 

cumplimiento de su misión constitucional.  

 

El Contralor será elegido por el Congreso en Pleno, 

por mayoría absoluta, en el primer mes de sus 

sesiones para un periodo igual al del Presidente de 

la República, de lista de elegibles conformada por 

convocatoria pública con base en lo dispuesto en el 

artículo 126 de la Constitución y no podrá ser 

reelegido ni continuar en ejercicio de sus funciones 

al vencimiento del mismo.  

 

Solo el Congreso puede admitir la renuncia que 

presente el Contralor y proveer las faltas absolutas 

y temporales del cargo mayores de 45 días.  

 



Constitución original Acto Legislativo 4 de 2019 

Para ser elegido Contralor General de la República 

se requiere ser colombiano de nacimiento y en 

ejercicio de la ciudadanía; tener más de 35 años de 

edad; tener título universitario o haber sido 

profesor universitario durante un tiempo no menor 

de 5 años; y acreditar las calidades adicionales que 

exija la ley.  

 

 

No podrá ser elegido Contralor General quien sea o 

haya sido miembro del Congreso u ocupado cargo 

público alguno del orden nacional, salvo la docencia, 

en el año inmediatamente anterior a la elección. 

Tampoco podrá ser elegido quien haya sido 

condenado a pena de prisión por delitos comunes.  

 

 

En ningún caso podrán intervenir en la postulación 

o elección del Contralor personas que se hallen 

dentro del cuarto grado de consanguinidad, 

segundo de afinidad y primero civil o legal respecto 

de los candidatos.  

Para ser elegido Contralor General de la República 

se requiere ser colombiano de nacimiento y en 

ejercicio de la ciudadanía; tener más de treinta y 

cinco años de edad; tener título universitario en 

ciencias jurídicas, humanas, económicas, 

financieras, administrativas o contables y 

experiencia profesional no menor a 5 años o como 

docente universitario por el mismo tiempo y 

acreditar las demás condiciones que exija la ley.  

No podrá ser elegido Contralor General quien sea o 

haya sido miembro del Congreso o se haya 

desempeñado como gestor fiscal del orden 

nacional, en el año inmediatamente anterior a la 

elección. Tampoco podrá ser elegido quien haya 

sido condenado a pena de prisión por delitos 

comunes.  

 

En ningún caso podrán intervenir en la postulación 

o elección del Contralor personas que se hallen 

dentro del cuarto grado de consanguinidad, 

segundo de afinidad y primero civil o legal respecto 

de los candidatos.  

Artículo 268. El Contralor General de la República 

tendrá las siguientes atribuciones:  

1. Prescribir los métodos y la forma de rendir 

cuentas los responsables del manejo de fondos o 

bienes de la Nación e indicar los criterios de 

evaluación financiera, operativa y de resultados que 

deberán seguirse.  

2. Revisar y fenecer las cuentas que deben llevar los 

responsables del erario y determinar el grado de 

eficiencia, eficacia y economía con que hayan 

obrado.  

3. Llevar un registro de la deuda pública de la Nación 

y de las entidades territoriales.  

 

4. Exigir informes sobre su gestión fiscal a los 

empleados oficiales de cualquier orden y a toda 

persona o entidad pública o privada que administre 

fondos o bienes de la Nación.  

5. Establecer la responsabilidad que se derive de la 

gestión fiscal, imponer las sanciones pecuniarias 

que sean del caso, recaudar su monto y ejercer la 

jurisdicción coactiva sobre los alcances deducidos 

de la misma.  

6. Conceptuar sobre la calidad y eficiencia del 

control fiscal interno de las entidades y organismos 

del Estado.  

Artículo 268. El Contralor General de la República 

tendrá las siguientes atribuciones:  

1. Prescribir los métodos y la forma de rendir 

cuentas los responsables del manejo de fondos o 

bienes de la nación e indicar los criterios de 

evaluación financiera, operativa y de resultados que 

deberán seguirse.  

2. Revisar y fenecer las cuentas que deben llevar los 

responsables del erario y determinar el grado de 

eficiencia, eficacia y economía con que hayan 

obrado.  

3. Llevar un registro de la deuda pública de la nación 

y de las entidades descentralizadas territorialmente 

o por servicios.  

4. Exigir informes sobre su gestión fiscal a los 

empleados oficiales de cualquier orden y a toda 

persona o entidad pública o privada que administre 

fondos o bienes públicos.  

5. Establecer la responsabilidad que se derive de la 

gestión fiscal, imponer las sanciones pecuniarias 

que sean del caso, recaudar su monto y ejercer la 

jurisdicción coactiva, para lo cual tendrá prelación.  

6. Conceptuar sobre la calidad y eficiencia del 

control fiscal interno de las entidades y organismos 

del Estado.  



Constitución original Acto Legislativo 4 de 2019 

7. Presentar al Congreso de la República un informe 

anual sobre el estado de los recursos naturales y del 

ambiente.  

8. Promover ante las autoridades competentes, 

aportando las pruebas respectivas, investigaciones 

penales o disciplinarias contra quienes hayan 

causado perjuicio a los intereses patrimoniales del 

Estado. La Contraloría, bajo su responsabilidad 

podrá exigir, verdad sabida y buena fe guardada, la 

suspensión inmediata de funcionarios mientras 

culminan las investigaciones o los respectivos 

procesos penales o disciplinarios.  

9. Presentar proyectos de ley relativos al régimen 

del control fiscal y a la organización y 

funcionamiento de la Contraloría General.  

10. Proveer mediante concurso público los empleos 

de su dependencia que haya creado la ley. Esta 

determinará un régimen especial de carrera 

administrativa para la selección, promoción y retiro 

de los funcionarios de la Contraloría. Se prohíbe a 

quienes formen parte de las corporaciones que 

intervienen en la postulación y elección del 

Contralor, dar recomendaciones personales y 

políticas para empleos en su despacho.  

11. Presentar informes al Congreso y al Presidente 

de la República sobre el cumplimiento de sus 

funciones y certificación sobre la situación de las 

finanzas del Estado, de acuerdo con la ley.  

12. Dictar normas generales para armonizar los 

sistemas de control fiscal de todas las entidades 

públicas del orden nacional y territorial.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

7. Presentar al Congreso de la República un informe 

anual sobre el estado de los recursos naturales y del 

ambiente.  

8. Promover ante las autoridades competentes, 

aportando las pruebas respectivas, investigaciones 

fiscales, penales o disciplinarias contra quienes 

presuntamente hayan causado perjuicio a los 

intereses patrimoniales del Estado. La Contraloría, 

bajo su responsabilidad, podrá exigir, verdad sabida 

y buena fe guardada, la suspensión inmediata de 

funcionarios mientras culminan las investigaciones 

o los respectivos procesos fiscales, penales o 

disciplinarios.  

9. Presentar proyectos de ley relativos al régimen 

del control fiscal y a la organización y 

funcionamiento de la Contraloría General.  

10. Proveer mediante concurso público los empleos 

de carrera de la entidad creados por ley. Esta 

determinará un régimen especial de carrera 

administrativa para la selección, promoción y retiro 

de los funcionarios de la Contraloría. Se prohíbe a 

quienes formen parte de las corporaciones que 

intervienen en la postulación y elección del 

Contralor, dar recomendaciones personales y 

políticas para empleos en ese ente de control.  

11. Presentar informes al Congreso de la República 

y al Presidente de la República sobre el 

cumplimiento de sus funciones y certificación sobre 

la situación de las finanzas del Estado, de acuerdo 

con la ley.  

12. Dictar normas generales para armonizar los 

sistemas de control fiscal de todas las entidades 

públicas del orden nacional y territorial; y dirigir e 

implementar, con apoyo de la Auditoría General de 

la República, el Sistema Nacional de Control Fiscal, 

para la unificación y estandarización de la 

vigilancia y control de la gestión fiscal.  

13. Advertir a los servidores públicos y particulares 

que administren recursos públicos de la existencia 

de un riesgo inminente en operaciones o procesos 

en ejecución, con el fin de prevenir la ocurrencia de 

un daño, a fin de que el gestor fiscal adopte las 

medidas que considere procedentes para evitar 

que se materialice o se extienda, y ejercer control 

sobre los hechos así identificados.  

14. Intervenir en los casos excepcionales previstos 

por la ley en las funciones de vigilancia y control de 

competencia de las Contralorías Territoriales. 
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13. Las demás que señale la ley.  

Presentar a la Cámara de Representantes la Cuenta 

General del Presupuesto y del Tesoro y certificar el 

balance de la Hacienda presentado al Congreso por 

el Contador General.  

 

Dicha intervención podrá ser solicitada por el 

gobernante local, la corporación de elección 

popular del respectivo ente territorial, una 

comisión permanente del Congreso de la 

República, la ciudadanía mediante cualquiera de 

los mecanismos de participación ciudadana, la 

propia contraloría territorial o las demás que 

defina la ley.  

15. Presentar a la Cámara de Representantes la 

Cuenta General del Presupuesto y del Tesoro y 

certificar el balance de la Hacienda presentado al 

Congreso por el Contador General de la Nación.  

16. Ejercer, directamente o a través de los 

servidores públicos de la entidad, las funciones de 

policía judicial que se requieran en ejercicio de la 

vigilancia y control fiscal en todas sus modalidades. 

La ley reglamentará la materia.  

17. Imponer sanciones desde multa hasta 

suspensión a quienes omitan la obligación de 

suministrar información o impidan u obstaculicen 

el ejercicio de la vigilancia y control fiscal, o 

incumplan las obligaciones fiscales previstas en la 

ley. Así mismo a los representantes de las 

entidades que, con dolo o culpa grave, no 

obtengan el fenecimiento de las cuentas o 

concepto o calificación favorable en los 

procedimientos equivalentes para aquellas 

entidades no obligadas a rendir cuenta, durante 

dos (2) períodos fiscales consecutivos.  

18. Las demás que señale la ley.  

Parágrafo transitorio. La asignación básica 

mensual de los servidores de la Contraloría General 

de la República y su planta transitoria será 

equiparada a los de los empleos equivalentes de 

otros organismos de control de nivel nacional. Para 

la correcta implementación del presente acto 

legislativo, y el fortalecimiento del control fiscal, la 

ley determinará la creación del régimen de carrera 

especial de los servidores de las contralorías 

territoriales, la ampliación de la planta de 

personal, la incorporación de los servidores de la 

planta transitoria sin solución de continuidad y la 

modificación de la estructura orgánica y funcional 

de la Contraloría General de la República, 

garantizando la estabilidad laboral de los 

servidores inscritos en carrera pertenecientes a esa 

entidad y a contralorías territoriales intervenidas. 

Exclusivamente para los efectos del presente 
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parágrafo y el desarrollo de este acto legislativo, 

otórguense precisas facultades extraordinarias por 

el término de seis meses al Presidente de la 

República para expedir decretos con fuerza de ley.  

Así mismo, el Congreso de la República expedirá, 

con criterios unificados, las leyes que garanticen la 

autonomía presupuestal y la sostenibilidad 

financiera y administrativa de los organismos de 

control fiscal territoriales y unas apropiaciones 

progresivas que incrementarán el presupuesto de 

la Contraloría General de la República durante las 

siguientes tres vigencias en 250.000, 250.000 y 

136.000 millones de pesos respectivamente, las 

cuales serán incorporadas en los proyectos de ley 

de presupuesto anual presentados por el Gobierno 

Nacional, incluso aquellos que ya cursen su trámite 

en el Congreso de la República. Dichas 

apropiaciones no serán tenidas en cuenta al 

momento de decretar aplazamientos del 

Presupuesto General de la Nación.  

En los siguientes cuatrienios dichas apropiaciones 

estarán de acuerdo con el marco fiscal de mediano 

plazo.  

Artículo 271. Los resultados de las indagaciones 

preliminares adelantadas por la Contraloría tendrán 

valor probatorio ante la Fiscalía General de la 

Nación y el juez competente.  

Artículo 271. Los resultados de los ejercicios de 

vigilancia y control fiscal, así como de las 

indagaciones preliminares o los procesos de 

responsabilidad fiscal, adelantados por las 

Contralorías tendrán valor probatorio ante la 

Fiscalía General de la Nación y el juez competente.  

Artículo 272. La vigilancia de la gestión fiscal de los 

departamentos, distritos y municipios donde haya 

contralorías, corresponde a éstas y se ejercerá en 

forma posterior y selectiva. 

  

La de los municipios incumbe a las contralorías 

departamentales, salvo lo que la ley determine 

respecto de contralorías municipales.  

 

 

 

Corresponde a las asambleas y a los concejos 

distritales y municipales organizar las respectivas 

contralorías como entidades técnicas dotadas de 

autonomía administrativa y presupuestal.  

 

Igualmente les corresponde elegir contralor para 

período igual al del gobernador o alcalde, según el 

caso, de ternas integradas con dos candidatos 

Artículo 272. La vigilancia de la gestión fiscal de los 

departamentos, distritos y municipios donde haya 

contralorías, corresponde a estas en forma 

concurrente con la Contraloría General de la 

República.  

La vigilancia de los municipios incumbe a las 

contralorías departamentales, salvo lo que la ley 

determine respecto de contralorías municipales.  

La ley regulará las competencias concurrentes 

entre contralorías y la prevalencia de la Contraloría 

General de la República.  

Corresponde a las asambleas y a los concejos 

distritales y municipales organizar las respectivas 

contralorías como entidades técnicas dotadas de 

autonomía administrativa y presupuestal, y 

garantizar su sostenibilidad fiscal.  

La Auditoría General de la República realizará la 

certificación anual de las contralorías territoriales 

a partir de indicadores de gestión, la cual será el 
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presentados por el tribunal superior de distrito 

judicial y uno por el correspondiente tribunal de lo 

contencioso administrativo.  

Ningún contralor podrá ser reelegido para el 

período inmediato.  

Los contralores departamentales, distritales y 

municipales ejercerán, en el ámbito de su 

jurisdicción, las funciones atribuidas al Contralor 

General de la República en el artículo 268 y podrán, 

según lo autorice la ley, contratar con empresas 

privadas colombianas el ejercicio de la vigilancia 

fiscal.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Para ser elegido contralor departamental, distrital o 

municipal se requiere ser colombiano por 

nacimiento, ciudadano en ejercicio, tener más de 

veinticinco años, acreditar título universitario y las 

demás calidades que establezca la ley.  

 

No podrá ser elegido quien sea o haya sido en el 

último año miembro de asamblea o concejo que 

deba hacer la elección, ni quien haya ocupado cargo 

público del orden departamental, distrital o 

municipal, salvo la docencia.  

 

Quien haya ocupado en propiedad el cargo de 

contralor departamental, distrital o municipal, no 

podrá desempeñar empleo oficial alguno en el 

respectivo departamento, distrito o municipio, ni 

ser inscrito como candidato a cargos de elección 

popular sino un año después de haber cesado en sus 

funciones.  

insumo para que la Contraloría General de la 

República intervenga administrativamente las 

contralorías territoriales y asuma competencias 

cuando se evidencie falta de objetividad y 

eficiencia.  

Los contralores departamentales, distritales y 

municipales ejercerán, en el ámbito de su 

jurisdicción, las funciones atribuidas al Contralor 

General de la República en el artículo 268 en lo que 

sea pertinente, según los principios de 

coordinación, concurrencia, y subsidiariedad. El 

control ejercido por la Contraloría General de la 

República será preferente en los términos que 

defina la ley.  

Los Contralores departamentales, distritales y 

municipales serán elegidos por las Asambleas 

Departamentales, Concejos Municipales y 

Distritales, de terna conformada por quienes 

obtengan los mayores puntajes en convocatoria 

pública conforme a la ley, siguiendo los principios 

de transparencia, publicidad, objetividad, 

participación ciudadana y equidad de género, para 

un periodo de cuatro años que no podrá coincidir 

con el periodo del correspondiente gobernador y 

alcalde.  

Ningún contralor podrá ser reelegido para el 

período inmediato.  

Para ser elegido contralor departamental, distrital o 

municipal se requiere ser colombiano por 

nacimiento, ciudadano en ejercicio, tener más de 

veinticinco años, acreditar título universitario y las 

demás calidades que establezca la ley.  

 

No podrá ser elegido quien sea o haya sido en el 

último año miembro de la Asamblea o Concejo que 

deba hacer la elección, ni quien haya ocupado cargo 

público en la rama ejecutiva del orden 

departamental, distrital o municipal.  

 

Quien haya ocupado en propiedad el cargo de 

contralor departamental, distrital o municipal, no 

podrá desempeñar empleo oficial alguno en el 

respectivo departamento, distrito o municipio, ni 

ser inscrito como candidato a cargos de elección 

popular sino un año después de haber cesado en sus 

funciones.  
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Parágrafo transitorio 1°. La siguiente elección de 

todos los contralores territoriales se hará para un 

período de dos años.  

Parágrafo transitorio 2°. En un término no superior 

a un año la ley reglamentará el fortalecimiento 

financiero de las contralorías departamentales, 

municipales y distritales con recursos provenientes 

principalmente de los ingresos corrientes de libre 

destinación más cuota de fiscalización que 

aportarán los sujetos de control del respectivo 

departamento, distrito o municipio. Esta ley será 

presentada por el Gobierno y la Contraloría 

General de la República.  

Artículo 274. La vigilancia de la gestión fiscal de la 

Contraloría General de la República se ejercerá por 

un auditor elegido para períodos de dos años por el 

Consejo de Estado, de terna enviada por la Corte 

Suprema de Justicia.  

La ley determinará la manera de ejercer dicha 

vigilancia a nivel departamental, distrital y 

municipal.  

Artículo 274. La vigilancia de la gestión fiscal de la 

Contraloría General de la República y de todas las 

contralorías territoriales se ejercerá por el Auditor 

General de la República, elegido por el Consejo de 

Estado de terna enviada por la Corte Suprema de 

Justicia, siguiendo los principios de transparencia, 

publicidad, objetividad, participación ciudadana y 

equidad de género, para un periodo de cuatro 

años.  

Para ser elegido Auditor General se requiere ser 

colombiano de nacimiento y en ejercicio de la 

ciudadanía; tener más de 35 años de edad; tener 

título universitario en ciencias jurídicas, humanas, 

económicas, financieras, administrativas o 

contables; y experiencia profesional no menor a 5 

años o como docente universitario por el mismo 

tiempo, y acreditar las calidades adicionales que 

exija la ley.  

No podrá ser elegido Auditor General quien sea o 

haya sido miembro del Congreso u ocupado cargo 

público alguno del orden nacional, salvo la 

docencia, en el año inmediatamente anterior a la 

elección. Tampoco podrá ser elegido quien haya 

sido condenado a pena de prisión por delitos 

comunes.  

La ley determinará la manera de ejercer dicha 

vigilancia a nivel departamental, distrital y 

municipal.  

Parágrafo transitorio. El período del Auditor 

dispuesto en el presente artículo, se aplicará quien 

sea elegido con posterioridad a la promulgación de 

este Acto Legislativo.  

 



Debido a que las facultades extraordinarias se refieren al “desarrollo de este acto legislativo”, para 

ser constitucionales, las normas del decreto deben desarrollar alguno de los aspectos señalados en 

negrilla en la columna de la derecha en el cuadro anterior.  

 

A título de ejemplo, el Acto Legislativo no modificó: 

 

• El concepto de “gestión fiscal”. 

 

• La competencia para vigilar la gestión fiscal de los particulares que administran recursos 

públicos, la cual está regulada de manera distinta a la vigilancia de la gestión fiscal de las 

entidades públicas.  

 

• El control posterior y selectivo. 

 

• El control financiero, de gestión y resultados. 

 

• La facultad del Contralor General de exigir informes sobre la gestión fiscal. 

 

Por lo tanto, sobre ninguno de los temas anteriores puede versar el Decreto 403 de 2020, ya que su 

regulación no corresponde al “desarrollo de este acto legislativo”, sino al desarrollo de la norma 

constitucional preexistente, para lo cual es competente el Congreso y no el Gobierno mediante 

facultades extraordinarias.  

 

Adicionalmente, en relación con el control fiscal de los particulares que administran recursos 

públicos, la exposición de motivos y las ponencias no se refieren al tema. Resaltan que la reforma 

versa sobre los siguientes aspectos del control fiscal. La exposición de motivos indicó tres ejes de la 

propuesta de reforma: “(i) la inclusión de un nuevo modelo de control fiscal: el control fiscal 

concomitante y preventivo, complementario al control posterior y selectivo; (ii) la unificación de 

competencias de la Contraloría General de la República y las contralorías territoriales; (iii) la 

asignación de funciones jurisdiccionales a la Contraloría General de la República para la 

determinación de la responsabilidad fiscal y el fortalecimiento del proceso de cobro coactivo.”25 La 

ponencia para primer debate en segunda vuelta, por otra parte, sintetiza la reforma en los siguientes 

aspectos: “la inclusión de un nuevo modelo de control fiscal: el control fiscal preventivo y 

concomitante, complementario al control posterior y selectivo; y la unificación de competencias de 

la Contraloría General de la República y las contralorías territoriales.”26 Ninguno de estos aspectos 

se refiere específicamente a la responsabilidad fiscal de los particulares.  

 

La regulación de los temas anteriores preexistentes al Acto Legislativo en el Decreto 403 de 2020 

puede que busquen  supuestamente fortalecer el control fiscal, pero no se ajustan a las facultades 

extraordinarias. Como se demostró en la sección anterior, la jurisprudencia constitucional no 

permite los encadenamientos artificiales a través de la afinidad o la cercanía conceptual entre los 

 
25 Gaceta 153 de 2019, p. 153.  
26 Gaceta 676 de 2019, p. 3.  



temas a regular. Si la norma habilitante no mencionó el tema a regular, esta carencia no puede ser 

suplida por el Gobierno Nacional o el juez constitucional. 

 

Así, a título de ejemplo, y sin que todas las normas a continuación hagan parte del cargo 

específicamente propuesto en esta oportunidad, pueden ser inconstitucionales las siguientes 

normas del Decreto 403 de 2020: 

 

• Artículo 8 sobre el Plan Nacional de Vigilancia Fiscal que no está establecido en el Acto 

Legislativo 4 de 2019. 

 

• Artículos 16 a 28 sobre intervención funcional de la Contraloría General, que tampoco fue 

regulada por el Acto Legislativo 4 de 2019. 

 

• Artículos 30 y 31 sobre la certificación anual de las contralorías territoriales, lo cual no 

aparece tampoco en el Acto Legislativo 4 de 2019.  

 

• Artículos 73 a 77 referidos a “otras herramientas de control fiscal” que, si bien pueden ser 

creadas por la ley, tampoco hacen parte del Acto Legislativo 4 de 2019. 

 

• Artículos 106 a 123 sobre jurisdicción coactiva, a excepción del artículo 108 sobre la 

prelación de créditos. 

 

• Artículos 124 a 148 sobre el proceso de responsabilidad fiscal, que no fue modificado por el 

Acto Legislativo 4 de 2019. 

 

• Artículos 149 a 151 sobre control interno, que tampoco fue objeto de modificación en la 

.Constitución.  

 

Respecto de estas normas la ausencia de relación con el acto legislativo es doble. Primero, el control 

fiscal sobre los particulares que administran recursos públicos no fue reformado en sí mismo y, 

segundo, los artículos arriba enunciados se refieren a materias que tampoco fueron objeto de 

reforma en el acto legislativo  

 

Este cargo se enfoca específicamente en doce artículos del Decreto 403 de 2020 que se refieren al 

control fiscal respecto de los particulares, los cuales se explican a continuación.  

 

3.3. Los artículos 2, 46, 47, 48, 49, 50, 51, 52, 124 y 126 son inconstitucionales por exceso de 

facultades extraordinarias 

 

Los artículos enunciados en el encabezado de esta sección son inconstitucionales por regular el 

control fiscal respecto de particulares, sin que este tema hubiera sido regulado por el Acto 

Legislativo 4 de 2019.  

 

3.3.1. Artículo 2 



 

El artículo 2 establece lo siguiente: 

 

Artículo 2°. Definiciones. Para los efectos de la vigilancia y el control fiscal se 

tendrán en cuenta las siguientes definiciones:  

Vigilancia fiscal. Es la función pública de vigilancia de la gestión fiscal de la 

administración y de los particulares o entidades que manejen fondos o bienes 

públicos, que ejercen los órganos de control fiscal de manera autónoma e 

independiente de cualquier otra forma de inspección y vigilancia administrativa. 

Consiste en observar el desarrollo o ejecución de los procesos o toma de 

decisiones de los sujetos de control, sin intervenir en aquellos o tener injerencia 

en estas, así como con posterioridad al ejercicio de la gestión fiscal, con el fin de 

obtener información útil para realizar el control fiscal.  

Control fiscal: Es la función pública de fiscalización de la gestión fiscal de la 

administración y de los particulares o entidades que manejen fondos o bienes 

públicos, que ejercen los órganos de control fiscal de manera autónoma e 

independiente de cualquier otra forma de inspección y vigilancia administrativa, 

con el fin de determinar si la gestión fiscal y sus resultados se ajustan a los 

principios, políticas, planes, programas, proyectos, presupuestos y normatividad 

aplicables y logran efectos positivos para la consecución de los fines esenciales 

del Estado, y supone un pronunciamiento de carácter valorativo sobre la gestión 

examinada y el adelantamiento del proceso de responsabilidad fiscal si se dan los 

presupuestos para ello.  

El control fiscal será ejercido en forma posterior y selectiva por los órganos de 

control fiscal, sin perjuicio del control concomitante y preventivo, para garantizar 

la defensa y protección del patrimonio público en los términos que establecen la 

Constitución Política y la ley.  

Objeto de vigilancia y control: Se entienden por objeto de vigilancia y control, las 

actividades, acciones, omisiones, operaciones, procesos, cuenta, contrato, 

convenio, proyecto, programa, acto o hecho, y los demás asuntos que se 

encuentren comprendidos o que incidan directa o indirectamente en la gestión 

fiscal o que involucren bienes, fondos o recursos públicos, así como el uso, 

explotación, exploración, administración o beneficio de los mismos.  

Sujeto de vigilancia y control: Son sujetos de vigilancia y control fiscal los órganos 

que integran las ramas del poder público, los órganos autónomos e 

independientes, los de control y electorales, los organismos creados por la 

Constitución Política y la ley que tienen régimen especial, el Banco de la República, 

y las demás entidades públicas en todos los niveles administrativos, los 

particulares, las personas jurídicas y cualquier otro tipo de organización o 

sociedad que a cualquier título recauden, administren, manejen, dispongan o 

inviertan fondos, recursos del Estado y/o bienes o recursos públicos en lo 

relacionado con estos.  

Órganos de Control Fiscal: Son la Contraloría General de la República, las 

contralorías departamentales, las contralorías distritales, las contralorías 



municipales y la Auditoría General de la República, encargados de la vigilancia y 

control fiscal de la gestión fiscal, en sus respectivos ámbitos de competencia.  

 

Las expresiones subrayadas y en negrilla corresponden a la responsabilidad fiscal de los particulares, 

aspecto que no fue objeto de modificación por el Acto Legislativo 4 de 2019. El Gobierno excedió 

sus facultades extraordinarias al mencionar a los particulares en las definiciones de vigilancia fiscal, 

control fiscal y sujeto de vigilancia y control. 

 

Al margen de los cuestionamientos constitucionales de fondo que también puedan tener estas 

normas, lo cual se aborda en un cargo separado, lo cierto es que la expresión “desarrollo de este 

acto legislativo” no incluye el desarrollo del control fiscal respecto de particulares, por dos motivos. 

En primer lugar, porque el Acto Legislativo no modificó la parte del inciso primero del artículo 267 

de la Constitución que se refiere a los particulares, de manera que la norma constitucional en ese 

punto es la misma antes y después de la reforma.  

 

En segundo lugar, porque la imposición de deberes y cargas a los particulares es un asunto que tiene 

reserva legal y no puede presumirse una facultad implícita en la expresión “desarrollo de este acto 

legislativo” para regular un tema que en principio tendría que ser legislado por el Congreso.  

 

En tercer lugar, porque la regulación del control fiscal respecto de los particulares requiere una 

regulación específica que tenga en cuenta el ciclo de los recursos públicos. Cuando los recursos 

públicos son administrados por particulares, estos en algún momento dejan de ser públicos, cuando 

son utilizados para remunerar una actividad o cuando entran al patrimonio individual de un 

beneficiario. Por ejemplo, cuando una EPS privada gira recursos a una IPS, y esta a su vez paga con 

esos recursos el salario de un profesional de la salud. El control fiscal en ese evento no podría recaer 

sobre el manejo que el profesional de la salud haga respecto de su salario. Este y otros eventos 

similares tendrían que hacer parte de la regulación específica del ciclo de los recursos públicos, 

razón por la cual no es posible hacer una regulación uniforme del control fiscal respecto de 

entidades públicas y de particulares.  

 

Por lo anterior, las expresiones resaltadas del artículo 2 deben ser declaradas inexequibles, al 

exceder la facultad extraordinaria concedida por el Acto Legislativo 4 de 2019.  

 

3.3.2. Artículos 46 a 52 

 

El Título V se refiere a los “Sistemas de control fiscal” y regula los controles financiero, de legalidad, 

de gestión, de resultados, la revisión de cuentas, la evaluación de control interno y, por último, la 

aplicación de estos sistemas a las sociedades con participación estatal.  

 

Las normas que se transcriben a continuación, todas incluyen dentro de su ámbito de aplicación a 

los particulares. Cada una de estas normas se refiere de manera genérica a “una entidad” o a los 

“sujetos de la vigilancia”, sin precisar que se debe tratar de entidades públicas. Al contrario, si estas 

normas se leen en conjunto con el artículo 2 (también demandado en esta oportunidad), se puede 

deducir que las normas permiten realizar un control financiero, revisión de cuentas o evaluación de 



control interno respecto de empresas particulares, lo cual equivale a asimilar a los particulares a las 

entidades públicas.  

 

Los particulares no pueden ser objeto de regulación por este decreto, por cuatro motivos. Primero, 

porque el Acto Legislativo 4 de 2019 no modificó esa materia y por lo tanto esta regulación no puede 

corresponder al “desarrollo de este Acto Legislativo”. Segundo, porque las entidades públicas y los 

particulares, en especial una empresa privada, no pueden ser asimilados para efectos del control 

fiscal. Incluso en relación con empresas con participación estatal, la Corte Constitucional ha 

señalado que el control fiscal solo procede “en relación con los aportes, actos y contratos celebrados 

por el accionista o socio estatal”27. Con mayor razón, respecto de particulares sin accionista estatal, 

pero que dentro del ámbito de sus actividades deban administrar recursos públicos, el control fiscal 

no procede respecto de todas las actividades de la empresa particular. Tampoco procede respecto 

de recursos de naturaleza privada, o recursos que,  como consecuencia de la aplicación de las reglas 

propias sobre su uso y administración hayan perdido la calidad de recursos públicos. Tercero, 

porque la imposición de deberes a los particulares es un tema que tiene reserva legal (art. 6 CP), por 

lo cual no es posible presumir ni deducir implícitamente una autorización al Gobierno para legislar 

sobre este tema, sin que haya sido mencionado expresamente en la norma habilitante que le 

concedió facultades extraordinarias. Cuarto, porque el ejercicio de las competencias de la 

Contraloría General de la República respecto de los particulares puede afectar derechos 

fundamentales. Puede, por ejemplo, implicar el acceso a información reservada, lo cual afecta el 

derecho a la intimidad. Puede también, eventualmente desbordarse hacia el control del manejo de 

recursos privados, afectando el derecho a la propiedad. En esta materia, la fijación de reglas debe 

respetar el principio democrático, con el fin de garantizar un mínimo estándar de debido proceso y 

establecer pesos y contrapesos al ejercicio de las amplias potestades de la Contraloría General de la 

República.  

 

De acuerdo con estas premisas, se transcriben a continuación las normas de las que trata este 

apartado de la demanda, subrayando y resaltando en negrilla las expresiones sobre las cuales se 

solicitará la inexequibilidad, o subsidiariamente una declaración de constitucionalidad 

condicionada: 

 

Artículo 46. Control financiero. El control financiero es el examen que se 

realiza, con base en las normas de auditoría de aceptación general, para 

establecer si los estados financieros de una entidad reflejan 

razonablemente el resultado de sus operaciones y los cambios en su 

situación financiera, comprobando que en la elaboración de los mismos y 

en las transacciones y operaciones que los originaron, se observaron y 

cumplieron las normas prescritas por las autoridades competentes y los 

principios de contabilidad universalmente aceptados o prescritos por el 

Contador General.  

 

Artículo 47. Control de legalidad. El control de legalidad es la 

comprobación que se hace de las operaciones financieras, 

 
27 Sentencia C-290 de 2002, M.P. Clara Inés Vargas Hernández.  



administrativas, económicas y de otra índole de una entidad para 

establecer que se hayan realizado conforme a las normas que le son 

aplicables.  

 

Artículo 48. Control de gestión. El control de gestión es el examen de la 

eficiencia y eficacia de las entidades en la administración de los recursos 

públicos, determinada mediante la evaluación de sus procesos 

administrativos, la utilización de indicadores de rentabilidad pública y 

desempeño y la identificación de la distribución del excedente que estas 

producen, así como de los beneficiarios de su actividad.  

 

Artículo 49. Control de resultados. El control de resultados es el examen 

que se realiza para establecer en qué medida los sujetos de la vigilancia 

logran sus objetivos y cumplen los planes, programas y proyectos 

adoptados por la administración, en un período determinado.  

 

Artículo 50. Revisión de las cuentas. La revisión de cuentas es el estudio 

especializado de los documentos que soportan legal, técnica, financiera y 

contablemente las operaciones realizadas por los responsables del erario 

durante un período determinado, con miras a establecer la economía, la 

eficacia, la eficiencia y la equidad de sus actuaciones.  

 

Para efecto de la presente ley se entiende por cuenta el informe 

acompañado de los documentos que soportan legal, técnica, financiera y 

contablemente las operaciones realizadas por los responsables del 

erario.  

 

El Contralor General de la República determinará las personas obligadas 

a rendir cuentas en materia fiscal y prescribirá los métodos, formas y 

plazos para ello.  

 

No obstante, lo anterior cada entidad conformará una sola cuenta que 

será remitida por el jefe del organismo respectivo a la Contraloría General 

de la República.  

 

Si con posterioridad a la revisión de cuentas de los responsables del 

erario aparecieren pruebas de operaciones fraudulentas o irregulares 

relacionadas con ellas se levantará el fenecimiento y se iniciará el proceso 

de responsabilidad fiscal si hay lugar a ello.  

 

Artículo 51. Evaluación del control interno. La evaluación de control 

interno es el análisis de los sistemas de control de las entidades sujetas a 

la vigilancia, con el fin de determinar la calidad de los mismos, el nivel de 



confianza que se les puede otorgar y si son eficaces y eficientes en el 

cumplimiento de sus objetivos.  

 

El Contralor General de la República reglamentará los métodos y 

procedimientos para llevar a cabo esta evaluación, para lo cual tendrá en 

cuenta los lineamientos de política en materia de control interno.  

Parágrafo. Para efectos de la evaluación del control fiscal interno 

primarán los lineamientos impartidos por la Contraloría General de la 

República.  

 

Estas normas, como se puede ver, no distinguen entre entidades públicas y privadas, a pesar de que 

el Acto Legislativo 4 de 2019 nada dijo sobre el control fiscal efectuado respecto de particulares. Así, 

el control financiero y de legalidad (artículos 46 y 47) se refieren a actividades de vigilancia fiscal 

respecto de “una entidad”. El artículo 46 se refiere a la actividad de verificar la totalidad de los 

estados financieros de “una entidad”, lo cual solo sería adecuado respecto de una entidad pública y 

no de un particular. El artículo 47, por otra parte, trata la comprobación de todas las operaciones 

de “una entidad”, lo cual, de nuevo, no procedería respecto de los particulares. Sin embargo, al no 

distinguir claramente, la norma cubre a los particulares y es inconstitucional por exceso en las 

facultades extraordinarias.  

 

Posteriormente, el artículo 48 regula el control de gestión de “las entidades”, de nuevo, sin distinguir 

entre entidades públicas y entidades particulares. Esta amplitud de la norma lleva al absurdo de que 

la Contraloría revise, por ejemplo, “la utilización de indicadores de rentabilidad pública y 

desempeño” respecto de empresas privadas. Como la norma no distingue entre tipos de entidades, 

ni indica que se debe tratar de entidades públicas, esta debe ser declarar inconstitucional o debe 

ser condicionada, para asegurar que el decreto no haya excedido los límites de la norma habilitante 

al regular el control fiscal respecto de los particulares. 

 

Luego, el artículo 49 toca el tema del control de resultados, en el cual se refiere a “los sujetos de 

vigilancia”. Si esa expresión se lee en concordancia con el artículo 2, también demandado en esta 

acción de inconstitucionalidad, se debe entender que dentro de esa categoría amplia de sujetos de 

vigilancia se incluye a los particulares. Tal interpretación lleva a una situación compleja en que la 

Contraloría verifica si una empresa privada que incidentalmente administra recursos públicos está 

cumpliendo sus propios objetivos privados. Al facultar a la Contraloría para vigilar si las empresas 

cumplen sus propios objetivos, la norma excede las facultades extraordinarias, ya que esto no hace 

parte del “desarrollo de este Acto Legislativo”.  

 

El artículo 50, que trata la figura de la revisión de cuentas, usa la expresión “responsables del erario” 

y “cada entidad”. Estas expresiones son también ambiguas. La expresión “erario” no es un término 

técnico, que se encuentre definido en la Constitución o en la ley. Puede tratarse como sinónimo de 

“recursos públicos”, de tal forma que es posible que una empresa privada sea, transitoriamente, 

“responsable del erario”. Lo mismo ocurre con la expresión “cada entidad” que, como se anotó 

antes, puede cubrir a entidades públicas o a empresas privadas.  

 



El artículo 51 establece la evaluación del control interno, de nuevo, usando la expresión amplia “las 

entidades sujetas a vigilancia”, que leída en concordancia con el artículo 2, incluye a los particulares. 

Sin embargo, contiene por este motivo el contrasentido de obligar a empresas particulares a 

establecer oficinas de control interno, a pesar de que el artículo 5 de la Ley 87 de 1993 solo 

contempla como sujetos obligados en esa materia a las entidades públicas y no a las empresas 

privadas, aun si estas manejan recursos públicos. Al regular ambos supuestos indistintamente, la 

norma es inconstitucional por exceso de las facultades extraordinarias.  

 

Respecto de las anteriores normas, se solicita en primer lugar su inexequibilidad total. 

Subsidiariamente, y de acuerdo con el principio de conservación del derecho, se solicita condicionar 

las expresiones subrayadas, en el sentido de que se refieren exclusivamente a entidades públicas 

y no a los particulares.  

 

Finalmente, el artículo 52 regula las sociedades con participación estatal. Este artículo establece que 

el control fiscal debe evaluar “la gestión empresarial” y que los resultados “tendrán efecto 

únicamente en lo referente al aporte estatal”. 

 

Artículo 52. Aplicación de los sistemas de control fiscal en sociedades con 

participación estatal. La vigilancia de la gestión fiscal en las sociedades de 

economía mixta se hará teniendo en cuenta la participación que el Estado tenga 

en el capital social, evaluando la gestión empresarial de tal forma que permita 

determinar que el manejo de los recursos públicos se realice de acuerdo con los 

principios de la gestión fiscal.  

Los resultados obtenidos tendrán efecto únicamente en lo referente al aporte 

estatal.  

En las sociedades distintas a las de economía mixta en que el estado participe la 

vigilancia fiscal se hará de acuerdo con lo previsto en este artículo.  

Parágrafo 1°. La vigilancia fiscal en las entidades de que trata el artículo 94, 95 

y 96 de la Ley 489 de 1998, se hará teniendo en cuenta si se trata de aporte o 

participación del Estado. En el primer caso se limitará la vigilancia hasta la 

entrega del aporte, en el segundo se aplicará lo previsto en inciso primero del 

presente artículo.  

Parágrafo 2°. Lo dispuesto en este artículo se realizará sin perjuicio de la 

revisoría fiscal que se ejerce en ellas.  

El informe del revisor fiscal a la asamblea general de accionistas o junta de socios 

deberá ser remitido al órgano de control fiscal respectivo con una antelación no 

menor de diez (10) días a la fecha en que se realizará la asamblea o junta. 

Igualmente deberá el revisor fiscal presentar los informes que le sean solicitados 

por el contralor.  

 

Tal como ocurre con el artículo 2, en este caso se regula un aspecto que no fue objeto de 

modificación por el Acto Legislativo 4 de 2019. En efecto, dicha reforma constitucional no menciona 

a las sociedades con participación estatal, ni trata el tema complejo del ejercicio del control fiscal 

respecto de empresas que compiten en el mercado, frente a las cuales se puede menguar su 



autonomía empresarial y la confidencialidad de sus decisiones en el ejercicio del control fiscal. Por 

lo anterior, se solicita la inexequibilidad total del artículo 52.  

 

3.3.3. Artículo 124 

 

El artículo 124 regula el proceso de responsabilidad fiscal. De entrada, es claro que dicho proceso 

no fue objeto de modificación por el Acto Legislativo 4 de 2019, por lo cual las facultades 

extraordinarias no podían ser aprovechadas para modificar legalmente ese proceso. Adicional a ello, 

en tal modificación se ampliaron las categorías de particulares que podrían ser fiscalmente 

responsables:  

 

Artículo 124. Modificar el artículo 4° de la Ley 610 de 2000, el cual quedará así:  

“Artículo 4°. Objeto de la responsabilidad fiscal. La responsabilidad fiscal tiene por 

objeto el resarcimiento de los daños ocasionados al patrimonio público como 

consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa de quienes realizan 

gestión fiscal o de servidores públicos o particulares que participen, concurran, 

incidan o contribuyan directa o indirectamente en la producción de los mismos, 

mediante el pago de una indemnización pecuniaria que compense el perjuicio 

sufrido por la respectiva entidad estatal. Para el establecimiento de 

responsabilidad fiscal en cada caso, se tendrá en cuenta el cumplimiento de los 

principios rectores de la función administrativa y de la gestión fiscal.  

Parágrafo. La responsabilidad fiscal es autónoma e independiente y se entiende 

sin perjuicio de cualquier otra clase de responsabilidad”.  

 

La anterior versión del artículo 4 de la Ley 610 de 2000 decía: “La responsabilidad fiscal tiene por 

objeto el resarcimiento de los daños ocasionados al patrimonio público como consecuencia de la 

conducta dolosa o culposa de quienes realizan gestión fiscal mediante el pago de una 

indemnización pecuniaria que compense el perjuicio sufrido por la respectiva entidad estatal.” 

 

La nueva versión agrega, después de una disyuntiva (“o…”), una lista de personas que también 

pueden ser responsables fiscalmente. Del uso de la disyuntiva se deduce que ahora, según la norma 

legislada por el Gobierno, existen dos categorías de responsables fiscales. Primero, quienes realizan 

gestión fiscal, y segundo, quienes a pesar de no realizar gestión fiscal, califican como “servidores 

públicos o particulares que participen, concurran, incidan o contribuyan directa o indirectamente 

en la producción de los [daños]”. 

 

Respecto de los particulares, entonces, se amplía el ámbito de la responsabilidad fiscal. En primer 

lugar, se establece que un particular puede ser responsable fiscalmente sin ser gestor fiscal. Este 

primer cambio es abiertamente inconstitucional, ya que el artículo 267 de la Constitución—antes y 

después de la reforma de 2019—vincula el control fiscal a la gestión fiscal y no a otras actividades.  

 

En segundo lugar, se establece además que el particular puede ser responsable fiscalmente, incluso, 

por contribuir “directa o indirectamente” al daño. La norma no aclara en qué consiste una 

contribución indirecta a un daño. 



 

Al margen de la indeterminación extrema de esta norma, es claro que con ella se amplía 

enormemente el universo de particulares que podrían ser fiscalmente responsables.  

 

Dicha ampliación no fue establecida por el Acto Legislativo 4 de 2019. La ampliación del ámbito de 

la responsabilidad fiscal de particulares no fue uno de los objetivos de la reforma constitucional, ni 

aparece en su texto. Por lo tanto, es una operación que no se encuentra autorizada por la expresión 

“desarrollo de este acto legislativo” del parágrafo transitorio. En consecuencia, se solicita declarar 

inexequible la parte resaltada con negrilla y subrayada, por exceso de facultades extraordinarias.  

 

3.3.4. Artículo 126 

 

Por último, el artículo 126 es parcialmente inconstitucional por la misma razón expresada para el 

artículo 124. El artículo se transcribe a continuación, resaltando la parte demandada.  

 

Artículo 126. Modificar el artículo 6° de la Ley 610 de 2000, el cual quedará así:  

“Artículo 6°. Daño patrimonial al Estado. Para efectos de esta ley se entiende por 

daño patrimonial al Estado la lesión del patrimonio público, representada en el 

menoscabo, disminución, perjuicio, detrimento, pérdida, o deterioro de los 

bienes o recursos públicos, o a los intereses patrimoniales del Estado, producida 

por una gestión fiscal antieconómica, ineficaz, ineficiente, e inoportuna, que en 

términos generales, no se aplique al cumplimiento de los cometidos y de los fines 

esenciales del Estado, particularizados por el objetivo funcional y organizacional, 

programa o proyecto de los sujetos de vigilancia y control de los órganos de 

control fiscal. Dicho daño podrá ocasionarse como consecuencia de la conducta 

dolosa o gravemente culposa de quienes realizan gestión fiscal o de servidores 

públicos o particulares que participen, concurran, incidan o contribuyan directa 

o indirectamente en la producción del mismo.  

 

Como ocurre con el artículo 124, en este caso también se amplía el universo de particulares que 

pueden ser responsables fiscalmente. El artículo 6° de la Ley 610 de 2000, antes de esta reforma por 

decreto, decía que el daño patrimonial podía “ocasionarse por acción u omisión de los servidores 

públicos o por la persona natural o jurídica de derecho privado, que en forma dolosa o culposa 

produzcan directamente o contribuyan al detrimento al patrimonio público”. 

 

Ahora, con esta reforma por decreto, los particulares pueden ser también responsables por 

participar, concurrir, incidir o contribuir directa o indirectamente al daño.  

 

Esta ampliación inusitada de la responsabilidad fiscal de los particulares no hizo parte de la reforma. 

No aparece en los antecedentes del Acto Legislativo 4 de 2019 ni en el texto del mismo. Por lo tanto, 

no es posible para el Gobierno legislar sobre este tema bajo la expresión “desarrollo de este acto 

legislativo” contenida en el parágrafo transitorio del artículo 267.  

 

4. Conclusiones 



 

En suma, a través del Decreto 403 de 2020, el Gobierno Nacional excedió la autorización otorgada 

por el parágrafo transitorio del artículo 268 de la Constitución, tal como fue adicionado por el Acto 

Legislativo 4 de 2019.  

 

Dicha autorización no puede ser leída analógica ni puede dar lugar a encadenamientos artificiales, 

como lo ha establecido antes la jurisprudencia. Tampoco puede ser leída en aislamiento del 

parágrafo en el cual fue insertada, ni se puede tomar la expresión “desarrollo de este acto 

legislativo” como una autorización plena para modificar todos los aspectos posibles de la 

responsabilidad fiscal. La responsabilidad fiscal, como muchos otros asuntos, es un tema complejo 

que debe ser objeto de deliberación y votación por un cuerpo plural y representativo. Aceptar el 

Decreto 403 de 2020 como una instancia válida de ejercicio de facultades extraordinarias implica 

retroceder en el compromiso democrático de la jurisprudencia constitucional, y su énfasis en las 

limitaciones de los poderes presidenciales.  

 

Por lo anterior, solicito respetuosamente a la Corte Constitucional: 

 

(1) Declarar inexequible el Decreto 403 de 2020 en su integridad, por violación del parágrafo 

transitorio del artículo 268 de la Constitución, debido a que regula aspectos ajenos al 

parágrafo transitorio de esa norma. 

 

(2) Declarar inexequibles las siguientes normas del Decreto 403 de 2020, por violación del 

parágrafo transitorio del artículo 268 de la Constitución, debido a que regulan la 

responsabilidad fiscal de particulares o las funciones de policía judicial respecto de estos, lo 

cual es ajeno al Acto Legislativo 4 de 2019:  

 

a. La expresión “y de los particulares o entidades que manejen fondos o bienes 

públicos” del inciso segundo del artículo 2. 

 

b. La expresión “y de los particulares o entidades que manejen fondos o bienes 

públicos” del inciso tercero del artículo 2. 

 

c. La expresión “los particulares, las personas jurídicas y cualquier otro tipo de 

organización o sociedad que a cualquier título recauden, administren, manejen, 

dispongan o inviertan fondos, recursos del Estado y/o bienes o recursos públicos en 

lo relacionado con estos” del inciso sexto del artículo 2. 

 

d. Los artículos 46 a 52 en su integridad. 

 

i. Subsidiariamente, declarar la constitucionalidad condicionada de la 

expresión “una entidad” del artículo 46, la expresión “una entidad” del 

artículo 47, la expresión “las entidades” del artículo 48, la expresión “los 

sujetos de vigilancia” del artículo 49, la expresión “los responsables del 

erario” de los incisos primero, segundo y cuarto del artículo 50, la expresión 



“entidad” del artículo 50 y la expresión “las entidades sujetas a la vigilancia” 

del artículo 51, bajo el entendido de que estas expresiones se refieren 

exclusivamente a entidades públicas y no a los particulares. 

 

e. La expresión “o particulares que participen, concurran, incidan o contribuyan 

directa o indirectamente en la producción de los mismos” del artículo 124.  

 

f. La expresión “o particulares que participen, concurran, incidan o contribuyan 

directa o indirectamente en la producción del mismo” del artículo 126. 

 

IV. COMPETENCIA 

 

Es competente la Corte Constitucional para conocer de esta demanda, de acuerdo con el artículo 

241, numeral 5 de la Constitución. Aunque el decreto no fue dictado con fundamento en el artículo 

150, numeral 10 de la Constitución, la jurisprudencia constitucional ha establecido que la Corte es 

competente para controlar todas las normas con fuerza material de ley, incluyendo los decretos que 

con fuerza material de ley contienen una reglamentación directa de la Constitución28.  

 

 

Atentamente, 

 

 
Jerónimo Ocampo Meléndez  

1010104230 

 
28 Sentencia C-400 de 2013, M.P. Nilson Pinilla Pinilla (“… la Corte Constitucional también ejerce control de 
exequibilidad sobre decretos o actos atípicos o especiales, diferentes a los indicados en los artículos 241 y 10° 
transitorio de la Constitución, que por mandato de la carta política también contienen fuerza material de 
ley…”) 


	I. NORMAS DEMANDADAS
	II. NORMAS CONSTITUCIONALES INFRINGIDAS
	III. CONCEPTO DE LA VIOLACIÓN
	1. Introducción
	2. Primer cargo: extralimitación de facultades extraordinarias al regular materias ajenas al parágrafo transitorio (totalidad del decreto)
	2.1. Jurisprudencia constitucional sobre la extralimitación de facultades extraordinarias
	2.2. Contenido de la habilitación del Acto Legislativo 4 de 2019
	2.3. El Gobierno se extralimitó al regular materias ajenas al parágrafo transitorio

	3. Segundo cargo: extralimitación de facultades extraordinarias al regular el control fiscal respecto de los particulares (artículos 2, 46, 47, 48, 49, 50, 51, 52, 124 y 126)
	3.1. Parámetro de constitucionalidad
	3.2. Interpretación literal de las facultades extraordinarias concedidas por el Acto Legislativo 4 de 2019
	3.3. Los artículos 2, 46, 47, 48, 49, 50, 51, 52, 124 y 126 son inconstitucionales por exceso de facultades extraordinarias
	3.3.1. Artículo 2
	3.3.2. Artículos 46 a 52
	3.3.3. Artículo 124
	3.3.4. Artículo 126


	4. Conclusiones

	IV. COMPETENCIA

